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Territorialidad del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, en Colombia

INTRODUCCIÓN
En el desarrollo de esta trabajo de consulta e investigación, se busca principalmente hacer una evaluación concisa pero seria, respecto de  si en uno o más territorios municipales  y  o distritales de Colombia, se le impone a los contribuyentes que desarrollan actividades mercantiles;  bien por industria, bien por comercio y bien por la prestación de servicios, el pago de impuestos de industria y comercio que legalmente sólo se le debe a uno solo de esos municipios  y  o  distritos.

Para llegar a una u otra conclusión, es necesario revisar la normativa existente; tanto a nivel constitucional, como a nivel legislativo y sus normas reglamentarias; de igual forma es menester revisar algunos de los acuerdos municipales  y distritales vigentes, en los municipios de la muestra que se seleccione.

Adicional a lo anterior, es procedente, necesario y obligado consultar jurisprudencias de las Altas Cortes, así como las conceptualizaciones e interpretaciones de doctrinantes que se han pronunciado al respecto.

Uno de los motivos de mayor interés en esta investigación consiste en encontrar respuestas que satisfagan las posibles inquietudes respecto de en que momento se detecta que una persona es contribuyente y por ende sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, en determinado municipio y  o  distrito; en buscar una respuesta satisfactoria que determine con claridad, si un mismo contribuyente, responsable de los de impuestos de industria y comercio; puede o no estar tributando dos o más veces por la misma e igual actividad, en dos o más municipios y o  distritos distintos; por ende ser clasificado e identificado como sujeto pasivo de dichos impuestos, en esos dos o más municipios y  o  distritos, por una misma actividad mercantil que solo desarrolla en una jurisdicción territorial.

I- ORIGEN DE LOS IMPUESTOS

El primer presupuesto de ingresos de la historia; producto de los primeros censos conocidos, fueron elaborados con carácter fiscal y para proceder al reclutamiento militar; el Código de Hammurabi era una colección de leyes y edictos del rey Hammurabi de Babilonia, y constituye el primer código conocido de la historia.  

Para los griegos, los impuestos constituyeron el sometimiento del ciudadano a las cargas fiscales y eran considerados un auxilio al Estado en la prosecución del bien público. 

En la mente de los ciudadanos griegos no se concebía que un hombre libre estuviera sujeto por la ley a un pago de impuestos en contra de su voluntad. En otras palabras, para los griegos los impuestos personales directos iban en contra de la dignidad y de la libertad de los ciudadanos; los únicos impuestos que aceptaron fueron algunos indirectos, como los de aduana, de mercado y algunas tasas judiciales; posteriormente surgen los impuestos personales, pero no como una necesidad del bien común, sino más bien como resultado de los conflictos bélicos; se imponían como pago de altas sumas de bienes representativos de dinero para obtener libertad temporal y definitiva; se quitaban los bienes a aquellas personas que caían en desgracia por las guerras y luchas belicosas en las cuales perdían no sólo sus bienes personales, sino hasta su libertad.
Se concluye  que los impuestos nacieron con la misma existencia del hombre pues aquél que poseía la mayor fuerza bruta e intelectual a la vez, presionaba a los demás para que le entregaran bienes que satisficieran sus necesidades;  luego con el nacimiento del Estado, se convirtió en una norma de obligatorio cumplimiento por parte de aquellas personas a quienes iban dirigidas esas obligaciones de tributar para el sostenimiento del Señor, el Rey, el César, el Dictador, etc. en general, para el sostenimiento del mandatario y su grupo de gobierno. En las guerras entre los pueblos, los vencedores se apoderan de los botines de guerra: tierras, armas, metales preciosos, esclavos, etc. todo lo cual es una forma de hacer imposiciones económicas a favor del vencedor. 

En un principio los tributos sólo eran exigidos a ciertas clases sociales; generalmente a las menos pudientes y más necesitadas de trabajar para conseguir su sustento diario.
1.1 MARCO ANTONIO Y LOS ENORMES TRIBUTOS 
Después de la batalla de Filipos, los ejércitos de Marco Antonio y Octaviano que vencieron a los insurgentes guerreros de la región de Siria, se apoderaron de todas las pertenencias de valor que poseían las personas vencidas, e impusieron a todos los pueblos derrotados y en desgracia elevados tributos. 
1.2 LA SAGRADA BIBLIA CRISTIANA Y  EL PAGO DE TRIBUTOS
Producto de la pregunta que los fariseos y simpatizantes de Herodes hacen a Jesucristo, respecto de si se debe pagar o no, tributos al César, es de suma importancia y tremendamente comprometedora; Jesús no dirime ninguna cuestión política, ni social, ni económica, solamente manifiesta que los ciudadanos tienen obligaciones como miembros de una sociedad y como hombres pertenecen a Dios, sea cual fuere su condición y situación como ciudadanos; de allí su expresión  “dar al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios” esto es una muestra de la legalidad, necesidad y moralidad de los impuestos. Este pasaje se localiza en la Biblia en el evangelio de San Mateo, capítulo 22, versículo 15, párrafo 21.
1.3 LOS TRIBUTOS IMPUESTOS POR LA CORONA ESPAÑOLA (1) 
1 “Historia de los Impuestos en Colombia, Alcaldía de Medellín, Secretaría de Hacienda, cartilla No 2.”

En nuestro continente; muy especialmente en la América Hispana, los impuestos ya oficializados, datan desde el año 1492; inician con el descubrimiento de América,  pues entre la Reina Isabel de Castilla y Cristóbal Colón; más tarde entre la Corona Española y todos los demás conquistadores nativos de España o dependientes del reino, adquieren compromisos impositivos con la monarquía y se firman contratos o acuerdos mediante los cuales el conquistador se obligaba y comprometía a trasladarle a la Corona Española, una gruesa cantidad de los bienes representados en oro, piedras preciosas y cualquiera otro bien, que aquel obtuviera de cualquier forma en los viajes que emprendiera hacia nuestra América.  Este convenio o contrato entre la Reina y el Conquistador se conoció con el nombre de “Capitulaciones”.

A su vez Cristóbal Colon y los demás conquistadores impusieron tributos, obligando a los varones de los lugares donde aquellos arribaban, a que les pagaran periódicamente y en especie, parte de lo que los indígenas de nuestros pueblos americanos obtenían con su sudor y trabajo de la tierra. 

Los nativos entregaban, muy a su pesar, al conquistador de turno, tributos representados en piedras preciosas y frutos de la tierra que los indígenas cosechaban después de largas jornadas de trabajo. No obstante los historiadores dejan plasmado en sus memorias que antes de la llegada de Cristóbal Colón a nuestra América, ya los nativos pagaban tributos a sus caciques pero tales tributos representados únicamente en parte de los frutos que los indígenas obtenían al sembrar en sus parcelas y tierras aptas para ello.

Se considera por los historiadores que el origen de los impuestos oficiales que hoy existen en nuestro país, obedecen a todos aquellos que fueron creados en la época de la colonia, entre los cuales los más significativos fueron; el impuesto sobre las ventas (IVA), fue un tipo de impuesto al consumo que le conoció con el nombre de “Alcabala”.  El impuesto de “avería” que corresponde o es asimilado al mismo que hoy conocemos como los “aranceles” y gastos aduaneros. El impuesto de “Barajas” de aquella época se asimila o compara con el que hoy es llamado impuesto de suerte y azar.   
1.4 CREACIÓN DE LOS TRIBUTOS EN EL NUEVO ESTADO (2)
2. JARAMILLO, ESTEBAN Tratado de ciencia de la Hacienda Pública 7ª edición- Bogotá, Editorial Temis.

En la Constitución de 1821 producida por el Congreso de Cúcuta y que habría de regir el Nuevo Estado, conformado por la Nueva Granada, Venezuela y Ecuador.  En esta Constitución se consagró el principio de la obligación tributaria, que consistió en el deber que a todo ciudadano le asiste de contribuir con las cargas y gastos públicos del Estado.

En el período presidencial de José Vicente Concha: 1914-1918 se gestó la ley del impuesto a la renta, bajo la idea de que las personas nacen con la obligación de contribuir a las necesidades y gastos de todo Estado, siempre en total armonía con la capacidad económica que esa persona tenga; dicha norma fue la Ley 56 de 1918 en la cual se reafirma el impuesto sobre la renta, pensada y con lujo de detalles estudiada por su creador el doctor ESTEBAN JARAMILLO, varias veces ministro de hacienda y consultor de varios gobernantes, tanto nacionales como extranjeros de la época. 

Antes de la expedición de esta ley, ya se tenía un asomo de impuesto directo sobre las personas, que también tenía como nombre, el impuesto a la renta, en cabeza de las personas; tal norma fue la ley 30 de 1821, esta norma fue suficientemente ampliada y con lujo de detalles argumentada por el profesor Esteban Jaramillo, ilustre profesional y ciudadano colombiano que con su argumento de que los más pudientes debían coadyuvar, tanto con las cargas de la Nación, como además subsidiar a aquellos que menos, o nada poseían, para atender las necesidades que a cargo del Estado se presentaban periódicamente.

1.5 MARCO LEGAL DE LOS IMPUESTOS TERRITORIALES
En la Constitución de 1886 se registra, en el Artículo 76 “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes atribuciones: …3 Conferir atribuciones especiales a las Asambleas Departamentales…”

Por su parte el artículo 190 de la misma Constitución se estableció “Artículo 190.- Las Asambleas Departamentales, para cubrir los gastos de administración que les correspondan, podrán establecer contribuciones con las condiciones y dentro de los límites que fije la ley.”

El Artículo 199 de la citada Carta Magna, determinó que  “Corresponde a los Consejos (sic) municipales ordenar lo conveniente, por medio de acuerdos o reglamentos interiores, para la administración del Distrito; votar, en conformidad con las ordenanzas expedidas por las Asambleas, las contribuciones y gastos locales; llevar el movimiento anual de la población; formar el censo civil cuando lo determine la ley ejercer las demás funciones que le sean señaladas.”

De la Ley 4 de 1913 es importante mencionar los artículos que tienen relación directa con los impuestos territoriales así:
“Artículo 169 Son atribuciones de los Concejos...  2). Imponer contribuciones para el servicio municipal, dentro de los límites señalados por la ley y las ordenanzas, y reglamentar su recaudo e inversión…”

Como se aprecia en el contenido expreso de los artículos que se citan, tanto en los artículos previos, como en los posteriores a esta exposición; en vigencia de la Constitución Colombiana de 1.886, se permitió:  primero que los departamentos tuviesen la opción de crear los tributos para el sostenimiento de sus territorios, incluyendo los municipios; la autorización previa, debía ser emanada del legislativo; el mismo que mediante ley, otorgaba y enmarcaba esas facultades, fijando límites en cuanto a conceptos de los tributos, montos y porcentajes máximo de las tarifas; más luego se amplió esta facultad a los municipios, pero con la aquiescencia y autorización de los diputados departamentales, quienes mediante ordenanza otorgaban esa autorización y potestad a los concejos, para crear tributos en beneficio de los municipios.

“Artículo 171 de la Ley 4 de 1913.  Es prohibido a los Concejos…9).  Gravar objetos ya gravados por la Nación o por el Departamento, salvo que se les conceda especialmente el derecho de hacerlo en un caso determinado…13. Gravar los artículos de consumo, víveres, ganados, maderas, etc., que pasen por su territorio para ser expendidos en otro Municipio.“

“Artículo 196 de la Ley 4 de 1913. Las Asambleas Departamentales fijarán los impuestos que pueden establecer los Municipios, sin permitirles gravar objetos gravados por el Estado, y pueden aquéllas ceder a éstos el todo o parte de los que les correspondan conforme a las leyes.  Los impuestos existentes hoy se conservarán mientras las Asambleas determinen lo conveniente.”

Se observa de lo Interpretado en las normas citadas, que los impuestos municipales que eran ordenados por los concejos, tenían como requisito previo, la autorización de las asambleas departamentales; a su vez estas asambleas departamentales podían imponer tributos  y autorizar a los concejos de los municipios,  sólo previa autorización de la ley. 

Posteriormente se expide la Ley 97 de 1913 que otorga libertad a algunos municipios para crear sus propios impuestos sin que medie autorización de las asambleas departamentales; adicionalmente mediante la expedición de esta ley, en esta norma se da un primer asomo del impuesto territorial correspondiente al de industria y comercio; se crea el impuesto de avisos y tableros, extendiéndose y ajustándose de forma generalizada a todos los territorios municipales por la Ley 84 de 1915.

Con el proyecto de acto legislativo presentado en la administración del presidente Alfonso López Michelsen en el año 1976, se pretendió darle mayor autonomía y competencias en las finanzas, tanto a los departamentos como a los municipios; en dicho proyecto de acto legislativo se buscaba el fortalecimiento de las rentas propias de los territorios; no obstante no haber prosperado el proyecto de reforma a la constitución en lo relacionado con ese fortalecimiento de las finanzas territoriales y regionales, y la reasignación y redefinición de competencias; sí se sembraron las bases de las que se valió el legislador más adelante, para la expedición en el año 1983 de la Ley 14 que fortaleció los fiscos territoriales departamentales y municipales;  luego en el año 1986 con la expedición de la Ley 12 que ordenó ceder progresivamente a los territorios, el impuesto sobre el valor agregado, IVA, hasta llegar al cincuenta por ciento de dicho recaudo. (3)

 (3) RESTREPO, JUAN CAMILO, Hacienda Pública, universidad Externado de Colombia, 1ª edición, Bogotá, 1992.
II- TERRITORIALIDAD DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO,   AVISOS Y TABLEROS, EN COLOMBIA
2.1 PRINCIPIOS DE LA TRIBUTACIÓN
Acorde con lo establecido por el artículo 363 de la Constitución Política de Colombia, el sistema tributario se base en los principios de Equidad,  Eficiencia y Progresividad.  La equidad se relaciona con la obligación que les asiste a todos los asociados para contribuir con el sostenimiento de las cargas públicas del Estado; de allí que la obligación tributaria debe fijarse según la capacidad económica que cada asociado posea.  El principio de eficiencia esta relacionado con la logística que el Estado debe emplear para recaudar con la oportunidad debida esos tributos y el principio de Progresividad que no es más que, según Sentencia C-364 de 1993, el deber que le asiste al Estado para consultar la capacidad real de pago de los contribuyentes, a fin de garantizar la justicia y equidad fiscales. La Progresividad, responde precisamente a este mandato constitucional.

Por su parte el concepto de justicia se basa en que el Estado, está obligado a recaudar los tributos; únicamente hasta el monto necesario para cubrir sus gastos.

En relación con el principio de legalidad, estableció la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-369 del año 2000:

 “…el principio de legalidad tributaria, comporta que no puede haber impuesto sin ley que lo establezca, vale decir, que el Congreso, en ejercicio de sus competencias, al elaborar la norma tributaria, está en la obligación de determinar con claridad los elementos de la relación tributaria, esto es, los sujetos, los hechos generadores, las bases gravables y las tarifas. Por lo tanto, la exigencia del respeto al principio de legalidad, por parte del poder público, implica que el legislador tributario, a través de las disposiciones fiscales, elimine la arbitrariedad en el cobro de impuestos inexistentes o habilite a la administración tributaria para su recaudo.”  
En relación con los impuestos, establece la Corte Constitucional en varias de sus sentencias una clasificación de los mismos y los denomina que ellos pueden ser directos e indirectos; ordinarios y extraordinarios; e impuestos instantáneos y de período. Dice la corte en su Sentencia C-1006 de 2003: “Son directos, aquellos que los paga la persona gravada con ellos, se establecen en virtud de hechos determinados, gravan en algunos casos,  la riqueza, la renta y los bienes de los individuos, consultan la capacidad económica para su cumplimiento, permiten exenciones, contribuyen al equilibrio de los presupuestos,  y deben ser proporcionales a la riqueza pública y privada.
 

Hacen parte de esta clasificación:  el impuesto predial unificado, el impuesto de renta y complementario, el impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, la retención en la fuente del impuesto predial unificado, el impuesto de turismo, el impuesto unificado de vehículos y también los de delineación urbana, azar y espectáculos.

A su vez, los impuestos indirectos, se caracterizan por la apreciación indirecta de la capacidad contributiva, gravan manifestaciones o hechos específicos, el consumo de un producto independientemente de las circunstancias individuales de quien ejecute el acto gravado. 

 

Es un impuesto unipersonal, grava indiscriminadamente a todo aquel que realiza el hecho previsto en la norma para que él se genere.

 

Dentro de esta categoría se encuentran los impuestos sobre las ventas, los de consumo, los de aduana, los de timbre y registro, el impuesto a los cigarrillos y tabacos extranjeros, impuestos a las cervezas y sifones y la sobretasa al consumo de la gasolina motor.   

Entonces los impuestos directos con relación a las personas, son impuestos indirectos con relación a los bienes o cosas; por su parte los impuestos indirectos con relación a las personas, son impuestos directos con relación a los bienes o cosas.
Los impuestos se clasifican también en ordinarios y extraordinarios.  Son ordinarios los de permanencia y periodicidad y extraordinarios los que no registran esa permanencia ni periodicidad; impuestos de períodos como los de renta, de industria y comercio, predial, etc. son instantáneos es decir que se dan inmediatamente se presente el hecho generador, ejemplo los de consumo, el iva, el de las transacciones financieras, el de timbre, etc.”

En Colombia los impuestos de Industria y Comercio, Avisos y Tableros, son un impuesto eminentemente territorial y dentro del concepto de territorio, sólo están autorizados por la ley para cobrar estos impuestos, los municipios y distritos; el artículo 338 de la Constitución Política de Colombia determina que en tiempos de paz, solamente el Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales  y /  o  Distritales, podrán imponer tributos fiscales o parafiscales.

El artículo 313-4 de la Carta Política determina que los concejos municipales  y / o  distritales, deberán votar, acorde con la Constitución y la ley, los tributos locales. 

En lo atinente a los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, tanto la Constitución Política de Colombia, como la misma ley, requieren autorización del legislativo; amén del posterior acuerdo o Estatuto Tributario municipal y / o distrital que lo adopte para que se dé el principio de legalidad.

Por su parte el artículo 287-4 de la citada Constitución, determina la autonomía que la misma le otorga a los entes territoriales, para la gestión, administración y establecimiento de los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones; todo ello en concordancia con la Constitución y la ley.

2.2 LEY DE FORTALECIMIENTO PARA LOS FISCOS TERRITORIALES
La Ley 14 de 1983, fue la norma que otorgó fortalecimiento a los Fiscos de las Entidades Territoriales; es la norma que enmarca los impuestos de Industria, comercio, avisos y tableros y otros impuestos complementarios de este tributo. 

Luego fueron producidas otras normas que adicionaron, modificaron y reglamentaron la ley marco de los impuestos territoriales; tales normas entre otras fueron: Ley 55 de 1985, Ley 43 de 1987, Ley 49 de 1990 y Decreto Ley 1333 de 1986; además el Estatuto Tributario Nacional; decreto 624 de 1989, sirvió de modelo para que  los municipios y distritos del país, implementaran el régimen sancionatorio y de procedimiento, que permitiera el cabal cumplimiento de las obligaciones tributarias en sus territorios. 
2.3  NORMATIVA ADICIONAL Y COMPLEMENTARIA
Con posterioridad a expedición de la ley marco de los impuestos territoriales, Ley 14 de 1983,  se generó por el legislativo colombiano otras normas que adicionaron y modificaron esa ley marco de los impuestos municipales y distritales; tales normas entre otras fueron: Ley 55 de 1985, norma esta que le dio facultades  a los municipios para que mediante la expedición de acuerdos organizaran el efectivo control y recaudo de los impuestos de industria y comercio (artículo 62 de esta ley); además autorizó a la administración municipal y distrital para que solicitara de la Dirección General de Impuestos Nacionales, hoy DIAN, copia de las investigaciones existentes en materia de los impuestos sobre la renta y sobre las ventas, que cursen en esa entidad; documentos estos con los cuales podría iniciar y ampliar investigaciones que le permitan proponer a los contribuyentes de sus territorios, tanto emplazamientos, requerimientos y liquidaciones oficiales de impuestos, relacionados con los ingresos presuntamente obtenidos en dichos municipios; y a través de tal presunción proponer también los posibles impuestos de industria y comercio que deberían declarar y pagar en esos territorios jurisdiccionales, donde supuestamente fueron obtenidos los ingresos, base de la tributación de los impuestos de industria y comercio. 

Estos cruces de información entre los fiscos municipales y la Dirección General de Impuestos Nacionales, hoy DIAN, podrán servir como prueba, en lo relacionado y pertinente para la liquidación y cobro del impuesto de industria y comercio.   

Le quedará pues al potencial contribuyente, la carga de la prueba para desmontar, mediante prueba en contrario, la imputación presunta que le haga el fisco municipal y distrital de ser contribuyente en ese territorio. 

Deberá pues justificarse la obtención de ingresos dentro de la jurisdicción territorial y la no presentación de la declaración y pago de los tributos correspondientes a los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros. 

Finalmente esos ingresos descubiertos en la operación de cruce y solicitud de información, entre los fiscos territoriales y nacionales, cuya justificación no satisfagan al auditor e investigador de las oficinas de impuestos, serán el punto de partida para la apertura del expediente y proceso, que dará comienzo a la discusión en la vía gubernativa y que le llevará al ente administrativo a proponer una liquidación de impuestos o de aforo, por los tributos en materia de industria,  comercio, avisos y tableros, no declarados ni pagados. 

Luego se expide la Ley 43 de 1987, cuyo contenido en esta materia fue para otorgarles facultades a los consejos municipales y distritales, para que cobraran a título de anticipo, un porcentaje que podría ser hasta del cuarenta por ciento (40%), del valor total liquidado como impuesto de industria y comercio en el período gravable; tal anticipo sería deducible en su totalidad al período gravable inmediatamente siguiente, periodo en el cual habría un nuevo anticipo que sería descontado o deducido en el siguiente y así sucesivamente. 

Estas facultades las otorgó el legislativo mediante esta ley, de forma clara, directa y específica en el artículo 47. 

Vino más luego la Ley 49 de 1990 en cuyo artículo 77 aclaró de manera significativa lo relacionado con el lugar o territorio donde se causa el impuestos de industria y comercio; al respecto dice el artículo 77 de la Ley 49 de 1990:  “Para el pago del impuesto de industria y comercio sobre las actividades industriales, el gravamen sobre la actividad industrial se pagará en el municipio donde se encuentre ubicada la fábrica o planta industrial, teniendo como base gravable los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.”  Este artículo, ha sido el elemento de mayor relevancia expuesto por las altas cortes; en especial por el Consejo de Estado, el que en sus sentencias y fallos lo presenta como argumento para determinar en qué casos se es sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros en un territorio específico y determinado.

Esta norma parece clarificar que el industrial realiza su gestión con fines comerciales y que el hecho de producir y vender; aunque realiza dos actividades casi al unísono, Industrial y comercial; esta última, es decir la actividad comercial es un paso obligado y complementario de la actividad industrial.  El industrial tendrá que ejercer además la actividad comercial, para poder culminar el proceso de venta y seguir produciendo; este no produce, transforma ni fabrica, por filantropía ni por hobby, sino para hacer fortuna y crear riqueza a su favor y a favor de sus socios, empleadores, mandantes, etc. Que dicha labor culmina con la actividad comercial,  vendiendo lo producido, transformado y fabricado.
Establece la nombrada Ley 14 de 1983 en su artículo 32 que “El Impuesto de Industria y Comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.”          Subrayado fuera del texto.

La misma Ley 14 de 1983 en los artículos 34, 35 y 36 define las actividades industriales, comerciales y de servicios respectivamente, expresando que: “Artículo 34. Para los fines de esta Ley, se consideran actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes.”  Por su parte en el artículo 35 define las actividades comerciales diciendo que “Se entienden por actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa, o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código o por esta Ley, como actividades industriales o de servicios.” y finalmente en el artículo 36 cita que “Son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compra - venta y administración de inmuebles; servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánica, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y vídeo, negocios de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.”

El Decreto Ley 1333 de 1986, que corresponde a la expedición del código de régimen municipal; dicha norma establece en el acápite de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, las mismas definiciones, o por lo menos se coligen las mismas interpretaciones que en materia de impuestos de industria y comercio entregó la Ley 14 de 1983, lo que es apenas lógico ya que de no haber sido así, habría vulnerado y por lo tanto habría  contrariado la norma superior y por ende habría sido declarado inexequible; por ejemplo: el artículo 195 de este decreto ley establece exactamente lo mismo que dijo el legislador en el artículo 32 de la Ley 14 de 1983: “Artículo 195. El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.”

Este mismo decreto ley, definió en los artículos 197 y siguientes de forma casi exactamente igual a como la hizo la Ley 14 de 1983, en sus artículos 34, 35 y 36, lo que significa y comprende la actividad industrial, la actividad comercial y la actividad de servicios.  Dijo al respecto:  “ artículo 197.  Para los fines aquí previstos se consideran actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes.  En el artículo 198 estableció que “Se entienden por actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código o por este Decreto, como actividades industriales o de servicios.”  Y con respecto a la actividad de servicios determinó en el “Artículo 199.  Son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades:  expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles; servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquería, portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contenga audio y video, negocios de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.”

El artículo 200 de este decreto ley, impuso de forma directa un quince por ciento (15%) como impuesto de avisos y tableros, sobre el valor que se hubiese liquidado como impuesto de industria y comercio; es decir, se volvió complementario y obligatorio el impuesto de avisos y tableros por el solo hecho de tener que liquidar el impuesto de industria y comercio; no era necesario fijar o poner avisos en lugares públicos o privados, sino que este se liquidaba automáticamente. 

Al respecto dijo este artículo: “Artículo 200. El impuesto de avisos y tableros, autorizado por la Ley 97 de 1913 y la Ley 84 de 1915 se liquidará y cobrará a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios, como complemento del impuesto de industria y comercio, con una tarifa de un quince por ciento (15%) sobre el valor de éste, fijada por los Concejos Municipales.”

2.4 CONFRONTACIÓN DE INFORMACIÓN Y CRUCES DE DATOS
Para efectos de legalizar los cruces de información entre las instituciones y entes fiscalizadores, nacionales y municipales; este decreto ley retomó lo que ya había permitido el artículo 62 de la Ley 55 de 1985 y se estableció, en el artículos 204, del Decreto Ley 1333 de 1986 el procedimiento o forma en que se podían cruzar expedientes e investigaciones que cada uno de dichos entes estuviese realizando, respecto de los sujetos pasivos. 

Al respecto determinó el susodicho decreto ley:  “artículo 204.  Los Municipios podrán solicitar a la Dirección General de Impuestos Nacionales, copia de las investigaciones existentes en materia de los impuestos sobre la renta y sobre las ventas, las cuales podrán servir como prueba, en lo pertinente, para la liquidación y cobro del impuesto de industria y comercio.
A su turno, la Dirección General de Impuestos Nacionales podrá solicitar a los Municipios, copia de las investigaciones existentes en materia de impuesto de industria y comercio, las cuales podrán servir como prueba, en lo pertinente, para la liquidación y cobro de los impuestos sobre la renta y sobre las ventas.” 
Esta es una de las formas como los municipios y distritos se nutren de la información recogida por la DIAN, cada vez que los contribuyentes presentan sus declaraciones de renta y complementarios por cada año gravable.  A la DIAN se le reporta toda la información recopilada en una sola declaración de renta por persona; a los municipios y distritos se les declara por cada actividad desarrollada en sólo esa jurisdicción territorial.
III. LA LEY MERCANTIL, EL ESTATUTO TRIBUTARIO NACIONAL, LA NUEVA CONSTITUCION POLÍTICA Y LOS IMPUESTOS TERRITORIALES
3.1 LEY MERCANTIL, COMERCIANTE Y  ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO
El Decreto Ley 410 de 1971 (Código de Comercio), en su artículo 10 establece y determina  que: 

“Artículo 10. Son comerciantes las personas que profesionalmente se ocupan en alguna de las actividades que la ley considera mercantiles.”  Dice además que  “La calidad de comerciante se adquiere aunque la actividad mercantil se ejerza por medio de apoderado, intermediario o interpuesta persona.”  Esta parte esclarece la expresión subrayada en lo mandado por el artículo 32 de la Ley 14 de 1983 respecto de  “…sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente…”   

Se interpreta entonces que es comerciante el mandante que aunque directamente no ejerce la actividad mercantil, lo hace a través de un mandatario, empleado, o tercero que solo actúa como intermediario, no obstante este último, no necesariamente tenga que ser  comerciante.

Establece también el Código de Comercio en su artículo 11 que “Las personas que ejecuten ocasionalmente operaciones mercantiles no se considerarán comerciantes, pero estarán sujetas a las normas comerciales en cuanto a dichas operaciones.”    

Estar sujetas las operaciones a las normas comerciales, es muy distinto a concluir que la persona que realiza esa operación, necesariamente tiene que ser comerciante; situación que parece Interpretarse y deducirse por parte de la gran mayoría de las administraciones municipales y distritales, en cuanto a que la ley marco establece que el impuesto de industria y comercio recaerá sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios, bien sea que se realicen en establecimiento de comercio o sin ellos; el código de comercio define en su artículo 515 que  “Se entiende por establecimiento de comercio un conjunto de bienes organizados por el empresario para realizar los fines de la empresa. Una misma persona podrá tener varios establecimientos de comercio, y, a su vez, un solo establecimiento de comercio podrá pertenecer a varias personas, y destinarse al desarrollo de diversas actividades comerciales.”   Resaltado fuera del texto.      

Se define a la empresa como ese factor productivo, que se configura como una entidad independiente de los dueños (empresarios) y cuyo objetivo es la creación de valor, tanto para los grupos interesados como para la sociedad en su conjunto.  La empresa es sociedad, en el sentido de que configura el tejido organizativo de ésta, y no la mera propiedad del accionista, socio o dueño. 

El artículo 25 del Código de Comercio define la empresa como: “Se entenderá por empresa toda actividad económica organizada para la producción, transformación, circulación, administración o custodia de bienes, o para la prestación de servicios.  Dicha actividad se realizará a través de uno o más establecimientos de comercio.”

Nuestro Código de Comercio define en el artículo 20, para todos los efectos legales, los actos que serán considerados mercantiles; e identifica algunas de las operaciones que se consideran, hacen parte de la actividad industrial; otras muchas que hacen parte de la actividad comercial y muchas otras, que las considera y clasifica que hacen parte de la actividad de servicios; no obstante esta discriminación, no significa lo anterior que solo esas operaciones hacen parte de cada una de las actividades referidas; habrán seguramente muchas otras que en ciertos momentos, no figurando de forma expresa en el listado que nos propone el código de comercio, también estarán clasificadas como actividad industrial, o como actividad comercial, o como actividad de servicios.  Esta aseveración se concluye de lo estipulado por el artículo 21 de Código de Comercio, el que hace referencia a otras operaciones mercantiles que deberán hacer parte de las actividades comerciales, de servicios o industrial, al momento en que se presenten; dice el citado artículo 21 que “Se tendrán así mismo como mercantiles todos los actos de los comerciantes relacionados con actividades o empresas de comercio, y los ejecutados por cualquier persona para asegurar el cumplimiento de obligaciones comerciales.“

De lo citado y expuesto anteriormente, respecto de lo que son actos de comercio, actividades mercantiles, establecimiento de comercio y empresa comercial, huelga concluir que para que se den operaciones mercantiles industriales, comerciales y / o de servicios, se requiere la existencia tanto de la persona comerciante; que además exista y haya empresa comercial; no obstante lo anterior, siempre requerirá de la intervención de al menos un establecimiento comercial que no es más que el complemento de la empresa; y algo básico, necesario y contundente, es que el acto sea oneroso, tenga ánimo de lucro, busque utilidad o plusvalía, en pro de al menos una de las partes que interviene en el acto mercantil.  (No se requiere que el establecimiento de comercio tenga cuerpo tangible; muchos establecimientos de comercio son virtuales y lo virtual existe pero no es tangible).  De lo anteriormente expuesto, se colige que faltando al menos una cualquiera de las siguientes partes o elementos en la transacción: comerciante,  empresa comercial, establecimiento de comercio,  el ánimo de lucro o la calidad de onerosidad; no se configurará la actividad mercantil comercial, industrial   y / o  de servicios; por ende no se debería  generar ni configurar el hecho generador de los  impuestos de industria, comercio,  ni los complementarios de este impuesto.

Al respecto manifiesta el tratadista Carlos Andrés Laguado G. “La piezas normativas claves9 del derecho mercantil colombiano para definir la naturaleza jurídica del establecimiento son los artículos 515 10 y 516 del C.Co. El primero, el Art. 515, utiliza de manera afortunada la palabra conjunto, de la cual se concluye que el establecimiento está compuesto por una amalgama, por la unión inescindible de bienes corporales e incorporales, muebles e inmuebles, ajenos o de propiedad del comerciante.  Así el establecimiento es la reunión11 de diversos bienes, inclusive derechos, como se ve en la enumeración del Art. 516.12 Tal variedad de valores, inaprehensibles materialmente, excluye la calificación del establecimiento dentro de cualquiera de las categorías de los bienes corporales y , por consiguiente, de los inmuebles. Más bien, podría ser, como afirma FERRARA, un bien incorporal”

9 Vale la pena anotar que el texto del Art. 515 del C.Co es sustancialmente idéntico al artículo 2555 del Codice Civile de 1942, que se redactó bajo la dirección de MESSINEO Y BARBERO, el último de los cuales fue defensor de la teoría de FERRARA, como se ve en Le universalitá patrimoniali, Cfr. FERRARA, Op.Cit. Pág. 118.
10 El tenor literal del Art. 515 sería suficiente, creemos, para desdeñar las teorías atomistas (expuestas por SCIALOJA y BARASSI, entre otros), según las cuales el establecimiento es una reunión o una suma de bienes aislados y desconectados. MEZZERA, Op. Cit. Pág. 14, FERRARA, Op. Cit. Pág. 43. 

11 La jurisprudencia uruguaya ha calificado al establecimiento de comercio como una universalidad de hecho entendida como un conjunto de bienes que por su naturaleza , o la voluntad, reciben el mismo tratamiento, o se afectan al mismo fin. Se funda la jurisprudencia en el hecho de que sus normas no conduzcan a un tratamiento uniforme y homogéneo del conjunto de bienes. Véase a MEZZERA, Op. Cit quien citando jurisprudencia de los tribunales uruguayos afirma que el establecimiento de comercio o  casa de comercio para ellos, es una universalidad de hecho. Anuario de Derecho Comercial No. 1, Pág. 94 y No. 7 Pág. 274 

12 Alguna vez se sostuvo que el establecimiento era una universalidad de hecho, entendida, conforme al Art. 816 del Codice Civile de 1942 como la pluralidad de cosas que tienen un fin unitario y pertenecen a la misma persona. Como se vio, el establecimiento incluye bienes ajenos al dueño, luego, no puede, de ninguna forma enmarcarse dentro de este género.

 “…el establecimiento de comercio es una universalidad compleja de bienes afectos al fin empresarial, la cual vale mucho más que las cosas materiales porque el elemento esencial de esta universalidad es la idea organizativa que la inspira, la cual tiene un valor apreciable en dinero.” 

“En este sentido RODIÉRE afirma que la parte fundamental “del establecimiento de comercio reside en la manera original como el comerciante organiza su empresa para producir y atraer una clientela. Esta organización constituye una creación intelectual, análoga a una creación literaria o artística y es normal que sea como estos (sic) jurídicamente protegida. Sin embargo, a diferencia de la patente de intervención o de la creación artística, no es protegida en sí misma y en abstracto, sino en relación con los elementos corporales o incorporales del fondo que le sirvan de soporte necesario” (Rodiére, René, Droit Commercial, París. Précis Dalloz, 1970. Pág. 192)” 
“…es posible que exista el establecimiento de comercio móvil, sin asiento físico fijo, como les bateaux mouche que navegan por el río Sena ; o el establecimiento que se desplaza físicamente y que actúa siempre en el mismo lugar, como sucede con los carros que venden perros calientes en las plazas y parques ; también existe el establecimiento que tiene una estructura física muy densa y pesada pero itinerante, como acontece con los circos y con los espectáculos de magia de David Cooperfield o con los grandes conciertos de Pavarotti o de Madonna, negocios que cuentan con aviones propios, viajan por el mundo de modo itinerante, se desplazan por ciudades y países sin modificar sus elementos físicos ni sus relaciones contractuales internas o su organización administrativa y publicitaria.  También pueden identificarse establecimientos que carecen de estructura física como sucede con los empresarios que son representantes exclusivos de líneas de productos especialmente valiosos, hipótesis que puede materializarse en el caso de los vendedores internacionales de aviones, armamento y equipo militar, casos en los cuales, la formalización de un contrato puede ocurrir cada dos o tres años, con suficientes beneficios económicos como para justificar una larga espera y un gran esfuerzo en la búsqueda de otro contrato semejante, sin que por ello pueda decirse que la falta de estructura física, y la falta de una clientela en sentido estricto le quite a ese establecimiento, casi inmaterial, la naturaleza que le corresponde. Téngase que no todo establecimiento ha de reunir el diverso contenido al que se refiere el artículo 516 del C.Co porque puede haber establecimientos sin inventarios, sin nombre, sin cuentas por cobrar, sin empleados y sin clientela fija, pero no obstante establecimientos de comercio porque en sí mismos son organizaciones predispuestas para el logro del fin que interesa al empresario.” 
LAGUADO GIRALDO, CARLOS ANDRÉS, El concepto de establecimiento de comercio treinta años después.  http://www.defensorialg.com.co/pdf/Establecimiento.pdf
3.2 ESTATUTO TRIBUTARIO NACIONAL Y LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991
El Estatuto Tributario Nacional Decreto 624 de 1989, sirvió de modelo para todos los municipios y distritos del país; los concejales y los alcaldes se valieron del contenido sustancial y muy en especialmente del contenido procedimental de este estatuto, para producir los acuerdos y decretos municipales que se convirtieron oficialmente luego en los Estatutos Tributarios Municipales y Distritales. 

Del Estatuto Tributario Nacional, se tomó todo lo atinente al procedimiento y control, lo que hoy permite a los fiscos territoriales imputar responsabilidades tributarias a todo aquel que para el funcionario fiscalizador sea sujeto pasivo de tales impuestos en su municipio y distrito; de hecho, todos los Estatutos Tributarios municipales, estudiados en este trabajo, con frecuencia remiten al Estatuto Tributario Nacional para la aplicación de sanciones, procedimientos, imputaciones, etc.
Con la expedición de la Constitución Política de 1991, se establece respecto de los tributos lo siguiente: el artículo 338 de la Constitución Política de Colombia determina que en tiempos de paz, solamente el Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales  y,  o,  Distritales, podrán imponer tributos fiscales o parafiscales.

A su vez el artículo 362 ibídem, reitera la protección constitucional y legal que la Carta Política le confiere a la propiedad de los entidades territoriales, en relación con sus bienes y rentas; tanto tributarias, como no tributarios; así como a las rentas provenientes de la explotación de monopolios de su propiedad.

Por su parte el artículo 150-12 de la misma obra, expone que corresponde al Congreso de la República hacer las leyes en las cuales se establezcan contribuciones fiscales y excepcionalmente parafiscales, ajustándose las mismas contribuciones, a la ley que el mismo órgano expida.

El artículo 313-4 de la Carta Política determina que los concejos municipales  y  o  distritales, deberán votar acorde con la Constitución y la ley los tributos locales. Por su parte el artículo 287-4 determina la autonomía que la Constitución le otorga a los entes territoriales para la gestión, administración y establecimiento de los tributos necesarios para el cumplimiento den sus funciones; todo ello en concordancia con la Constitución y la misma ley que será fijada por el Congreso de la República.

Ello no es más que  establecer con total claridad; con arreglo a la Constitución y a la ley, de qué forma y de qué manera, deberán contribuir los ciudadanos y las personas responsables, quienes por la tenencia, manejo y explotación de una o más  actividades económicas productoras de renta, previamente definidas en los estatutos o acuerdos municipales y/o distritales, produzcan ingresos por las actividades y conceptos establecidos en los hechos generadores, y de esta manera contribuir con las cargas (gastos e inversiones) del municipio y/o distrito de que se trate, y en donde ese ciudadano es responsable, por ende sujeto pasivo de dichos impuestos.

IV. DOBLE TRIBUTACIÓN  EN IMPUESTOS

4.1 FENÓMENO DE LA DOBLE TRIBUTACIÓN
De acuerdo con la definición del Tribunal Federal Suizo, “la doble tributación existe cuando la misma persona se halla obligada por la legislación de dos Estados al mismo impuesto.”
http://www.legalinfo-panama.com/articulos/articulos_27a.htm
La Organización para la Cooperación y el Desarrolla –OCDE- señala que “La doble imposición jurídica internacional, puede definirse de forma general como el resultado de la aplicación de impuestos similares, en dos o más estados”  OCDE, Modelo de convenio fiscal, Instituto de Estudios Fiscales, Paris, 1997.
4.2 QUÉ ES  LA DOBLE TRIBUTACIÓN EN IMPUESTOS DE INDUSTRIA Y COMERCIO
Acorde con las anteriores definiciones diríamos que se presenta la doble tributación, de forma intermunicipal y/o interdistrital, cuando concurren varias soberanías territoriales, que son independientes entre sí, exigiendo un mismo tributo, a un mismo contribuyente, por una misma actividad económica, realizada sólo en uno de los dos territorios soberanos. 

Desde el punto de vista de los contribuyentes diríamos que, se presenta la doble tributación, al tener que soportar el contribuyente, en un mismo hecho imponible, tributos exigidos por dos o más jurisdicciones territoriales, soberanos e independientes entre sí.

4.3 SE PRESENTA LA DOBLE TRIBUTACIÓN  EN ALGUNOS MUNICIPIOS Y/O DISTRITOS DE COLOMBIA?
De la lectura y estudio de los Estatutos Tributarios Municipales y Distritales seleccionados para este trabajo; así como de la evaluación de emplazamientos, requerimientos ordinarios y especiales; liquidaciones de revisión y/o de aforo; de  resoluciones y demás actos producidos por la Administración, hasta agotar la vía gubernativa; de las sentencia de los Tribunales Contencioso Administrativo y de las sentencias de las Altas Cortes; ellos nos darán luces para llegar a una respuesta que confirme o por el contrario niegue, que en algunos de los fiscos municipales y distritales, tienen implementado y en aplicación un procedimiento que lleva al cobro de doble impuesto, en materia de impuestos de industria y comercio, avisos y tableros.
4.4 CÓMO SE DA LA DOBLE TRIBUTACIÓN EN IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO
En cuanto a la doble tributación de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, en uno o más territorios municipales o distritales de Colombia, se presenta dicho fenómeno siempre que dos o más Entes Territoriales, estén gravando a un mismo e igual contribuyente; por una misma e igual actividad económica, desarrollada realmente en uno solo de esos territorios.  Esto desde el punto de vista de los Entes Territoriales.

Desde el punto de vista de los contribuyentes, se diría que un contribuyente estaría tributando doblemente, si paga el impuesto de industria y comercio, avisos y tableros en dos o más territorios municipales o distritales diferentes, por una misma actividad económica que desarrolla o desarrolló en uno solo de ellos.

Como ejemplo de esta hipótesis, se muestra al industrial que posee su fábrica o planta en el municipio o distrito donde elabora la producción.  Esta labor la realiza en dicho municipio o distrito y vende, todo o parte de esa producción, en un municipio diferente. 

Ejemplo de lo anterior podríamos citar el caso de un industrial, por cuya actividad productora debe pagar el correspondiente impuesto de industria y comercio en el municipio donde posee la planta o fábrica, liquidado ese impuesto sobre el valor total del ingreso por ventas.   

Ahora bien, si aquel o aquellos municipios o distritos, donde el sujeto pasivo comercializa y lleva o pone sus productos (Actividad comercial), lo emplazan o requieren para que declare y pague; y finalmente consiguen que esa persona declare y pague por el concepto de impuesto de industria y comercio, ahora ya sobre la actividad comercial, se estaría presentando la doble tributación en la declaración, liquidación y pago del impuesto de industria y comercio.
Otra forma de vislumbrarse claramente el pago doble del impuesto de industria y comercio, “doble tributación” se verá con mayor claridad cuando conozcamos lo que expresan los estatutos tributarios de la muestra, en relación con la obligación que tienen los sujetos responsables de practicar la retención del impuesto de industria y comercio “RETEICA” quienes dependiendo del municipio  y / o distrito, en donde tengan su domicilio o establecimiento de comercio, deben practicar la retención en la fuente según lo ordenado en tales estatutos.  Ocurre que en veces, por el sólo hecho de comprar, independientemente que el proveedor de los bienes o servicios sea sujeto pasivo del impuesto en ese municipio y/o distrito, deben proceder con lo mandado. 

A quien le practiquen retención por ICA
, en las condiciones anteriormente citadas, no le queda sino solicitar ante el fisco correspondiente devolución por el pago de lo no debido, situación que se le puede convertir en el comienzo de un litigio; o aceptar esa retención por ICA que se le convertirá en un gasto por impuesto de industria y comercio no procedente,  ya que estaría tributando doblemente, tanto en el municipio donde está registrado como sujeto pasivo de tales impuestos, como en el municipio donde sin ser sujeto pasivo, se le está practicando, de forma unilateral, una retención por ICA.
4.5 QUIENES SON CONTRIBUYENTES Y O RESPONSABLES DIRECTOS DE LOS TRIBUTOS
Conocido y comprendido el fenómeno de la doble tributación, es procedente ahora definir primeramente, en materia de tributación, quién es contribuyente, quien es responsable, quien el sujeto activo y quien es el sujeto pasivo de los impuestos.
El artículo segundo del Decreto Reglamentario 825 de 1978, ratificado por el artículo segundo del Decreto 624 de 1989 o Estatuto Tributario Nacional, estableció que “Son contribuyentes o responsables directos del pago del tributo, los sujetos respecto de quienes se realiza el hecho generador de la obligación tributaria sustancial”  se colige pues que son sujetos pasivo de los impuestos, todos los contribuyentes  y  o responsables de los mismos; ellos son las personas hacia quienes van dirigidas esas responsabilidades de tributar y o pagar los impuestos, los que de acuerdo con el artículo 95 de la Constitución Política de Colombia, son además responsables de coadyuvar con el financiamiento de los gastos e inversiones del Estado, siempre enmarcada esa responsabilidad dentro de los conceptos de justicia y equidad; estos contribuyentes y o responsables de sufragar y coadyuvar con las cargas del Estado, son las personas naturales, las personas jurídicas y las asimiladas a estas; las sociedades irregulares o de hecho y las sucesiones ilíquidas. 

Dentro de este grupo de personas se localizan también, las comunidades organizadas, las corporaciones y asociaciones con fines de lucro, o,  sin ánimo de lucro y las fundaciones de interés privado; las entidades y organizaciones de propiedad del mismo estado, las empresas de servicios, comerciales e industriales del estado, en sus niveles, nacional, departamental, municipal y  distrital.

Es contribuyente del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, toda aquella persona natural o jurídica sobre quien recae el hecho generador del impuesto, por el desarrollo de la actividad comercial, industrial o de servicios; y por la colocación y postura de avisos, letreros, vallas, y demás elementos u objetos visuales al público en vías de dominio público.  Son responsables todas aquellas personas; también naturales o jurídicas, sobre quienes recae y tienen la obligación de declarar y pagar los tributos; no siempre el contribuyente es el responsable directo del pago de los impuestos. 

Para el caso concreto relacionado con las retenciones de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, ICA, se puede presentar que:  el obligado y responsable de hacer la retención por ica, puede o no, ser sujeto pasivo de los mismos impuestos.  El contribuyente:  es quien ejerce la actividad industrial, comercial y de servicios y además es a quien se le practica la retención por ica.  El primero se presume, tiene su domicilio o establecimiento en la jurisdicción territorial municipal y/o distrital de que se trate; este el responsable de practicar la retención por ica, sobre todas las compras de bienes y/o de servicios que haya realizado; de presentar la declaración de retención de ICA y de pagar los valores retenidos ante los fiscos municipales y o  distritales. Por ejemplo:  Todas las entidades del Estado, en los niveles Nacional, Departamental y Municipal tienen la obligación de practicar las retenciones del ICA a todos los comerciantes que les proveen de mercancías y servicios; ellas en si mismas, no son contribuyentes de los impuestos de industria y comercio, pero están en la obligación de retener, presentar la declaración de retenciones de ICA y pagar lo retenido en el territorio municipal correspondiente, amén de expedir los certificados por los valores retenidos a cada contribuyente.
4.6 SUJETO ACTIVO Y SUJETO PASIVO DE LOS IMPUESTOS
El sujeto activo de los impuestos, es en todos los casos el Estado colombiano, representado por la Nación, los Departamentos, los Municipios y los Distritos, quienes acorde con el mandato constitucional; expresado en el artículo 338 de la Carta Magna de nuestro país; en tiempos de paz, sólo el Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales o Distritales, podrán fijar e imponer contribuciones fiscales y o parafiscales.

Son sujetos pasivos de los impuestos en general; y en particular de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros,  las personas naturales; las personas jurídicas y las asimiladas a estas; las sociedades irregulares o de hecho y las sucesiones ilíquidas; las entidades industriales y comerciales del estado en los niveles nacional, departamental, municipal y distrital, en el territorio municipal de que se trate, por el ejercicio, desarrollo y realización del hecho generador del citado impuesto, cual es la actividad industrial, comercial y o de servicios.
En general, son sujetos pasivos de los impuestos de industria y comercio, toda persona que realice cualquiera actividad lucrativa, registrada como mercantil tanto por el Código de Comercio, como por las leyes comerciales vigentes y además debe ser reconocida expresamente también por el Estatuto Tributario del municipio o distrito del territorio donde se ejecute y lleve a cabo dicha actividad.

Determinó el artículo segundo del Decreto Reglamentario 825 de 1978, ratificado por el artículo segundo del Decreto 624 de 1989 o Estatuto Tributario Nacional, que:  “Son contribuyentes o responsables directos del pago del tributo, los sujetos respecto de quienes se realiza el hecho generador de la obligación tributaria sustancial” ;  se colige pues que son sujetos pasivo de los impuestos, todos los contribuyentes  y  o responsables de los mismos; ellos son las personas hacia quienes van dirigidas esas responsabilidades de tributar; tributos que de acuerdo con el artículo 95 de la Constitución Política de Colombia, coadyuvarán para el financiamiento de los gastos e inversiones del Estado, lo cual debe ser siempre enmarcado dentro de los conceptos de justicia y equidad.

V.   ESTATUTOS TRIBUTARIOS TERRITORIALES

Conoceremos a continuación lo que determinan, en relación con los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros (sujeto activo, sujeto pasivo, hecho generador, concepto de la actividad impositiva, base de liquidación de los impuestos y retenciones de ICA), los Estatutos Tributarios de los municipios y distritos seleccionados en la muestra,  para este trabajo.
Antes de proceder a citar la normativa distrital y municipal en materia de los impuestos de industria y comercio y complementarios, es absolutamente importante y necesario citar, que el parágrafo primero del artículo 33 de la Ley 14 de 1983, otorgó la facultad a los consejos municipales y distritales para que con base en la ley y la Constitución Política de Colombia, produjeran las normas relativas a dichos impuestos, enmarcando  tales tributos dentro de la normativa superior.

5.1 DEFINICIÓN DE IMPUESTOS, TASAS Y CONTRIBUCIONES
En varios de los Estatutos Tributarios estudiados, se nos presentan los conceptos de impuesto, tasa y contribución; al respecto traemos lo que establece la jurisprudencia respecto de cada uno de esos términos:

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Expediente 1701-23-31-000-1998-0612-02 812232), octubre 5 de 2001, establece que:

“La Sala precisa respecto a los conceptos de impuesto y tasa que el ‘impuesto’ es un gravamen  que surge unilateral, obligatoria y coactivamente del solo hecho de la sujeción del contribuyente o responsable al poder de imposición del Estado, sin que  exista contraprestación o equivalencia individual ni directa a favor de los mismos. Mientras que la ‘tasa’  tiene como hecho generador la prestación concreta e individualizada de un servicio público en la cual existe una contraprestación, siendo su pago voluntario en la medida que sólo se hace exigible en el evento en que el particular haga uso del servicio público correspondiente”

La anterior definición nos lleva a interpretar que los impuestos son tributos de carácter unilateral que no constituyen remuneración por prestaciones determinadas; son de carácter general y obligatorio; carecen de destinación específica, la tarifa es definida por autoridad competente y de representación popular, los impuestos hacen parte del presupuesto; se someten a control fiscal, su cuantía es la necesaria para el cubrimiento de los gastos públicos y son administrados por el ejecutivo en sus niveles nacional, departamental y municipal o distrital.  
Las tasas son prestaciones pecuniarias que constituyen remuneraciones de los particulares por los servicios prestados por el Estado en desarrollo de su actividad, sus tarifas son fijadas por autoridades administrativas, ellas no necesariamente comprenden el valor total del servicio prestado, hacen parte del presupuesto, se someten a control fiscal, su cuantía es proporcional al costo del servicio y son administrados por el Estado.  
Las contribuciones parafiscales son gravámenes obligatorios que no tienen el carácter de remuneración de un servicio prestado por el Estado, no afectan a todos los ciudadanos sino únicamente a un grupo económico determinado, tienen una destinación específica en cuanto se utilizan para el beneficio del sector económico que soporta el gravamen, no se someten a las normas de ejecución presupuestal y son administrados por órganos que hacen parte de ese mismo renglón económico.  

Al respecto el Consejo de Estado, en sentencia 15498 de junio 12 de 2008, Expediente radicación 7301123310002004002921, citó la definición que de manera doctrinal presenta el Código Tributario para América Latina:

“De la definición de contribución del Código Tributario para América Latina(1), la doctrina extrae como elementos del tributo los siguientes:

a) Constituye un ingreso tributario.

b) Tiene como causa la percepción por el contribuyente de un beneficio genérico para un grupo de personas.

c) Su producto debe estar destinado a una obra pública o a la prestación de un servicio público.

De acuerdo con lo anterior, la contribución se paga proporcionalmente al beneficio obtenido y su producto está destinado a la financiación de las obras o actividades.

Los impuestos, por su parte, son generales, lo que significa que se cobran indiscriminadamente a quienes se encuentren dentro del hecho generador y no conllevan contraprestación, retribución o beneficio directo e inmediato.”

La misma Corporación en  Sentencia, C - 577 de 1995, dijo al respecto:

“El pago de la contribución otorga al contribuyente el derecho a percibir los beneficios provenientes del servicio, pero la tarifa del ingreso parafiscal no se fija como una  contraprestación equivalente al servicio que se presta o al beneficio que se otorga.  Los ingresos parafiscales tienen una especifica destinación y, por lo tanto, no entran a engrosar el monto global del presupuesto Nacional.”

5.2 HECHO GENERADOR DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO.

El legislador determinó que el hecho generador estaría constituido por los elementos, conceptos y definiciones de ingresos o rentas, que se estipulan en la ley;  ley  que no podrá  ser rebasada, por los acuerdos de los concejos municipales o distritales, ni por los decretos del ejecutivo municipal, por encima de la limitación superior establecida; no obstante lo determinado por la Constitución Política en sus artículo 313-4, 362 y 150-12, la garantía contenida en la primera de las normas citadas, no limita la competencia del legislador para modificar o derogar tributos de las entidades territoriales sobre los cuales habrá de recaer las tarifas o tasas porcentuales, con las cuales se liquidará la imposición tributaria. 

Lo anteriormente expuestos, significa ni más ni menos, que los municipios y distritos, a través de sus concejos y alcaldes, no posean total autonomía en cuanto al establecimiento y regulación de los tributos, no siendo admisible el argumento de la apelación sobre la nueva autonomía en ejercicio de la actividad impositiva, pues en todo caso esta debe ejercerse de conformidad con la ley.

Es en la definición del hecho generador, donde se presenta hoy en día la mayor polémica, puesto que valiéndose de lo definido por el legislador en la Ley 14 de 1983 en su artículo 32, que determinó que “El Impuesto de Industria y Comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.”  Resaltado fuera del texto original; 
Es que los concejos y la administración municipal, a través de los acuerdos o los Estatutos Tributarios de esos entes territoriales, han generado la confusión que lleva en casos a creer que efectivamente existe la doble tributación en materia de los impuestos de industria y comercio y su complementario de avisos y tableros.

Veamos por ejemplo que nos dicen los acuerdos  y  o los estatutos tributarios de los municipios de la muestra:
5.3 BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL
El artículo 40 del Estatuto Tributario ( Decreto 352 de 2002 ) determina que “El Distrito Capital de Bogotá es el sujeto activo del impuesto de industria y comercio que se cause en su jurisdicción, y en él radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro.”  A su vez establece en el artículo 41 del mismo Estatuto Tributario que “Es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio la persona natural o jurídica o la sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales o de servicios en la jurisdicción del Distrito Capital.”

El artículo 32 del Decreto 352 de 2002 o Estatuto Tributario del Distrito Capital, define al hecho generador del impuesto de industria y comercio diciendo que el mismo se halla constituido por el ejercicio o realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios, en la jurisdicción del Distrito Capital de Bogotá, ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos.

El artículo 33 de la misma norma establece que es actividad industrial, la producción, extracción, fabricación, manufactura, confección, preparación, reparación, ensamblaje de cualquier clase de materiales y bienes y en general cualquier proceso de transformación por elemental que dicho proceso sea.  El artículo 34 define la actividad comercial como aquella actividad destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y mercancías, tanto al por mayor como al menudeo y las demás actividades definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la ley como actividades industriales o de servicios; a su vez define en el artículo 35 que es actividad de servicios, toda tarea, labor o trabajo, ejecutado por persona natural o jurídica o por sociedad de hecho, sin que medie relación laboral con quien lo contrata, que genere una contraprestación en dinero o en especio y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor material o intelectual.

En cuanto a la percepción del ingreso, establece el artículo 37 de este Estatuto tributario que se entienden percibidos en el Distrito Capital, como ingresos originados en la actividad industrial, los generados en la venta de bienes producidos en el mismo, sin consideración a su lugar de destino o a la modalidad que se adopte para su comercialización. Es decir que todo bien producido en Bogotá D.C. sin consideración al lugar del destino en la venta, la sola venta del mismo genera la obligación tributaria y por ende el impuesto de industria y comercio a favor del Distrito Capital.

Dice también este mismo artículo 37 que se consideran percibidos en el Distrito Capital, los ingresos originados en actividades comerciales o de servicios, cuando tales ingresos no se realizan y prestan a través de un establecimiento de comercio registrado en otro municipio y que a su vez tributen en él.  Es claro entonces, que si los ingresos comerciales o de servicio se generan desde un establecimiento de comercio ubicado en Bogotá, incluso si se generan en otro municipio pero en aquél no se cumple con el deber de tributar, el Distrito Capital se hace acreedor de ese derecho y por ende obligará a aquel remiso a que declare y pague en el territorio del Distrito Capital.

En el artículo 57 del mismo estatuto, y como complementario del impuesto de industria y comercio, se determina que son hechos generadores del impuesto de avisos y tableros, la colocación de vallas, avisos y tableros y emblemas en la vía pública, en lugares públicos o privados visibles desde el espacio público y la colocación de avisos en cualquier clase de vehículos.

No obstante esta clara definición del impuesto de avisos y tableros; si no se tiene exhibidos, emblemas, ni avisos, ni vallas, ni pancartas, etc. o puestas en lugares públicos, ni privados; que sean visibles desde el espacio público; ni en vehículo alguno se fija, registra o exhibe publicidad visual alusiva a su empresa, procesos, productos y servicios que comercializa o satisface necesidades, etc. relacionados con el sujeto pasivo; no le obliga tener que declarar, liquidar ni pagar ese impuesto complementario del de industria y comercio denominado avisos y tableros. 

La costumbre es que la casi totalidad de sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio, en el Distrito Capital de Bogotá, liquidan y pagan como impuesto de avisos y tableros un quince por ciento (15%), del total del impuesto de industria y comercio, independientemente que tengan o no publicitados esos avisos como parte del hecho generador. 

Respecto de la retención en la fuente por los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, el artículo 127 comprendido hasta el 127-15 y artículos 128 y 129 del decreto 807 de 1993 determina que, obliga practicar retenciones en la fuente por impuestos de industria y comercio “reteica”  tanto para el sujeto de retención (sujeto pasivo de los impuestos), como para el agente retenedor y que la misma se causará en el momento en que se realice el pago o abono en cuenta; lo que primero ocurra.  Expresa además en el artículo 127-7 que operará la reteica siempre que en la operación económica se cause el impuestos de industria y comercio en la jurisdicción del Distrito Capital; es decir que si hay sujeto pasivo del impuesto, en la operación comercial efectuada, implica que sobre el pago o abono en cuenta que se le realice, debe aplicarse la retención en la fuente por ica.
5.4 MUNICIPIO DE MEDELLÍN
El Estatuto Tributario del Municipio de Medellín, acuerdo 057 de 2003 registra en su artículo 25. “El Municipio de Medellín es el Sujeto Activo del Impuesto de Industria y Comercio que se genere dentro de su jurisdicción, sobre el cual tendrá las potestades tributarias de administración, determinación, control, fiscalización, investigación, discusión, liquidación, cobro, recaudo, devolución e imposición de sanciones.”  y  en el artículo 26 del mismo estatuto, determina que “son  sujetos pasivos del Impuesto de Industria y Comercio  las personas naturales o jurídicas, sociedades de hecho, comunidades organizadas, sucesiones ilíquidas, los consorciados, los unidos temporalmente, patrimonios autónomos, establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales del orden Nacional, Departamental y Municipal, las sociedades de economía mixta de todo orden, las unidades administrativas con régimen especial y demás entidades estatales de cualquier naturaleza, el Departamento de Antioquia, la Nación y los demás sujetos pasivos, que realicen el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras en la jurisdicción del Municipio de Medellín.      Resaltado fuera del texto original.
El Estatuto Tributario del municipio de Medellín, acuerdo 057 de 2003, que registra toda la normatividad sustancial, establece en su artículo 23 como hecho imponible que  el impuesto de Industria y Comercio es un gravamen de carácter obligatorio, el cual recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras, que se ejerzan o realicen dentro de la jurisdicción del Municipio de Medellín, que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimiento de comercio o sin ellos.  A su vez en el artículo 24 expone que el hecho generador lo constituye y lo genera, la realización y/o desarrollo de actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras, en forma directa o indirecta en jurisdicción del Municipio de Medellín.  En el artículo 28 concluye  que se consideran actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, maquila, transformación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes por venta directa o por encargo, y en general cualquier proceso por elemental que este sea y las demás descritas como actividades industriales en el Código de Identificación Internacional Unificado (CIIU).  El artículo 29 del mismo Estatuto definió a la actividad comercial diciendo que, se entiende por actividad comercial la destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales en el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por el mismo código o por las leyes vigentes, como actividades industriales o de servicios, y las demás descritas como actividades comerciales en el Código de Identificación Internacional Unificado (CIIU).  A su vez en el artículo 30 dice que son actividades de servicios, toda tarea, labor o trabajo dedicado a satisfacer necesidades de la comunidad, ejecutado por persona natural o jurídica, por sociedad de hecho o cualquier otro sujeto pasivo, sin que medie relación laboral con quien lo contrata; que genere una contraprestación en dinero o en especie y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor material o intelectual, mediante la realización de una o varias de las siguientes actividades:  expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles amoblados, transportes y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles; servicio de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, servicio de portería y vigilancia, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, auto mobiliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, casas de cambio de moneda nacional o extranjera, salas de cines y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y vídeo, casas de empeño o compraventa, los servicios profesionales prestados a través de sociedades regulares o de hecho, servicios de salud y seguridad social integral, servicios públicos básicos, servicios públicos domiciliarios, telecomunicaciones, computación y las demás descritas como actividades de servicios en el Código de Identificación Internacional Unificado (CIIU) y demás actividades análogas.

El parágrafo único del artículo 32 de este acuerdo, habla sobre las bases gravables a utilizar para liquidar los impuestos de comercio y de servicios, determina que en aplicación de lo dispuesto en este artículo, y en los artículos 35 y 36 de este Estatuto, se tendrá presente que los contribuyentes que obtengan ingresos no operacionales en el respectivo período, se gravarán con la tarifa de la actividad principal.  Se entenderá por actividad principal, aquella que, entre las actividades gravadas,  genere el mayor valor de ingresos.

Siendo que los ingresos por recuperación de deducciones; corresponden es devolución de costos y gastos de ejercicios anteriores; los mismo que para los efectos del impuesto de renta y complementarios disminuyeron la utilidad liquida gravable sobre la cual se liquidó y pagó el impuesto a la renta. 

Este ingreso así obtenido y presentado es un ingreso contable más no ingreso efectivo y real, por lo cual no debe ser tenido en cuenta como base para declarar, liquidar ni pagar impuestos de industria y comercio.  Ejemplo que nos da mayor claridad es el siguiente: La empresa X obtuvo en el año 2006 ingresos netos por valor de $100 y registró costos y gastos por valor de $70.  Para los efectos del impuesto de industria y comercio, la empresa X debió tributar sobre los ingresos netos ($100), pero para los efectos del impuesto de renta tributó sobre la utilidad líquida ($70).

Si al año siguiente, año gravable 2007, la Empresa X obtiene unos ingresos por ventas de $200 y registra gastos por valor de $100 pero recupera unos gastos generados en el año 2006 de $50 (exceso de provisión por cartera, por ejemplo).  Para los fines de impuestos de renta, la empresa X debe tributar sobre la utilidad líquida; más, sobre la recuperación de deducciones; es decir debe tributar sobre $150.  Pero para los fines del impuesto de industria y comercio, debe tributar sólo, sobre los $200 que fueron los ingresos reales; no sobre los adicionales $50 que fue sólo un ingreso contable al recuperar costos y gastos que afectaron la utilidad líquida, para la materia del impuesto de renta.
Realmente esa recuperación de deducciones del año anterior, no es un ingreso comercial o mercantil, según lo establecido por las normas del Código de Comercio; como tal no tiene porqué estar sujeto o incluido como mayor valor de la base sobre la cual se realizará la liquidación de los impuestos por industria y comercio.
Estos ingresos por recuperación de deducciones no vienen siendo relacionados ni identificados como no gravables o excluidos en los Estatutos Tributarios Municipales y Distritales, para la liquidación y cobro del impuesto de industria y comercio.  
Nos debemos preguntar entonces, si lo antes expuesto implica que se debe tener en cuenta ese ingreso, que sólo es contable, como mayor valor de la base sobre la cual se ha de aplicar el impuesto de industria y comercio?  
Yo estimo que no, puesto que efectivamente no es un ingreso real.  Para fines de impuestos de renta y complementarios sí lo es, ya que en lo relacionado con los impuestos  de renta la base de liquidación y cobro de tales impuestos es la utilidad líquida; la misma que al depurarse mostraría ingresos totales brutos, menos los costos y gastos a ellos relacionados; de suerte pues que para el impuesto de industria y comercio no es realmente un ingreso; de allí que, no se debe tomar como mayor de la base gravable, para liquidar el impuesto de industria y comercio y avisos y tableros.

El artículo 48 de este acuerdo municipal establece que el hecho generador del impuesto de avisos y tableros lo constituye la colocación efectiva de los avisos y tableros; este impuesto de avisos y tableros, complementario del de industria y comercio, se generará para todos los establecimientos del contribuyente por la colocación efectiva de avisos en alguno de ellos. 

El hecho generador del anterior impuesto, también lo constituye la colocación efectiva de avisos y tableros en centros y pasajes comerciales, así como todo aquel que sea visible desde las vías de uso o dominio público y los instalados en los vehículos o cualquier otro medio de transporte.  Para la liquidación y pago del impuesto de avisos y tableros, la base gravable será el total del impuesto de Industria y comercio.

En el Decreto 011 de enero de 2004, Estatuto Tributario del municipio de Medellín, parte procedimental, se establece en el artículo 34 la operatividad del sistema de retención en la fuente por impuestos de industria y comercio y avisos y tableros.  Este artículo estipula que son agentes de retención del ica, los establecimientos públicos del orden nacional, departamental y municipal, que los son también las empresas industriales y comerciales del orden nacional, departamental y municipal; las sociedades de economía mixta de todo orden y las unidades administrativas con régimen especial; la Nación, el Departamento de Antioquia, el Municipio de Medellín y demás entidades estatales de cualquier naturaleza jurídica con jurisdicción en el municipio de Medellín. 

En el parágrafo único de este artículo se establece que también son agentes retenedores los contribuyentes con actividad de transporte, que presten su servicio bajo la modalidad de encargo para terceros, quienes deberán retener el seis (6) por mil del total de los pagos que efectúen a los propietarios de los vehículos, cualquiera que sea la cifra pagada.  

Por su parte, en el artículo 35 de misma norma procedimental se determina  que, se deberá hacer la retención a todos los sujetos pasivos del impuesto de Industria y Comercio y de Avisos; esto es, a los que realizan actividades comerciales, industriales, de servicios, financieras, y en general, las que reúnen los requisitos para ser gravadas con este impuesto que se encuentre en la jurisdicción del Municipio de Medellín, directa o indirectamente, sea persona natural o jurídica o sociedad de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, con establecimientos de comercio o sin ellos. 
También son sujetos de retención en la fuente de ICA, por el valor del impuesto de Industria y Comercio correspondiente:  los constructores al momento de obtener el paz y salvo para la venta del inmueble.  La base para la retención será el total de los pagos que efectúe el Agente Retenedor, siempre y cuando el concepto del pago corresponda a una actividad gravable con el impuesto de Industria y Comercio, sin incluir en la base gravable otros impuestos diferentes al de industria y comercio.   Se aplicará retención por ICA a las personas naturales o jurídicas que aunque no realicen actividad gravable en forma permanente en el Municipio de Medellín, lo hagan en forma ocasional mediante la ejecución de un contrato adjudicado por licitación pública o contratación directa para suministrar bienes o servicios a las entidades oficiales de cualquier orden.

En los casos en que exista contrato de mandato comercial, con o sin representación, donde el mandante sea uno de los agentes retenedores enunciados en este artículo, el mandatario tendrá la obligación de cumplir con todas las obligaciones formales establecidas para los agentes de retención.

No se efectuará retención por ICA, cuando se trate de adquisición de bienes o servicios por intermedio de cajas menores o fondos fijos, siempre que el valor de la transacción no supere el equivalente a tres (3) salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV.).
Se excluyen de la retención los contratos de prestación de servicios realizados por personas naturales en forma individual.

Lo resaltado adelante, en relación con lo estipulado por el artículo 35 del decreto 011 de 2004, se trae a colación para explicar la aparente contradicción existente con la norma sustancial, acuerdo 057 de 2003, el que en su artículo 48 claramente establece que el hecho generador del impuesto de avisos y tableros lo constituye la colocación efectiva de avisos.  Que se generará dicho impuesto en su totalidad, por el solo hecho de que se instale(n), ponga(n) o exhiba(n) tal(es)  aviso(s), en uno solo de los varios establecimientos de comercio que el sujeto pasivo tenga como de su propiedad; que el hecho generador también lo constituye la colocación efectiva de avisos y tableros en centros y pasajes comerciales, así como todo aquel que sea visible desde las vías de uso o dominio público y los instalados en los vehículos o cualquier otro medio de transporte. 

Como se aprecia, la norma sustancial determina que ese impuesto se causa siempre que se incurra en la puesta, exhibición o colocación de avisos en lugares públicos o privados, visibles desde lugares de dominio públicos; es decir si no se ponen ni exhibe avisos o publicidad alguna, no se es sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros.  No obstante esto, la norma procedimental determina que por el solo hecho de ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, ya se es sujeto pasivo también del impuesto de avisos y tableros, eso es lo que se desprende de la lectura y análisis del artículo 35 del decreto 011 de 2004 expedido por el Alcalde municipal de Medellín.
5.5 DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO  DE BARRANQUILLA
 (Acuerdo 022 de 2004), Expresa en su artículo 40 que el DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO de BARRANQUILLA es el sujeto activo de los Impuestos de Industria y Comercio,  que se cause en su jurisdicción y en él radican las potestades tributarias de administración, control, recaudo, fiscalización, liquidación, discusión, devolución y cobro; a su vez el artículo 41 del mismo estatuto dice que son sujetos pasivos del Impuesto de Industria y Comercio y, como tales, responsables del tributo, las personas naturales, jurídicas, sociedades de hecho, sucesiones ilíquidas, empresas unipersonales, patrimonios autónomos a través del fideicomitente o titular de los derechos fiduciarios, y demás entidades de derecho publico o privado, incluidas las entidades que conforman el sistema financiero y asegurador, que realicen el hecho generador del impuesto.

En su artículo 33 reporta qué constituye el hecho generador del impuesto de industria y comercio, en este distrito, y dice al respecto que el hecho generador del impuesto de industria y comercio lo constituye el ejercicio o realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de prestación de servicios, incluidas las actividades financieras, dentro de la jurisdicción del DISTRITO ESPECIAL INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos; allí mismo define que se consideran actividades industriales y explica que la constituya toda actividad relacionada con la  producción, extracción, fabricación, confección, preparación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes.  En el artículo 34 define las actividades comerciales como toda actividad destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y mercancías, tanto al por mayor como al por menor y las demás actividades definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la ley como actividades industriales o de servicios.  En el siguiente artículo de este acuerdo define y delimita las actividades de servicios expresando que es toda tarea, labor o trabajo ejecutado por persona natural o jurídica o por sociedad de hecho, sin que medie relación laboral con quien lo contrata, que genere una contraprestación en dinero o en especie y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor intelectual o material.

Respecto de la percepción del ingreso, el artículo 36 define reglas especiales sobre la territorialidad del impuesto de industria y comercio así: “Artículo 36. Reglas especiales sobre la territorialidad del impuesto para industriales.  Para el pago del impuesto de industria y comercio sobre actividades industriales, el gravamen sobre la actividad industrial se pagará en el municipio donde se encuentre ubicada la fábrica o planta industrial, teniendo como base los ingresos provenientes de la comercialización de la producción.  Si el industrial ejerce simultáneamente la actividad de comercio en el Distrito de Barranquilla, sobre los bienes por él producidos y vendidos al detal en esta jurisdicción, tributará solamente una vez sobre dichos ingresos, como actividad comercial.”
Para dar mayor claridad y reafirmar lo resaltado, en el artículo 38 de dicho acuerdo, amplía el espectro de lo que se entiende por actividades desarrolladas en el territorio del Distrito de Barranquilla confirmando que: “Entiéndase por actividades realizadas en esta jurisdicción, las operaciones económicas de enajenación de bienes y prestación de servicios que se verifiquen en esta jurisdicción, a cualquier título, con o sin establecimiento de comercio, con o sin inventario en la ciudad, por intermedio de oficina, agencia, sucursal, principal, subsidiaria o cualquier otra figura comercial establecida en el código de comercio, o a través de agentes vendedores o viajeros, independientemente de su vinculación o utilizando sistemas informáticos, medios magnéticos, electrónicos, telemáticos, televentas o cualquier valor agregado de tecnología.”
Es dable concluir entonces, que por el solo hecho vender dentro del territorio del Distrito Industrial Turístico y Portuario de Barranquilla, se ocasiona la actividad comercial  y/o la actividad de servicio; independientemente que se tenga o no establecimiento de comercio; que se genera la responsabilidad de ser sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio, por ende se tiene la obligación de declarar y pagar los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros.

En el artículo 43 del acuerdo en cita, se ilustra acerca de lo que constituye la base gravable y expresa que la misma está constituida por la totalidad de los ingresos brutos ordinarios y extraordinarios, obtenidos en el respectivo periodo gravable, en el ejercicio de actividades gravadas, detrayendo al momento de declarar, los correspondientes a actividades exentas, excluidas o no sujetas, y manifiesta que lo serán la venta de activos fijos, subsidios, exportaciones, así como las devoluciones, rebajas y descuentos en ventas, de conformidad con lo establecido en el presente Estatuto Tributario y en las normas reguladoras de este tributo.  Dice además que los rendimientos financieros obtenidos ejerciendo la actividad comercial o de servicios, forman parte de la base gravable y se les aplicará la tarifa correspondiente a la actividad de la que se deriven.

Como actividades excluidas del impuesto de industria y comercio, determina en el artículo 54 de la misma obra que lo son:  La producción agrícola primaria, ganadera y avícola siempre y cuando sea realizada en predios rurales, sin que se entiendan dentro de ésta la fabricación de productos alimenticios o de toda industria donde haya un proceso de transformación por elemental que éste sea, el tránsito de mercancías, los ingresos provenientes de exportaciones, los ingresos generados por la explotación de canteras y demás actividades de extracción de minerales en el cual las regalías o participaciones percibidas sean iguales o superiores al impuesto.  Como actividades no sujetas al impuesto de industria y comercio, relaciona en el mismo artículo, que lo son todas aquellas actividades realizadas por no contribuyentes del impuesto de industria y comercio y cita entre otros los establecimientos de educación pública, debidamente reconocidos; las entidades sin ánimo de lucro dedicadas a obras de beneficencia, las asociaciones gremiales y sindicales, los partidos políticos reconocidos por el Consejo Nacional Electoral, los hospitales del sector público, cuando su patrimonio sea propiedad de un ente territorial, la persona jurídica originada en la constitución de la propiedad horizontal en relación con las actividades propias de su objeto social, los juegos de suerte y azar en los términos establecidos en el artículo 49 de la Ley 643 de 2001.

Los anteriores no contribuyentes, serán gravados con el Impuesto de Industria y comercio, cuando realicen actividades industriales, comerciales, financieras o de servicios, distintas a la de su propia naturaleza, respecto de los ingresos provenientes de tales actividades gravadas.

Se observa que no se depura, ni se excluye en ningún momento los ingresos extraordinarios denominados, “recuperación de deducciones” que son otros ingresos sólo para fines contables y para todos los efectos del impuesto de renta y complementario, pero no lo serían para ningún otro impuesto, pues este “ingreso” primeramente no está expresamente identificado por  Código de Comercio como actividad mercantil y además, en la realidad industrial, comercial o de servicio, no corresponde a un ingreso, sino a un menor costo o gasto de años y periodos contables ya fenecidos.

En relación con los impuestos complementarios de avisos y tableros, el artículo 58 del susodicho acuerdo distrital, establece que el impuesto de avisos y tableros, autorizado por la Ley 97 de 1913 y la Ley 84 de 1915 se liquidará y cobrará a todas las actividades industriales comerciales y de prestación de servicios, como complemento del impuesto de industria y comercio; es decir, por el hecho de ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio.  Esta sola responsabilidad, ya le convierte también, en sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros, no obstante que en el artículo 59 de este mismo acuerdo se establezca que el hecho generador lo constituye la colocación visible al público de avisos y o tableros.

El sistema de retenciones en la fuente por impuestos de industria y comercio, avisos y tableros inicia con el artículo 387 y va hasta el artículo 416 de este mismo Estatuto.  El artículo 387 explica como se rige; el artículo 388 quienes son agentes de retención, determinando que son dos tipos de agentes de retención: unos permanentes y otros ocasionales; los dos artículos siguientes establecen tanto los permanentes como los ocasionales: El artículo 389 dice que son permanentes: 

1. Entidades de derecho público: La Nación, el Departamento del Atlántico, el Distrito Especial de Barranquilla, los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y directas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria cualquiera que sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles y en general los organismos o dependencias del Estado a los que la ley otorgue capacidad para celebrar contratos.

2. Quienes se encuentren catalogados como grandes contribuyentes por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 

 3. Los que mediante resolución del Jefe del Departamento de Impuestos Distritales se designen como agentes de retención en el impuesto de industria y comercio.

 4. Los intermediarios o terceros que intervengan en las siguientes operaciones económicas en las que se generen ingresos en actividades gravadas para el beneficiario del pago o abono en cuenta:

a) Cuando las empresas de transporte terrestre, de carga o pasajeros, realicen pagos o abonos en cuenta a sus afiliados o vinculados, que se generen en actividades gravadas con el impuesto de industria y comercio, producto de la prestación de servicios de transporte que no hayan sido objeto de retención por el cliente del servicio, efectuarán la retención del impuesto de industria y comercio sin importar la calidad del contribuyente beneficiario del pago o abono en cuenta.     

b) En los contratos de mandato, incluida la administración delegada, el mandatario practicará al momento del pago o abono en cuenta todas las retenciones del impuesto de industria y comercio, teniendo en cuenta para el efecto la calidad del mandante. Así mismo, cumplirá todas las obligaciones inherentes al agente retenedor.

El mandante declarará según la información que le suministre el mandatario, el cual deberá identificar en su contabilidad los ingresos recibidos para el mandante y los pagos y retenciones efectuadas por cuenta de éste. El mandante practicará la retención en la fuente sobre el valor de los pagos o abonos en cuenta efectuados a favor del mandatario por concepto de honorarios.

5. Las entidades emisoras de tarjetas de crédito y/o de tarjetas débito, sus asociaciones, y las entidades adquirentes o pagadoras, cuando realicen pagos o abonos en cuenta a las personas naturales, jurídicas y sociedades de hecho afiliadas.

Por su parte el artículo 390 define quiénes son agentes de retención del impuesto de industria y comercio ocasionales y dice que  son: 

1. Los responsables del régimen común, cuando adquieran bienes corporales muebles o servicios gravados de personas que pertenezcan al régimen simplificado.

2. Quienes contraten con personas o entidades sin residencia o domicilio en el país, la prestación de servicios gravados en el territorio nacional, con relación a los mismos.

3. Los contribuyentes del régimen común cuando  adquieran bienes de distribuidores no detallistas o servicios, de personas que no estén inscritas en el régimen común.

El artículo 394 de esta norma, establece el momento en que se debe causar la retención en la fuente por los impuestos de industria y comercio, diciendo que se causará en el momento del pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero y siempre y cuando, en la operación económica se cause el impuesto de industria y comercio en la jurisdicción del Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla.
5.6 MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI
El Estatuto Tributario del Municipio de Cali se halla condensado en varios acuerdos y decretos entre los que se traen a colación los artículos de las normas que tratan el tema de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, así:

Los sujetos activo y pasivo de estos impuestos se encuentran descritos en los artículos 1 del acuerdo 035 de 1985; artículo 1 del acuerdo 016 de 1996; artículo 36 del decreto 523 de 1999 y artículo 2 del decreto 833 de 1997.  El sujeto activo que lo es el municipio de Cali, y los sujetos pasivos que lo son las personas naturales, las personas jurídicas y las sociedades irregulares o de hecho, no distan en nada de lo que nos han presentado en esta misma materia los demás Estatutos Tributarios de los entes municipales y distritales que hemos presentado en la muestra.

El Acuerdo 035 de 1985 y el Estatuto Tributario del Municipio de Santiago de Cali que se encuentra consignado en el decreto 523 de 1999 establecen que: 

El Impuesto de Industria y Comercio y su Complementario de Avisos y Tableros recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que se ejerzan o realicen directa o indirectamente, en el Municipio de Santiago de Cali, por personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, ya sean que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos. 

Define a que corresponde cada una de las actividades industriales, comerciales y de servicios citando y estableciendo que: la actividad industrial esta compuesta por  todas aquellas que se dediquen a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, manufacturación y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes; por su parte nos dice que son actividades comerciales son las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por el Código del Comercio; siempre y cuando no estén consideradas por el mismo código o la ley, como actividades industriales o de servicios; finalmente nos dice que las actividades de servicio, son todas aquellas que están dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: el expendio de comidas y bebidas, servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, casas o apartamentos amoblados para rentar, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compra-venta y administración de inmuebles; servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contenga audio y video y los servicios de consultaría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.

Nos reporta que no son gravables con el impuesto de industria y comercio y su complementario de avisos y tableros: la producción primaria, agrícola, ganadera y avícola, sin que se incluyan la fabricación de productos alimenticios o toda industria donde haya un proceso de transformación por elemental que éste sea; la producción nacional de artículos destinados a la exportación; la explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de industria y comercio; las actividad educativa, las entidades de beneficencia, las culturales y deportivas, los sindicatos, las asociaciones de profesionales y gremiales sin animo de lucro, los partidos políticos y los servicios prestados por los hospitales adscritos o vinculados al Sistema Nacional de salud; la primera etapa de transformación realizada en predios rurales, cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con excepción de toda industria donde haya una transformación por elemental que ésta sea; el ejercicio de las profesiones liberales y artesanales no estará sujeto a este impuesto, siempre y cuando no involucren almacenes, talleres, oficinas de negocios comerciales o sociedades regulares o de hecho; el tránsito de artículos de cualquier género por el municipio de Santiago de Cali con destino a un lugar diferente de éste.

Determina que cuando una empresa industrial tenga su planta de producción o fabricación ubicada en Cali y venda su producción para Cali y o en cualquiera otros territorios, se aplicará la tarifa industrial correspondiente, sobre el promedio mensual de ingresos brutos totales.  Se tendrá en cuenta para ello, el valor total anual de ingresos propios de la actividad, de acuerdo con su objeto social y los ingresos generados en el giro ordinario de sus negocios, sin importar el lugar donde se haga la venta, ni a quien se haga la venta, ni quien haga la venta, o a donde se destine la venta.

Determina que cuando una empresa comercial o de servicios ubicada en Cali, obtenga ingresos en Cali y otros territorios diferentes del Municipio de Santiago de Cali, se aplicara la tarifa correspondiente sobre el promedio mensual de los ingresos brutos.

Los ingresos obtenidos en otros territorios diferentes del Municipio de Cali, se deducirán y se deberá acreditar haber pagado los impuestos municipales de industria y comercio fuera de Cali, cada vez que sea requerido para esa comprobación.

El artículo 35 del acuerdo 035 de 1985.  Establece el procedimiento para la liquidación de los impuestos de avisos y tableros, manifestando que dicho impuesto, se liquidará y cobrará en el Municipio de Santiago de Cali a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios como complemento del impuesto de industria y comercio, con una tarifa del 15% sobre el valor de valor declarado y liquidado como impuesto de industria y comercio. 

Es decir, se colige que el hecho generador del impuesto de avisos y tableros lo constituye el hecho de ser sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio en el territorio del municipio de Santiago de Cali. 

Se establece el  sistema de retención en la fuente por impuestos de industria y comercio, en el Municipio de Santiago de Cali, mediante el acuerdo 016 de1996, artículos 1 á 19 y se reglamenta tal retención por ICA a través del  decreto 833 de 1997  artículos 1 a 11.  Se establece la obligación de efectuar retención por impuestos de industria y comercio, sobre las compras de bienes y servicios gravados, en el territorio del municipio de Cali; para esclarecer ese sistema de retención determina que las personas jurídicas con domicilio en el municipio de Cali y las entidades públicas están obligadas a efectuar retención en la fuente a título del impuesto de industria y comercio, sobre todos los pagos o abonos en cuenta que constituya para quien los percibe, ingresos, por el desarrollo de actividades industriales, comerciales y de servicios, que se encuentren sometidos al impuesto de industria y comercio en el Municipio de Santiago de Cali.

Dice que se entienden como entidades públicas, la Nación, el departamento del Valle del Cauca, el municipio de Cali, los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del estado, las sociedades de economía mixta, en las cuales el estado tenga una participación superior al 50%, así como las entidades descentralizadas indirectas y directas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera que sea la denominación que ellas adopten, en todos los ordenes territoriales y niveles en general, todos los organismos del estado a los cuales la ley les otorgue la capacidad de celebrar contratos, sea que los hagan directamente o por interpuesta persona.

La Base sobre la cual se aplicará la retención por impuestos de industria y comercio será el valor total del pago o abono en cuenta, lo que primero ocurra, y se deberá excluir el valor liquidado por impuesto de ventas en la operación comercial.

El parágrafo único del artículo 3 del Acuerdo 016 de 1996 manda que la retención del impuesto de industria y comercio, también es aplicable cuando se trate de actividades gravadas prestadas dentro de la jurisdicción del municipio de Cali por personas o entidades no domiciliadas o residenciadas en Cali.

Significa lo anterior que si quien vende o presta servicios dentro de la jurisdicción territorial del Municipio de Cali, no es sujeto pasivo en dicho municipio, de todas formas le practicarán retención en la fuente por Ica y luego le tocará solicitar le reintegren lo retenido, a través de la figura de la devolución de impuestos por saldos a favor, o registrar contablemente como gasto de ventas, esa retención por ica; caso en el cual, tanto para fines contables, como para efectos impositivos en el impuesto de renta, tal retención por impuestos de industria y comercio, lo deberá manejar y registrar como gastos de ventas.

5.7 CARTAGENA DE INDIAS, DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL 
El Estatuto Tributario de Cartagena D. T y C (Acuerdo 041 de 2006), establece en su artículo 36 que Cartagena D. T y C. es el sujeto activo de todos los impuestos que se causen en su jurisdicción y en él radican las potestades tributarias de administración, gestión, control, fiscalización, investigación, liquidación, discusión, recaudo, devolución, compensación, cobro e imposición de sanciones de los mismos y en general de administración de las rentas que por disposición legal le pertenecen y en el artículo 37 determina que es sujeto pasivo de los impuestos Distritales, la persona natural o jurídica, sociedad de hecho, la sucesión ilíquida o las demás señaladas específicamente en este estatuto, sobre quien recaiga la obligación formal y material de declarar y pagar dicho impuesto, sea en calidad de contribuyente o responsable.

El mismo estatuto tributario, en materia de impuestos de industria y comercio establece en el artículo 96 que Cartagena D.T y C. es el sujeto activo del impuesto de industria y comercio que se cause en su jurisdicción, y en él radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro;  a renglón seguido estipula en el artículo 97 que es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio la persona natural o jurídica, o la sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria.

También son contribuyentes del impuesto de industria y comercio, por ende sujetos pasivos de tales impuestos, las sociedades de economía mixta y las empresas industriales y comerciales del Estado del orden Nacional, Departamental, municipal y Distrital.
En su artículo 87 define como hecho generador del impuesto de industria y comercio al ejercicio o realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios en la jurisdicción de Cartagena D. T y C., ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos. A su vez en el artículo 88 dice que la actividad industrial será la relacionada con la producción, extracción, fabricación, manufactura, confección, preparación, reparación, ensamblaje de cualquier clase de materiales y bienes y en general cualquier proceso de transformación por elemental que éste sea.   En el artículo 89 del mismo acuerdo, establece que la actividad comercial es  la destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y/o mercancías, tanto al por mayor como al menudeo y las demás actividades definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la ley o el mismo código, como actividad industrial o de servicios.   De igual manera en el artículo 90 del referido acuerdo, determina que serán actividades de servicio, toda tarea, labor o trabajo ejecutado por persona natural o jurídica, o por sociedad de hecho, sin que medie relación laboral con quien lo contrata; que genere una contraprestación en dinero o en especie y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor material o intelectual.

Respecto a la percepción del ingreso, establece el artículo 93 del acuerdo en estudio, que son percibidos en Cartagena D. T y C. como ingresos originados en la actividad industrial, los generados en la venta de bienes producidos en el mismo Distrito, sin consideración a su lugar de destino o a la modalidad que se adopte para su comercialización; que se considerarán percibidos en Cartagena D. T y C. los ingresos originados en actividades comerciales o de servicios, cuando no se realizan o prestan a través de un establecimiento de comercio registrado en otro municipio y que tributen en él. 

Se interpreta de la lectura de la percepción del ingreso, que toda venta o prestación de servicios que se dé en este Distrito, y que no medie establecimiento de comercio establecido en el territorio de Cartagena D. T y C,  no será sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en este territorio, no obstante la definición del hecho generador establecido en el artículo 87, donde se deduce que contradice lo anterior pues allí determina que el hecho generador del impuesto de industria y comercio esta dada por la realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios en la jurisdicción de Cartagena D. T y C.,  “ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos”

En cuanto a la base gravable establece el artículo 98 de esta norma que lo serán los ingresos brutos del contribuyente obtenidos durante el período gravable; tanto ingresos ordinarios como extraordinarios expresados en moneda nacional y que de tal  base gravable sólo se podrá restar los ingresos correspondientes a actividades exentas (todas aquellas que tienen relación directa con exportaciones y o venta a compañías de comercialización internacional las que efectiva y realmente tienen que exportar tales bienes) y actividades no sujetas, como las devoluciones, rebajas y descuentos; la venta de activos fijos y los ingresos obtenidos en otra jurisdicción municipal, diferente al territorio de Cartagena D. T y C.  

En relación con el impuesto de avisos y tableros, el artículo 111 del mismo acuerdo, reza que “El impuesto de avisos y tableros deberá ser liquidado y pagado por todas las actividades industriales, comerciales y de servicios, como complemento del impuesto de industria y comercio, a la tarifa del 15% sobre el valor de dicho impuesto. Para liquidar el impuesto complementario se multiplicará el impuesto de industria y comercio por el 15%. (Ley 14 de 1983).

PARAGRAFO.- Cuándo no exista el hecho generador, el contribuyente no esta obligado a declarar ni pagar el impuesto complementario de avisos y tableros, o cuando su base gravable sea igual a cero, es decir no tenga impuesto de Industria y comercio a cargo”  

Se refiere al hecho generador del impuesto de industria y comercio, pues el acuerdo 041 de 2006 de Cartagena D. T y C.  no define de forma expresa cual es el hecho generador del impuesto de avisos y tableros, por ende se debe asumir que el hecho generador es el establecido en el artículo 111 de dicho acuerdo o sea el valor liquidado como impuesto de industria y comercio, según la actividad desarrollada.

El sistema de retención en la fuente sobre los impuestos de industria y comercio, inicia en el artículo 119 del citado acuerdo diciendo que “Los agentes retenedores están obligados a efectuar Retención en la Fuente a título del Impuesto de Industria y Comercio, sobre todos los pagos o abonos en cuenta que constituyan para quien los percibe, ingresos por actividades industriales, comerciales y de servicios, sometidos al impuesto de industria y comercio en el Distrito de Cartagena, expresa además que la Retención en la Fuente debe efectuarse en el momento del pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero.  

El artículo 121 dice que son agentes de retención en la fuente sobre los impuestos de industria y comercio todas las personas jurídicas individuales y colectivas y sus asimiladas;  las entidades públicas que realicen pagos o abonos en cuenta en el Distrito o por operaciones realizadas en el mismo, bien sea que tengan domicilio, sucursal, agencia, establecimiento o representante que efectúe el pago y en general todo aquél que ante los impuestos de renta nacional, sean agentes de retención del impuesto.
5.8 MUNICIPIO DE PEREIRA
Acuerdo diecisiete (17) de 2002, por medio del cual se adicionó el Código de Rentas Municipales de Pereira, Decreto 301 de 1996, establece que para el municipio de Pereira, el sujeto activo será el ente Municipal  como acreedor de todos los tributos que se regulan en éste estatuto;  en tal virtud, tiene la potestad de establecer, recaudar, sancionar y en general, regular y administrar las rentas que le pertenecen.  Por su parte determinó que el sujeto pasivo es la persona natural y/o jurídica, la sociedad de hecho la sucesión ilíquida o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto o la contribución bien, sea en calidad de contribuyente responsable o perceptor. 

Aclaró también que son contribuyentes las personas respecto de las cuales se realiza el hecho generador de la obligación tributaria, igualmente son responsables o perceptores, las personas que sin tener el carácter de contribuyentes, por disposición expresa de la ley, deben cumplir las obligaciones atribuidas a éstos.

El Estatuto Tributario del Municipio de Pereira determina que el impuesto de industria y comercio recaerá, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que se ejerzan o realicen en la jurisdicción del territorio municipal, bien sea de forma directa o indirecta, que tales actividades sean realizadas por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, bien sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos; define también este estatuto las actividades económicas y dice que son  industriales, todas las actividades dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, reparación, manufactura, ensamble, de cualquier clase de bienes materiales y en general todo proceso de transformación por elemental que éste sea.  Define que son actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor y las demás definidas como tales por el código de comercio, siempre y cuando, no estén consideradas por el mismo código de comercio, por la ley o por este acuerdo, como actividad industrial o de servicios.  Finalmente expresa que son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer las necesidades de la comunidad, mediante la realización de una o varias de las actividades o análogas a estas, a saber: el expendio de bebidas y comidas, servicio de restaurante, cafés, hoteles, casa de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles, servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, servicio de portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine, arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y video, negocio de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.

Establece que el impuesto de avisos y tableros lo constituye, como hecho generador, el ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y su tarifa corresponderá a un quince por ciento (15%) del valor liquidado como impuesto de industria y comercio.  

No se requiere poner, exhibir, fijar avisos, vayas, y demás elementos visuales al público; estos elementos se cobrarán como impuesto adicional de vayas publicitarias y su cobro dependerá de los tamaños de esos avisos publicitarios; en todo caso por concepto de avisos y tableros, todo contribuyente declarante del impuesto de industria y comercio, en el Municipio de Pereira, deberá liquidar como complementario un quince por ciento por el concepto de avisos y tableros los que se deberán declarar y pagar dentro de la misma declaración de los impuestos de industria y comercio.

El sistema de retenciones en la fuente fue actualizado mediante la expedición del acuerdo 68 de 2006 el cual definió en su artículo único que los agentes retenedores están obligados a efectuar retención a titulo del impuesto de industria y comercio, sobre todos los pagos o abonos en cuenta que efectúen y que constituyan para quien los percibe, ingresos; bien por actividades industriales, bien por actividades comerciales, bien por actividades de servicios, o bien por la mezcla de actividades y operaciones económicas sometidos al Impuesto de Industria y Comercio en el Municipio de Pereira. 

La base sobre la cual se efectúa la retención será el valor total del pago o abono en cuenta, excluido el IVA facturado.  La retención a titulo del impuesto de industria y comercio deberá efectuarse en el momento del pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero.  Determinó también que son agentes de retención a titulo del Impuesto de industria y comercio:

a) Todas las entidades públicas que realicen pagos o abonos en cuenta en el municipio de Pereira o por operaciones realizadas en el territorio y jurisdicción municipal, bien sea que tengan domicilio, sucursal, agencia, establecimiento o representante que efectúe el pago. Para efectos de la obligación se entienden como entidades publicas: la Nación, los Ministerios, Superintendencias, Unidades Administrativas Especiales, las Contralorías, Procuradurías, Personerías, Fiscalías, Defensorías, los Departamentos, Municipios, los Establecimientos Públicos, las Empresas Industriales y Comerciales del Estado de todos los niveles territoriales, las Sociedades de Economía Mixta en las cuales el Estado tenga una participación superior al 50%, así como las entidades descentralizadas indirectas y directas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera que sea la denominación que ellas adopten, en todos los ordenes territoriales y niveles y en general todos los organismos del Estado a los cuales la Ley les otorgue la capacidad de celebrar contratos, sea que los hagan directamente o por interpuesta persona.

b) Todas las personas jurídicas y sus asimiladas que realicen pagos o abonos en cuenta en el Municipio de Pereira o por operaciones realizadas en el mismo, bien sea que tengan domicilio, sucursal, agencia, establecimiento o representante que efectúe el pago.

c) Las personas jurídicas que tengan la calidad de no sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio.

d) Las personas naturales que tengan la calidad de comerciantes y que sean agentes de retención en la fuente para la DIAN.

e) Las sociedades fiduciarias por los pagos o abonos que efectúen en desarrollo de los contratos y encargos fiduciarios que constituyan para sus beneficiarios ingresos gravados con el impuesto de industria y comercio y los agentes intermediarios.

f) Los consorcios y uniones temporales cuando realicen pagos o abonos en cuenta en el Municipio de Pereira.

g) Agentes Intermediarios: son agentes intermediarios para efectos de la obligación de retener, las agencias de publicidad, las agencias de viajes, las administradoras y corredoras de bienes inmuebles, las corredoras de seguros, las sociedades de intermediación aduanera, los concesionarios de vehículos, los administradores delegados en las obras de construcción, los mandatarios deberán efectuar retención del impuesto de industria y comercio, en las operaciones en las cuales actúan en nombre propio o representación de terceros. En tal caso deben identificar en la contabilidad y con los soportes respectivos los beneficiarios de los ingresos sobre los cuales realicen las retenciones. Las responsabilidades como agente retenedor son del intermediario, salvo cuando dicho intermediario sea persona natural, en cuyo caso será la persona jurídica que efectúa el pago o abono quien efectuará la retención.

h) Empresas de Transporte de Carga y Pasajeros Están obligadas a efectuar retención sobre los ingresos de los propietarios de los vehículos, naves o aeronaves siempre que estén sometidos al impuesto de industria y comercio en el municipio de Pereira las empresas de transporte de carga y de pasajeros con domicilio, sucursal, agencia o establecimiento en Pereira. 

Estableció también que no estarán sujetos a retención a titulo del impuesto de industria y comercio:

a) Los pagos o abonos que se efectúen a entidades no sujetas al impuesto o exentas del mismo, conforme a los Acuerdos Municipales, para lo cual se deberá acreditar tal calidad ante el agente retenedor.

b) Cuando la operación no este gravada o no se presuma gravada con el impuesto de industria y comercio, conforme con la ley o el presente Estatuto.

c) Cuando la actividad no se realice o se presuma no realizada en el Municipio de Pereira conforme al presente Estatuto.

d) Cuando quien realice el pago o abono no sea agente de retención.

5.9 MUNICIPIO DE TOCANCIPÁ CUNDINAMARCA
Su Estatuto Tributario, Decreto 080 de 2007, establece en su artículo 10 que el Municipio de Tocancipá es el Ente Administrativo a cuyo favor se establecen las diferentes rentas Municipales de que trata el presente Acuerdo y por ende, en su cabeza radican las potestades de liquidación, cobro, investigación, recaudo y administración. 
Más adelante en el artículo 17 define al sujeto activo y a renglón seguido especifica también quien es el sujeto pasivo precisando que lo es la persona natural o jurídica, la sociedad de hecho, la sucesión ilíquida o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto, la tasa, la contribución, bien sea en calidad de contribuyente responsable o perceptor. 

Dice que son contribuyentes, las personas respecto de las cuales se realiza el hecho generador de la obligación tributaria; que son perceptores o responsables, las personas que sin tener el carácter de contribuyente, por disposición expresa de la ley, deben cumplir las obligaciones atribuidas a estos.

En el artículo 48 del citado decreto o Estatuto Tributario Municipal, se expone que el impuesto de industria y comercio es un gravamen de carácter general y obligatorio, cuyo hecho generador lo constituye la realización de actividades industriales, comerciales y de servicios, directa o indirectamente; por personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados con establecimientos de comercio o sin ellos. 

Que el referido impuesto de industria y comercio, comienza a causarse desde la fecha de iniciación de las operaciones mercantiles, producto de la realización de actividades industriales, comerciales o de servicios.

En el artículo 50 de esta misma norma, se definen, las actividades industriales, las actividades comerciales y las actividades de servicios.  Manifiesta que son actividades industriales, todas aquellas dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, reparación, manufactura, ensamblaje, de cualquier clase de materiales o bienes y en general todo proceso de transformación por elemental que éste sea.  Que las actividades comerciales son, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al detal, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código como actividades industriales o de servicio.  Y que se entiende por actividades de servicio, las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: el expendio de comidas y bebidas, el servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados y residencias. transporte de bienes y personas, los  aparcaderos; todas las formas de intermediación comercial, la administración de inmuebles, los servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, los clubes sociales y todos los sitios de recreación, salas de belleza y relajación, peluquerías, funerarias, lavado, aseo, teñido y limpieza, salas de cine, arrendamiento de películas y videos, reproducciones de audio y video, los servicios públicos domiciliarios, los servicios de televisión por suscripción, la telefonía celular en todas sus formas, prenderías, servicios de consultoría prestados a través de sociedades regulares y o irregulares o de hecho.  Expresa además esta norma que la actividad de servicios se considerará realizada en el territorio de la jurisdicción del Municipio de Tocancipá, cuando la misma inicie o culmine dentro del territorio de dicho municipio. 

En artículo 51 se informa acerca de cómo se debe liquidar este impuesto de industria y comercio, por parte de todos los obligados o sujetos pasivos del impuesto; dice que la base es el total de los ingresos brutos obtenidos en el período inmediatamente anterior y refiere que los ingresos brutos del contribuyente son lo facturado por ventas, por comisiones; los intereses recibidos, los honorarios, los ingresos por servicios prestados y todo ingreso originado o conexo con la actividad gravada; explica que si se realizan una o más actividades exentas o no sujetas, el valor de las mismas se descontarán del total de los ingresos brutos relacionados en la declaración. 

Para tal efecto deberá demostrarse en la declaración, el carácter de ingresos exentos o amparados por prohibición.

En el artículo 52 de la citada norma se determina que cuando la sede  fabril se encuentre ubicada dentro del territorio del Municipio de Tocancipá, la base gravable para liquidar el impuesto de industria y comercio, sobre la actividad industrial, estará constituida por el total de ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.  Se entenderá que la actividad es industrial, cuando el fabricante vende directamente desde la fábrica, los productos al consumidor final; manifiesta que en los casos en que el fabricante actúe también como comerciante, esto es, que con sus propio recursos y medios económicos asuma el ejercicio de la actividad comercial en el municipio a través de puntos de fábrica, locales, puntos de venta, almacenes, establecimientos, oficinas debe tributar en ésta jurisdicción por cada una de estas actividades, a las bases gravadas correspondientes y con aplicación de las tarifas industrial y comercial respectivamente y sin que en ningún caso se grave al empresario industrial más de una vez sobre la misma actividad. 

Respecto de las demás actividades de comercio y de servicio que realicen los obligados responsables de los citados impuestos, tributarán sobre la base gravable establecida para cada actividad.

En el artículo 56 de este estatuto se determina la responsabilidad que poseen todos aquellos sujetos pasivos de los impuestos de industria y comercio, con actividades desarrolladas en más de un municipio y dice que todo  contribuyente que realice actividades industriales o de servicios en más de un municipio a través de sucursales o agencias; acorde con lo estipulado en el Código de Comercio; o lo haga a través de establecimientos de comercio debidamente inscritos, deberá registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones realizadas en cada municipio.

En el artículo 108 se establece el impuestos complementario de avisos y tableros y dice que el hecho generador de este impuestos lo constituye la realización de actividades industriales, comerciales y de servicios, incluidas las del sector financiero, en el Municipio de Tocancipá, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o sociedades irregulares o de hecho, siempre y cuando haya la colocación de avisos de cualquier clase, en el establecimiento abierto al público donde se realiza la actividad gravada con el impuesto de industria y comercio, bien sea, en el interior o exterior del mismo, en el interior o exterior de vehículos de servicio público, o en el exterior de cualquier vehículo, o por la generación de propaganda por cualquier medio de comunicación al publico, como volantes, anuncios radiales, y todo tipo de publicidad que anuncie la actividad desarrollada dentro de la jurisdicción del Municipio de Tocancipá.

Pareciera colegirse que no obstante exprese la norma antes citada que se requiere la colocación o postura de avisos, el hecho de que sea “de cualquier clase” o que se encuentren puestos, pegados, exhibidos o fijados, así sea en el interior del mismo establecimiento; ya por ello se incurre en la obligación de liquidar, declarar  y pagar  el impuesto de avisos y tableros. 

Lo cierto es que en la generalidad de municipios y distritos del país, (observando los formularios de las declaraciones del impuesto de industria y comercio que se deben presentar ante las oficinas de impuestos de los municipios y distritos, de la muestra observada), el impuesto de avisos y tableros se presenta para su liquidación, siempre en un renglón del formulario de declaración o en declaración separada, pero su instrucción es   “transcríbase un quince por ciento (15%) del valor del impuesto de industria y comercio liquidado”. 

El artículo 110 establece la base gravable del impuesto de avisos y tableros manifestando que dicha base esta constituida, por el valor del impuesto de Industria y comercio, tanto de la actividad industrial como de la comercial y de servicios incluida la financiera, para los contribuyentes de dicho gravamen. 
A partir del artículo 83 y hasta el artículo 107 del Estatuto Tributario del Municipio de Tocancipa, se establece la obligación de los retenedores para practicar la retención del impuesto de industria y comercio. 

Entrega esa responsabilidad y obligación de ser sujetos retenedores de los impuestos de industria y comercio a las entidades de derecho público, los fondos de inversión, los fondos de valores, los fondos de pensiones de jubilación e invalidez, los consorcios, las comunidades organizadas, las uniones temporales y las demás personas naturales o jurídicas, sucesiones ilíquidas y sociedades de hecho, que por sus funciones intervengan en actos u operaciones de industria y comercio en las cuales deban por expresa autorización legal hacer la retención del tributo correspondiente. 

Igualmente ordena que son agentes de retención los intermediarios o terceros que intervengan en actividades económicas que generen el  impuesto de industria y comercio y deberán practicar las retenciones por estos impuestos cuando participan en actos u operaciones industriales, comerciales y de servicios, generadores de ingresos, en cualquiera de las actividades sujetas. 

Las retenciones se hacen por parte del obligado o agente retenedor, al momento del pago o abono en cuenta, lo que primero ocurra.   La operación económica debe generar impuesto de industria y Comercio en el territorio de la jurisdicción del Municipio de Tocancipá.  
5.10 MUNICIPIO DE SIBATÉ CUNDINAMARCA
El Estatuto Tributario del Municipio de Sibaté Cundinamarca (Acuerdo 19 de 2004), en su artículo 36 establece que “El Municipio de Sibaté es el sujeto activo del impuesto de industria y comercio y en él radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro.”   A su vez, en el artículo 37 de la misma norma define al sujeto pasivo diciendo que “Es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio la persona natural o jurídica o la sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales o de servicios en la jurisdicción del Municipio de Sibaté.”

En el artículo 28 se presenta y especifica el hecho generador del impuesto de industria y comercio expresando que el hecho generador del impuesto de industria y comercio está constituido por el ejercicio o la realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios, en la jurisdicción del referido municipio; bien que la actividad o actividades se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos.
A su vez en el artículo 29, 30 y 31 manifiesta qué se considerara actividad industrial; qué se entiende por actividad comercial y qué constituye o se debe entender por actividad de servicios. 

Dice que la actividad industrial esta conformada por la producción, extracción, fabricación, manufactura, confección, preparación, reparación, ensamblaje de cualquier clase de materiales y bienes y en general cualquier proceso de transformación por elemental que dicha actividad sea.  Que la actividad comercial es la destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y mercancías, tanto al por mayor como al menudeo y que las actividad de servicios, son las dedicadas a satisfacer las necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las que a continuación se relacionan:  expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles; servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquería, portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, automotores  y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y video, negocios de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho; clarifica que la anterior enumeración de actividades de servicios gravadas, contemplada en el Articulo 36 de la ley 14 de 1983, no es taxativa, sino enunciativa, en este sentido se considerarán gravadas con el impuesto de Industria y Comercio las actividades análogas a estas. 

En cuanto a las actividades no sujetas discriminadas en el artículo 35 de este acuerdo, es procedente y necesario mostrar algunas que dejan confusión en cuanto a que sólo esas actividades estarían excluidas o exoneradas el pago del tributo.  Por ejemplo no sujetas al impuesto de industria y comercio 

a. La producción primaria, agrícola, ganadera y avícola sin que se incluyan la fabricación de productos alimenticios o de toda industria donde haya un proceso de transformación, por elemental que éste sea, siempre y cuando no tenga establecimiento público de comercio abierto.

b. La producción local destinada a la exportación.

c. La educación pública, las actividades de beneficencia, culturales y/o deportivas, las actividades desarrolladas por los sindicatos, por las asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, por los partidos políticos y los servicios prestados por los hospitales adscritos o vinculados al sistema nacional de salud.

d. La primera etapa de transformación realizada en predios rurales cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con excepción de toda industria donde haya transformación, por elemental que ésta sea.

e. Las de tránsito de los artículos de cualquier género que atraviesen por el territorio del Municipio, encaminados a un lugar diferente del Municipio, consagrado en la Ley 26 de 1904.  

Este literal sólo deja la posibilidad de excluir las actividades de tránsito por el territorio del Municipio de Sibaté; como no se excluye expresamente las ventas realizadas por proveedores sin domicilio o establecimiento comercial en el Municipio de Sibaté, a consumidores o distribuidores radicados o domiciliados en este territorio, pareciera ser que tales ventas sí están gravadas con el impuesto de industria y comercio en este municipio, independientemente que el proveedor de las mercancías o servicios tenga su planta de producción y  o  su establecimiento comercial o de servicios en otro territorio municipal o distrital distinto del Municipio de Sibaté.

f. La explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías y participaciones para el Municipio sean iguales o superiores a lo que le correspondería pagar por concepto del impuesto de industria y comercio.

g. La persona jurídica originada en la constitución de la propiedad horizontal, en relación con las actividades propias de su objeto social, de conformidad con lo establecido en el Articulo 195 del Decreto Ley 1333 de 1986.

h. Los proyectos energéticos que presenten las entidades territoriales de las zonas no interconectadas del Sistema Eléctrico Nacional al Fondo Nacional de Regalías.

i. Las comunidades organizadas y asociaciones de usuarios sin ánimo de lucro que presten servicios públicos domiciliarios en el Municipio.

Parágrafo primero. Cuando las entidades a que se refiere el literal c) de este artículo, realicen actividades industriales o comerciales; serán sujetos del impuesto de industria y comercio respecto de tales actividades.

Entre el artículo 59 y el artículo 62 se establece el sistema de retención del impuesto de industria y comercio;  expresando que es procedente la retención en la fuente del impuesto de Industria y Comercio y que dicha retención debe practicarse en el momento en que se realice el pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero.

Que las retenciones en la fuente por impuestos de industria y comercio se realizarán siempre y cuando la operación económica cause impuesto de Industria y Comercio, en el Municipio de Sibaté.

Se establece en el artículo 62  quiénes tienen la responsabilidad de practicar las retenciones del impuesto de industria y comercio y que por ende, actuarán como agentes retenedores del Impuesto de Industria y Comercio en la compra de bienes y servicios:

a. El Municipio de Sibaté

b. Los establecimientos públicos con sede en el Municipio de Sibaté

c. La Gobernación de Cundinamarca

d. Las empresas industriales y comerciales del estado y las sociedades de economía mixta con establecimiento de comercio ubicado en el Municipio de Sibaté.

e. Las personas naturales y jurídicas o sociedades de hecho que se encuentren catalogados como grandes contribuyentes por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN y que sean contribuyentes del impuesto de Industria y Comercio en el Municipio de Sibaté

f. Las personas jurídicas ubicadas en el municipio de Sibaté cuando realicen compras a distribuidores de bienes o prestadores de servicios no ubicados en el Municipio de Sibaté, en operaciones gravadas con el impuesto de Industria y Comercio.  Resaltado fuera del texto original
Se presenta resaltado con el objeto de mostrar la duda que se crea con esta decisión, pues si el vendedor no tiene establecimiento de comercio dentro del territorio del municipio o distrito, no debería ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio; por ende no se le debería practicar la retención en la fuente; este comentario se hace con base en las sentencias que más adelante se estudiarán y mostrarán; sentencias producidas por el Consejo de Estado que controvierten todas las decisiones tomadas por los consejos municipales y distritales en relación con la definición del hecho generador del impuesto de industria y comercio;   definición que en general se presenta  de la siguiente forma:  “… el hecho generador del impuesto de industria y comercio está constituido por el ejercicio o la realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios, en la jurisdicción del referido municipio; bien que la actividad o actividades se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos”

g. Las empresas de transporte cuando realicen pagos o abonos en cuenta a sus afiliados o vinculados, de actividades gravadas con el impuesto de industria y comercio 

h. Los que mediante resolución expedida  por la  Secretaría de Hacienda del Municipio de Sibaté designe como Agentes de Retención del Impuesto de Industria y Comercio.

Los contribuyentes del régimen simplificado no podrán actuar como agentes de retención. 
Con relación al impuesto de avisos y tableros, tema tratado y definido entre el artículo 64 y el artículo 66 de este acuerdo, determina que el hecho generador, esta constituido por la realización de cualquiera de los siguientes eventos, realizados en la jurisdicción del Municipio de Sibaté:

1. La colocación de vallas, avisos, tableros en la vía pública, y cualquier otra forma de publicidad en lugares públicos o privados visibles desde el espacio público.

2. La colocación de avisos en cualquier clase de vehículos.

Expresa que son sujetos pasivos del impuesto complementario de avisos y tableros los contribuyentes del impuesto de industria y comercio que realicen cualquiera de los hechos generadores establecidos en el artículo 64; que la base gravable será el valor total del impuesto liquidado por industria y comercio y que el valor será el resultado de multiplicar tal impuesto por la tarifa que es del quince por ciento (15%).

La generalidad de los acuerdos y o estatutos tributarios de los municipios y distritos del país, acorde con la muestra estudiada; no obstante que lo tienen establecido dentro del mismo cuerpo del acuerdo o del estatuto tributario, en la parte procedimental, remiten constantemente a las normas del estatuto tributario nacional. Como evidencia se puede apreciar lo dicho por el artículo 185 de este acuerdo que establece que “Las normas que rigen el procedimiento tributario territorial del Municipio son las referidas en el Estatuto Tributario Nacional, conforme a los artículos 66 de la Ley 383 de 1997 y 59 de la Ley 788 de 2002. En consecuencia, éste se aplicará para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones y régimen sancionatorio de los impuestos administrados por el Municipio; así como al procedimiento administrativo de cobro de las multas, derechos y demás recursos territoriales. Por tanto, en la generalidad de los casos, el presente Estatuto remitirá los temas a la normativa nacional.” 
“Sin perjuicio de lo dispuesto, el presente ordenamiento regulará directamente el monto de algunas sanciones, ciertos términos de la aplicación de los procedimientos y otros aspectos no regulados en el Estatuto Tributario Nacional, en los términos del Articulo 59 de la Ley 788 de 2002, citado.”
5.11 MUNICIPIO DE IBAGUÉ TOLIMA
Acuerdo 031 de 2004, Estatuto Tributario del Municipio de Ibagué, en el artículo 5 establece que es sujeto activo de los Impuestos de Industria y Comercio y de Avisos y Tableros,  el Municipio  de Ibagué, ente administrativo a favor del cual se establece  este Impuesto y en el que radican las potestades tributarias de fiscalización, liquidación, administración, control y recaudo.  A su vez determina en el artículo 6 que el sujeto pasivo de estos impuestos es la persona natural, la persona jurídica o la sociedad irregular o de hecho que realice el hecho generador de la obligación tributaria; registra en este mismo artículo un parágrafo que establece que son también sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio y avisos y tableros, las sociedades de economía mixta y las empresas comerciales e industriales del Estado; lo son también los patrimonios autónomos, los consorcios y las uniones temporales de forma individual como asociados.
En su artículo 4 establece que el hecho generador del impuesto de industria y comercio lo constituye el ejercicio o la realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial,  comercial o de servicios, efectuado en cualquier lugar de la jurisdicción del Municipio de Ibagué,  bien sea  que dicha actividad se realice en forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimiento comercial o sin él; a su vez en el artículo 9 establece que son actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, manufactura,  confección, preparación, transformación, reparación  y ensamblaje de cualquier  clase de materiales o bienes y en general cualquier proceso de transformación por elemental que el mismo sea; en el artículo siguiente determina que las actividades comerciales son las destinadas al expendio, compraventa o distribución  de bienes o mercancías, tanto  al por mayor  como al menudeo y las demás actividades definidas  como tales por el Código  de Comercio en su artículo 20; y siempre  y cuando, no estén  consideradas por el mismo código o por la ley, como actividades industriales o de servicios; de igual manera determina que son actividades de servicio las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurantes, cafés, hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión por cualquier concepto, los mandatos y la compraventa y la administración de inmuebles; servicios de publicidad, Interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, portería, servicios funerarios, talleres de reparación eléctricas, mecánicas, automóviliarios y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contenga audio y vídeo, negocios de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.

En relación con la percepción de los ingresos, establece el artículo 15 de este mismo acuerdo que se entienden percibidos en la jurisdicción del Municipio de Ibagué, como ingresos originados en la actividad industrial, los generados en la venta de bienes producidos en el mismo, sin consideración a su lugar de destino o la modalidad que se adopte para su comercialización; que se entienden percibidos en la jurisdicción del Municipio de Ibagué, los ingresos originados en actividades comerciales o de servicios desarrolladas dentro de la jurisdicción del Municipio de Ibagué. 

Respecto del impuesto de avisos y tableros, determina el artículo 26 de  este acuerdo que el impuesto complementario de avisos y Tableros a que se refiere la Ley 14 de 1983, se liquidará y cobrará a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios con una tarifa de un quince por ciento (15%)  sobre el valor del impuesto de Industria y comercio.

Aunque no expresa de manera clara y concreta, este estatuto municipal, cuál es el hecho generador del impuesto complementario de avisos y tableros, se deduce que lo es el sólo hecho de ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, en el territorio y jurisdicción de Ibagué; de hecho, el formulario de declaración de los impuestos de industria y comercio, que deben presentar los sujetos pasivos de los impuestos en comento, poseen como instrucción única, que el impuestos de avisos y tableros, corresponde o será equivalente al quince por ciento (15%), del valor liquidado como impuesto de industria y comercio. 

De este formulario de declaración del impuesto de industria y comercio, de forma directa, y del artículo 26 del citado estatuto, de manera indirecta, se concluye que el hecho generador del impuesto de avisos y tableros, para el Municipio de Ibagué, es el ser contribuyente del impuesto de industria y comercio y la base para liquidarlo corresponde al valor total declarado por dicho impuesto.

El sistema de retención en la fuente por impuestos de industria y comercio, esta comprendido desde el artículo 34 hasta el artículo 45 y fue denominado como “reteica”.  

El artículo 34 del referido estatuto tributario, crea la retención en la fuente sobre los ingresos gravados, obtenidos por los contribuyentes sujetos pasivos de los impuestos de industria, comercio, avisos y tableros; manifiesta también que la retención de esos impuestos, serán tenidos en cuenta como abono o pago, en la liquidación definitiva del impuesto de la declaración privada del respectivo período gravable; a su vez el artículo 41 establece que, tanto para el  sujeto de retención, como para el agente retenedor, la retención del impuesto de industria y comercio se causará en el momento en que se realice el pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero.
5.12 MUNICIPIO DE TELLO HUILA
El municipio de Tello Huila, mediante el acuerdo 46 de 2004, en su artículo 10 define tanto al sujeto activo, diciendo que lo es el Municipio de Tello y que el sujeto pasivo es la persona natural o jurídica, la sociedad de hecho, la sucesión ilíquida o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto, la tasa o la contribución, bien sea en calidad de contribuyente, responsable o perceptor. A su vez aclara que son contribuyentes las personas respecto de las cuales se realiza el hecho generador de la obligación tributaria; son responsables o perceptores, las personas que sin tener el carácter de contribuyentes, por disposición de la ley, deben cumplir las obligaciones atribuidas a estos.

En su artículo 42 determinó que el hecho generador de los impuestos de industria y comercio está constituido por la realización directa o indirecta de actividades industriales, comerciales y de servicios, por personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, sea que dichas actividades se presenten de forma ocasional o permanente, en inmuebles determinados; con establecimientos de comercio o sin ellos. 

A renglón seguido, en el artículo 43 de la misma norma, define a las actividades industriales como todas aquellas actividades correspondientes a la producción, reparación, manufactura, ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes y en general todo proceso de transformación por elemental que el mismo sea. 

En el artículo 44 de la misma norma se establece que son actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al menudeo y todas aquellas definidas como tales por el Código de Comercio, siempre que no hayan sido definidas por esta misma norma superior, como actividades industriales o de servicio. 

En el artículo 45 define como actividades de servicio todas aquellas dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o más actividades conexas y análogas relativas al transporte público, expendio de comidas y bebidas, servicios de hospedaje, publicidad, radiodifusión, telecomunicación, arrendamientos, videos, filmación, servicios profesionales prestados a través de sociedades regulares o de hecho, salas de belleza, lavanderías, peluquerías, servicios de limpieza, teñidos y aseo, reparaciones, mantenimiento, intermediación comercial, clubes sociales y sitios de recreación, funerarias, tevecable.  Este artículo termina con el parágrafo tercero diciendo que se entiende que una actividad de servicios es realizada en el municipio de Tello, cuando la prestación del mismo comienza o se cumple en cualquier lugar de la jurisdicción de ese municipio.  Lo anterior se interpreta que un tercero comerciante que tenga su domicilio social y su establecimiento de comercio en un municipio diferente al de Tello y venda servicios  cuya iniciación, o, terminación de la operación, se dé en cualquier lugar de la jurisdicción del territorio de Tello, ya se vuelve sujeto pasivo en dicho municipio.  Es obvio que de hecho es sujeto pasivo en el municipio donde tenga su domicilio y su establecimiento comercial a través del cual presta todos los servicios.  El artículo 50 del mismo Estatuto, cita con claridad que cuando la sede fabril se halle ubicada en el Municipio de Tello, la base gravable, sobre la actividad industrial, será la totalidad de ingresos obtenidos por las ventas o comercialización de los bienes producidos.  En relación con la base gravable sobre las actividades, comercial y de servicios, establece que lo será la establecida para cada actividad en este Estatuto.

Manifiesta en el artículo 54 de esta norma del Municipio de Tello que el contribuyente que realice actividades industriales, comerciales o de servicios y/o  posea establecimientos de comercio en diferentes municipios o distritos, deberá registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables claros que permitan establecer los ingresos en cada territorio a fin de realizar el cumplimiento de la obligación tributaria en cada uno de ellos.

Respecto del impuesto de avisos y tableros, establece el artículo 71 de este acuerdo que el hecho generador de los impuestos de avisos y tableros lo constituye la liquidación del impuesto sobre las actividades industriales, comerciales y de servicios; dice además que para los no responsables del impuesto de industria y comercio en el Municipio de Tello, el hecho generador lo constituye la colocación, instalación y o postura de avisos y vallas publicitarias en lugares públicos y privados, visibles desde la vía pública.  

Respecto de la base gravable del impuesto de avisos y tableros, determina el artículo 73 que lo constituye el valor del impuesto de industria y comercio cobrado por las actividades industriales, comerciales y de servicios. 

Esto quiere significar ni más ni menos que: se tenga o no se tengan puestas o exhibidos avisos, vallas, pancartas, y demás objetos publicitarios, se ha de pagar el impuesto de avisos y tableros; solo basta que se sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio para ser a su vez, sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros.

El artículo 60; comprendido hasta el artículo 60-24 contempla el procedimiento de retención en la fuente por impuestos de industria y comercio, denominado reteica; establecen los artículos 60-2 que se causa esa reteica, al momento de la causación o pago de la obligación; lo que primero ocurra.  Por su parte el artículo 60-16 ordena que se deberá practicar reteica a todos los sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio y avisos; ello es a todos los que realizan operaciones o actividades industriales, comerciales o de servicios dentro de la jurisdicción del Municipio de Tello, directa o indirectamente, que se cumplan en forma permanente u ocasional y con establecimientos de comercio o sin ellos.

5.13 MUNICIPIO DE DESQUEBRADAS RISARALDA
El acuerdo 037 de 2002, emitido por el Concejo del Municipio de Dosquebradas en su artículo 13 definió tanto al sujeto activo como al sujeto pasivo de los impuestos en el territorio del municipio así:  el sujeto activo es el Municipio de Dosquebradas, como acreedor de todos los tributos que se regulan en éste estatuto;  en tal virtud, tiene la potestad de establecer, recaudar, sancionar y en general, regular y administrar las rentas que le pertenecen.  Por su parte determinó que el sujeto pasivo es la persona natural y/o jurídica, la sociedad de hecho, la sucesión ilíquida y/o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto, la tasa o la contribución, bien sea en calidad de contribuyente responsable o perceptor. 

Define que son contribuyentes las personas respecto de las cuales se realiza el hecho generador de la obligación tributaria, igualmente son responsables o perceptores, las personas que sin tener el carácter de contribuyentes, por disposición expresa de la ley, deben cumplir las obligaciones atribuidas a éstos.

En su artículo 44 manifiesta que el hecho generador del impuesto de industria y comercio se constituye de la siguiente forma:  El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que se ejerzan o realicen en la jurisdicción del territorio municipal, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.   En el artículo 57 define las actividades económicas y dice que son  industriales, todas aquellas actividades dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, reparación, manufactura, ensamble, de cualquier clase de materiales o bienes y en general todo proceso de transformación por elemental que éste sea; que son actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor y las demás definidas como tales por el código de comercio, siempre y cuando, no estén consideradas por el mismo código o por este acuerdo, como actividad industrial o de servicios y que son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer las necesidades de la comunidad, mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: el expendio de bebidas y comidas, servicio de restaurante, cafés, hoteles, casa de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles, servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, servicio de portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine, arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y video, negocio de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.

En el artículo 46 de este acuerdo se precisa que el impuesto de industria y comercio se liquidará sobre el promedio mensual de ingresos brutos del año inmediatamente anterior, expresados en moneda nacional y obtenidos por las personas y sociedades de hecho sujetos del impuesto, con exclusión de las  devoluciones; los ingresos provenientes de venta de activos fijos (se entiende los activos fijos aquellos que no se enajenan dentro del giro normal de los negocios) y las ventas relacionadas con exportaciones; recaudo de impuestos de aquellos productos cuyo precio esté regulado por el estado; igualmente la percepción de subsidios.

En el artículo 52 se especifica que cuando la sede fabril se encuentre ubicada en el Municipio de Dosquebradas, la base gravable para liquidar el impuesto de industria y comercio está constituida por el total de los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.  Se entiende que la actividad es industrial cuando el fabricante vende directamente desde la fábrica los productos al consumidor final; en el parágrafo uno de este artículo se esclarece que las demás actividades de comercio y de servicios que realice el empresario industrial, tributarán sobre la base gravable establecida para cada actividad. Continua diciendo este artículo que “Aquellos sujetos pasivos que registran actividades económicas en más de un municipio o distrito, a través de sucursales y o agencias, o de establecimientos de comercio debidamente inscritos, deberán registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones realizadas en dichos municipios”
Con lo preceptuado por el artículo 52 de este estatuto tributario, más lo señalado y resaltado de la misma norma, se tendrá que interpretar que quien sea productor y venda sus productos a través de sucursales, agencias y en general a través de establecimientos de comercio; así sean de su propiedad; deberá declarar, liquidar y pagar doble impuesto por industria y comercio: el que debe legalmente al municipio donde hace la transformación de las materias primas e insumos en nuevos bienes, y el que este estatuto le dice que debe tributar por tener esos establecimientos de comercio dentro del territorio de la jurisdicción de Dosquebradas.
Se especifica en el artículo 54 de este estatuto, cuáles actividades no son objeto de declarar, liquidar, y pagar el impuesto de industria y comercio.  De lo allí relacionado se colige que las que no figuren en este listado, serán objeto de declarar, liquidar y pagar el correspondiente impuesto y los complementarios al mismo.   Dice el artículo 54 que no están gravados con el  impuesto de industria y comercio y su complementario de avisos y tableros las siguientes actividades:

La producción primaria, agrícola, ganadera y avícola, con excepción de las fábricas de productos alimenticios o toda industria donde haya un proceso de transformación por elemental que éste sea.

La  producción nacional destinados a la exportación; entendiéndose que la exportación debe hacerse directamente por el productor.

La explotación de canteras y minas diferentes a las de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías o participaciones para el municipio sean iguales o superiores a lo que corresponderá pagar por concepto del impuesto de industria y comercio.

Los establecimientos educativos públicos, las entidades de beneficencia, las culturales y deportivas, los sindicatos, las asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, los partidos políticos y los hospitales adscritos o vinculados al sistema nacional de salud, salvo lo dispuesto en este estatuto.

La primera etapa de  transformación realizada en predios rurales cuando se trate de actividades de producción agropecuaria, con excepción de toda industria donde haya una transformación por elemental que ésta sea; y

Las actividades del Instituto de Mercadeo Agropecuario, IDEMA.

El ejercicio de profesiones liberales no será sujeto al impuesto de industria y comercio siempre y cuando no involucre almacenes, talleres, oficinas de negocios comerciales, o sociedades irregulares o de hecho.

El tránsito de mercancías de cualquier género, por el territorio y jurisdicción del municipio  de Desquebradas, con destino a un lugar diferente.

Este literal, como en la gran mayoría de los acuerdos o estatutos municipales analizados, que establecen y rigen las rentas e ingresos del municipio y/o distrito, sólo deja la posibilidad de excluir las actividades económicas de tránsito por el territorio del municipio o distrito.

Como no se excluyen expresamente las actividades por ventas realizadas por proveedores, sin establecimiento comercial dentro de la jurisdicción municipal del domicilio de los compradores, consumidores o distribuidores, pareciera ser que tales ventas están gravadas con el impuesto de industria y comercio en el municipio o distrito de ese comprador, distribuidor o consumidor final; independientemente que el proveedor de las mercancías o servicios, tenga su planta de producción y  o  su establecimiento comercial o de servicios, en otro territorio municipal o distrital, donde sí es sujeto pasivo de los impuestos referenciados.

Establece esta misma norma que, cuando las actividades desarrolladas por los  establecimientos educativos públicos, las entidades de beneficencia, las culturales y deportivas, los sindicatos, las asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, los partidos políticos y los hospitales adscritos o vinculados al sistema nacional de salud, sean comerciales o industriales, serán sujetos del impuesto de industria y comercio en lo relativo a tales actividades.

Tampoco son objeto de los impuestos de industria y comercio las actividades relacionadas con los contratos de trabajo o de prestación de servicios que realicen personas naturales o jurídicas con el municipio y/o los entes descentralizados del orden nacional, departamental o municipal cuyo objeto deba cumplirse en el municipio. Los demás contratos serán gravados aplicando las tarifas correspondientes.

En cuanto a la retenciones del impuesto de industria y comercio, lo que se trata en los artículos 63 a 68 de este acuerdo, define tanto al obligado o responsable de practicar la reteica, como al sujeto pasivo de dicha retención, estableciendo que la retención del impuesto de industria y  comercio – retica– se aplica a todas aquellas personas naturales o jurídicas sujetas o no del impuesto de industria y comercio, que celebren cualquier tipo de  contratación  con la Administración Municipal, y aclara que se debe entender por administración municipal, al Ente Central, los Institutos Descentralizados, la Empresa Industrial y Comercial del Estado.  

Los sujetos pasivos en la retención en la fuente del impuesto de industria y comercio son las personas naturales o jurídicas que celebren cualquier tipo de contrato o presten algún tipo de servicio a la Administración Municipal de Dosquebradas.

En los artículos 83 a 89 de la norma en cita, se definen los impuestos de avisos y tableros autorizado por la Ley 97 de 1913, y la Ley 84 de 1915; como un impuesto indirecto de carácter complementario al de industria y comercio y que de conformidad con  el Artículo 37 de la Ley 14 de 1983, se liquida y cobra a todas las actividades industriales, comerciales y/o de servicios ejercidas en la jurisdicción del Municipio de Dosquebradas. 

El hecho generador del impuesto de avisos y tableros lo establece en el artículo 84 de esta norma, manifestándose que lo constituye la colocación física de avisos, tableros o vallas, en el espacio público o con vista al público, para difundir la buena fama o nombre comercial de que disfruta la actividad, el establecimiento o los productos, independientemente de que el establecimiento o actividad, se encuentre exonerado del impuesto de Industria y Comercio en el Municipio de Dosquebradas.  

El sujeto pasivo de este impuesto será la persona natural, y  o  jurídica, incluidas las personas de derecho público, las sociedades irregulares o de hecho, las comunidades organizadas, las sucesiones ilíquidas, los consorcios, las uniones temporales, los patrimonios autónomos; que realicen el hecho generador de la obligación tributaria.

La base gravable de este impuesto la constituye el impuesto de industria y comercio a cargo, determinado en cada período fiscal en la correspondiente declaración privada de ingresos.

El artículo 107 de el Estatuto de rentas municipales de Desquebradas expone las obligaciones que les compete a todos los sujetos pasivos de los impuestos de industria y comercio que realizan actividades gravadas con dicho impuesto en más de un municipio o distrito y expresa:  Los contribuyentes que realicen actividades  industriales, comerciales o de servicios en Dosquebradas y otros municipios a través de sucursales o agencias constituidas de acuerdo con lo definido en los artículos 263 y 264 del Código del Comercio o establecimientos debidamente inscritos, deberán registrar su actividad en la Secretaria de Administrativa y Financiera de Dosquebradas y llevar registros contables que permitan determinar el volumen de ingresos brutos obtenidos por las operaciones realizadas en dichos municipios, esos ingresos constituirán la base gravable (Dec. 3070 de 1983); esta obligación se extiende aun a las actividades exentas del pago del impuesto de industria y comercio.

En el artículo 108 de la norma estudiada, se complementa la anterior imposición diciendo que las bodegas, los depósitos o centros de acopio que no generen ingresos y demuestren ser de uso exclusivo de la actividad ya matriculada, no estarán sujetos a esta obligación.

5.14 MUNICIPIO DE BARRANCABERMEJA SANTANDER
En el Municipio de Barracabermeja, departamento de Santander, el acuerdo 29 de 2005, definió en su artículo 33 al sujeto activo, diciendo que el Municipio de Barrancabermeja es el Sujeto Activo del Impuesto de Industria y Comercio por todas las actividades económicas que se generen dentro de su jurisdicción; sobre él recaerán todas las potestades tributarias de administración, determinación, control, fiscalización, investigación, discusión, liquidación, cobro, recaudo, devolución e imposición de sanciones. 
De igual forma determinó en el artículo 34 del citado acuerdo, que el sujeto pasivo del Impuesto de Industria y Comercio son las personas naturales o jurídicas, sociedades de hecho, comunidades organizadas, sucesiones ilíquidas, los consorciados, los unidos temporalmente, los patrimonios autónomos, los establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales del orden Nacional, Departamental y Municipal, las sociedades de economía mixta de todo orden, las unidades administrativas con régimen especial y demás entidades estatales de cualquier naturaleza, el Departamento de Santander, la Nación y los demás sujetos pasivos, que realicen el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras en la jurisdicción del Municipio de Barrancabermeja.

El acuerdo 29 de 2005, determina en su artículo 26  que el hecho generador del impuesto de industria y comercio, está constituido por el ejercicio o la realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios en la jurisdicción del municipio de Barrancabermeja, ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimientos de comercio o sin ellos. 

El impuesto de Industria y Comercio y su complementario de Avisos y Tableros, comenzará a causarse desde la fecha de iniciación de las actividades objeto del gravamen.

En el artículo 27 define la actividad industrial concluyendo que la misma es producto o resultado de la producción, extracción, fabricación, manufactura, confección, preparación, reparación, ensamblaje de cualquier clase de materiales y bienes y en general cualquier proceso de transformación por elemental que éste sea.

A su vez en el artículo siguiente define la actividad comercial como aquella actividad destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y mercancías, tanto al por mayor como al por menor y las demás actividades definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la ley como actividades industriales o de servicios.

En el artículo 29 define la actividad de servicios exponiendo que son actividades de servicio, toda tarea, labor o trabajo ejecutado por persona natural o jurídica o por sociedad de hecho, sin que medie relación laboral con quien lo contrata, que genere una contraprestación en dinero o en especie y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor material o intelectual. mediante la realización de una o varias de las siguientes actividades: Expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compraventa y administración de inmuebles; servicio de publicidad, interventora, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, servicio de portería y vigilancia, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas, auto mobiliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, casas de cambio de moneda nacional o extranjera, salas de cines y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y video, casas de empeño o compraventa, los servicios profesionales prestados a través de sociedades regulares  y o, irregulares o de hecho, servicios de salud y seguridad social integral, servicios públicos básicos, servicios públicos domiciliarios, telecomunicaciones y computación etc.

Respecto de la percepción del ingreso, manifiesta el artículo 30 que se entienden percibidos en el Municipio de Barrancabermeja, como ingresos originados en la actividad industrial, los generados en la venta de bienes producidos en el mismo, sin consideración a su lugar de destino o a la modalidad que se adopte para su comercialización.  Se entienden percibidos en el Municipio de Barrancabermeja, los ingresos originados en actividades comerciales o de servicios cuando no se realizan o prestan a través de un establecimiento de comercio registrado en otro municipio y que tributen en él.

En el artículo 32 se expresan cuales actividades desarrolladas en el Municipio de Barrancabermeja no están sujetas al impuesto de industria y comercio; entre las generales que establecen todos los demás municipios y distritos de la muestra estudiada, se presenta:  No están sujetas al impuesto de industria y comercio las siguientes actividades:

a. La producción primaria, agrícola, ganadera y avícola sin que se incluyan la fabricación de productos alimenticios o de toda industria donde haya un proceso de transformación, por elemental que éste sea.

b. La producción nacional de artículos destinados a la exportación.

c. La educación pública, las actividades de beneficencia, culturales y/o deportivas, las actividades desarrolladas por los sindicatos, por las asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, por los partidos políticos y los servicios prestados por los hospitales adscritos o vinculados al sistema nacional de salud.

d. La primera etapa de transformación realizada en predios rurales cuando se trate de actividades de

producción agropecuaria, con excepción de toda industria donde haya transformación, por elemental que ésta sea.

e. La explotación de canteras y minas diferentes de sal, esmeraldas y metales preciosos, cuando las regalías y participaciones para el Municipio de Barrancabermeja sean iguales o superiores a los que corresponde pagar al contribuyente por concepto de impuesto de Industria y Comercio, Avisos y Tableros, liquidado de conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo.

f. El ejercicio de las profesiones liberales siempre que no involucren almacenes, talleres y oficinas de negocios diferentes al simple ejercicio de la profesión.

g. Las de tránsito de los artículos de cualquier género que atraviesen por el territorio del Municipio de Barrancabermeja, encaminados a un lugar diferente del municipio, consagradas en la Ley 26 de 1904.

h. La persona jurídica originada en la constitución de la propiedad horizontal, en relación con las actividades propias de su objeto social, de conformidad con lo establecido en el artículo 195 del Decreto Ley 1333 de 1986.

i. Los proyectos energéticos que presenten las entidades territoriales de las zonas no interconectadas del Sistema Eléctrico Nacional al Fondo Nacional de Regalías.

j. Las obligaciones contraídas por el Gobierno en virtud de tratados o convenios internacionales que haya celebrado o celebre en el futuro y las contraídas por la Nación, los Departamentos o Municipios, mediante contratos celebrados en desarrollo de la legislación anterior.

Parágrafo primero. Cuando las entidades a que se refiere el literal c) de este artículo, realicen actividades industriales o comerciales, serán sujetos del impuesto de industria y comercio respecto de tales actividades.

Parágrafo segundo. Quienes realicen las actividades no sujetas de que trata el presente artículo no estarán obligados a registrarse, ni a presentar declaración del impuesto de industria y comercio.

En el artículo 37 se determina la base gravable y expresa que para determinar la base gravable, se restará de la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios, las deducciones relativas a Industria y Comercio, los beneficios tributarios y no sujeciones contempladas en los acuerdos y demás normas vigentes.  Expone que hacen parte de la base gravable, los ingresos obtenidos por rendimientos financieros, comisiones y en general todos los que no estén expresamente excluidos en este acuerdo.

Parágrafo primero. La base gravable para liquidar el impuesto de Industria y Comercio, en la actividad industrial, cuando la sede fabril esté localizada en jurisdicción del Municipio de Barrancabermeja, está constituida por el total de los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción obtenida en el respectivo periodo gravable. 

El parágrafo tercero expresa que los contribuyentes que desarrollen actividades parcialmente exentas o no sujetas, deben deducir de la base gravable de sus declaraciones, el monto de sus ingresos correspondiente con la parte exenta o no sujeta.

En el parágrafo cuarto se expone que Cuando un mismo contribuyente realice varias actividades, ya sean varias comerciales; varias industriales; varias de servicios o industriales con comerciales; industriales con servicios; comerciales con servicios o cualquier otra combinación, a las que de conformidad con lo previsto en el presente acuerdo correspondan diversas tarifas; deben determinar y obtener la base gravable para cada una de ellas y aplicar la tarifa correspondiente, acorde con cada actividad. 

El resultado de cada operación se sumará para determinar el impuesto total a cargo del contribuyente.  La administración no podrá exigir la aplicación de tarifas sobre la base del sistema de actividad predominante.

En el artículo 39 se discriminan cuales son las actividades exentas, excluidas o no sujetas así: 

1. El monto de las devoluciones y descuentos, pie factura o no condicionados en ventas debidamente comprobados por medios legales.

2. Los ingresos provenientes de la enajenación de activos fijos. Para Industria y Comercio se consideran activos fijos cuando se cumplan las siguientes condiciones:

a. Que el activo no haya sido adquirido con destinación para la venta.

b. Que el activo sea de naturaleza permanente.

c. Que el activo se haya usado en el negocio, en desarrollo del giro ordinario de sus actividades.

3. El monto de los subsidios percibidos (CERT).

4. Los ingresos provenientes de exportaciones de bienes o servicios.

5. Los ingresos por recuperaciones e ingresos recibidos por indemnización de seguros por daño emergente.
6. Las donaciones recibidas y las cuotas de sostenimiento.

7. Para los fondos mutuos de inversión son deducibles los ingresos de ajustes por valorización de inversiones, redención de unidades, utilidad en venta de inversiones permanentes cuando se poseen por un término superior a un año, recuperaciones e indemnizaciones.

8. Los ajustes integrales por inflación.

9. El valor facturado por el impuesto al consumo a productores, importadores y distribuidores de cerveza, sifones, refajos, licores, vinos, aperitivos y similares, cigarrillos y tabaco elaborado.

10. Los ingresos recibidos por personas naturales por concepto de dividendos, rendimientos financieros y arrendamiento de inmuebles.

Parágrafo primero. Para efectos de excluir de la base gravable, los ingresos provenientes de la venta de artículos de producción Nacional destinados a la exportación de que trata el numeral 4 del presente artículo, se consideran exportadores:

1. Quienes vendan directamente al exterior artículos de producción Nacional.

2. Las Sociedades de Comercialización Internacional que vendan a compradores en el exterior artículos producidos en Colombia por otras empresas.

3. Los productores que vendan en el país bienes de exportación a Sociedades de Comercialización Internacional, a condición y prueba de que tales bienes sean efectivamente exportados.

Parágrafo segundo. Los contribuyentes que desarrollen actividades parcialmente exentas o que por disposición legal no se puedan gravar, descontarán del total de los ingresos brutos en su declaración privada, el monto de los ingresos correspondientes a la parte exenta o de prohibido gravamen.

El sistema de retención en la fuente del impuesto de industria y comercio se encuentra entre los artículos 68 a  81 del estatuto tributario en cita y dice: A partir de la vigencia del presente Acuerdo, se establece la retención del Impuesto de Industria y Comercio.  Esta retención se aplica a todas aquellas personas naturales o jurídicas que ejerzan actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras; en jurisdicción del Municipio de Barrancabermeja.

Son agentes de retención en la fuente del impuesto de industria y comercio:

1. Las entidades de derecho público.

2. Quienes se encuentren catalogados como grandes contribuyentes por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).

3. Los que mediante acto administrativo el Secretario de Hacienda del municipal de Barrancabermeja, designe como agentes de retención en el impuesto de industria y comercio.

4. Los intermediarios o terceros que intervengan en operaciones económicas en las que se genere la retención del impuesto de industria y comercio, de acuerdo al reglamento que defina la administración.

Los agentes de retención  efectuarán la retención del impuesto de industria y comercio, cuando intervengan en actos u operaciones que generen ingresos en actividades gravadas para el beneficiario del pago o abono en cuenta.

Las retenciones se aplicarán al momento del pago o abono en cuenta por parte del agente de retención, lo que ocurra primero, siempre y cuando en la operación económica se cause el impuesto de industria y comercio en la jurisdicción del Municipio de Barrancabermeja.

Se establece que no están sujetos a la retención en la fuente a título de industria y comercio:

1. Los pagos o abonos en cuenta que se efectúen a los no contribuyentes del impuesto de industria y comercio.

2. Los pagos o abonos en cuenta no sujetos o exentos.

3. Cuando el beneficiario del pago sea una entidad de derecho público.

Tanto para el sujeto de retención como para el agente retenedor, la retención del impuesto de industria y comercio se causará en el momento en que se realice el pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero.

Entre los artículos 83 a 91  se presenta, tanto el hecho generador, como la base gravable para la liquidación y pago del Impuesto de Avisos y Tableros a que hace referencia el Estatuto Tributario de este municipio.

El artículo 84: define el impuesto de avisos y tableros diciendo que  constituye un impuesto indirecto de carácter complementario al de industria y comercio, que de conformidad con el Artículo 37 de la Ley 14 de 1983, se liquida y cobra a todas las actividades industriales, comerciales y/o de servicios ejercidas en la jurisdicción del municipio de Barrancabermeja.

En el siguiente artículo se confirma que el sujeto activo es el Municipio de Barrancabermeja quien tendrá las potestades tributarias de administración, determinación, control, fiscalización, investigación, discusión, liquidación, cobro, recaudo, devolución e imposición de sanciones.

En el artículo 86 precisa que los sujetos pasivos del Impuesto complementario de Avisos y Tableros, son  las personas naturales, las personas  jurídicas, las sociedades irregulares o de hecho, las comunidades organizadas, las sucesiones ilíquidas, los consorciados, los unidos temporalmente, los patrimonios autónomos, los establecimientos públicos y las empresas industriales y comerciales del orden Nacional, Departamental y Municipal, las sociedades de economía mixta de todo orden, las unidades administrativas con régimen especial y demás entidades estatales de cualquier naturaleza, el Departamento de Santander, la Nación y los demás sujetos pasivos, que realicen el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales, de servicios y financieras en la jurisdicción del municipio de Barrancabermeja, o, que desarrollen una actividad gravable con el impuesto de industria y comercio y coloquen avisos para la difusión, divulgación, publicación o identificación de sus actividades o establecimientos.  Las entidades del sector financiero están sujetas al Impuesto complementario de Avisos y Tableros, conforme a lo establecido en el artículo 78 de la Ley 75 de 1986.

Define y determina que el hecho generador del Impuesto complementario de Avisos y Tableros lo constituye, la difusión o divulgación, a través de los medios masivos de comunicación o la colocación física de avisos o vallas, en la fachada del establecimiento u otros sitios, que tengan como fin dar a conocer la empresa o nombre comercial de que disfruta en su actividad, sus establecimientos, productos, campañas e identificación de marcas.

Que la base gravable para aplicar el Impuesto complementario de Avisos y Tableros, la constituye el impuesto de industria y comercio a cargo del contribuyente, y que su liquidación y pago se debe producir en cada período fiscal, con la correspondiente declaración del impuesto de industria y comercio.

La tarifa establecida es del quince por ciento (15%) sobre el valor del impuesto de industria y comercio a cargo.

5.15 MUNICIPIO DE NEIVA HUILA
El Estatuto Tributario del Municipio de Neiva Huila, decreto 0458 de 1999, nos cuenta en su artículo 10 que el sujeto activo es el Municipio de Neiva y que los sujetos pasivos son los contribuyentes, persona natural, persona jurídica, la sociedad de hecho, la sucesión ilíquida y o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto, la tasa o la contribución, bien sea en calidad de contribuyente, responsable o perceptor; a su vez nos informa que son contribuyentes, las personas respecto de las cuales se realiza el hecho generador de la obligación tributaria; que son responsables o perceptores, las personas que sin tener el carácter de contribuyente, por disposición expresa de la Ley, deben cumplir las obligaciones atribuidas a estos.

Luego en el artículo 41 del mismo Estatuto, nos precisa que en el impuesto de industria y comercio, es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y su complementario de avisos y tableros, la persona natural, jurídica o sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria, incluidas las sociedades de economía mixta y las empresas industriales y comerciales del Estado del orden Nacional, Departamental o Municipal.

Establece en su artículo 40, que el hecho generado del impuesto de industria y comercio lo constituye la realización de actividades industriales, comerciales y de servicios, en el Municipio de Neiva Huila, ya sea que se realicen de manera directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho; sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados; con establecimientos de comercio o sin ellos. 

Nos precisa que tanto el impuesto de industria y comercio, como el impuesto complementario de Avisos y Tableros, comienza a causarse desde la fecha de iniciación de las actividades que son objeto del gravamen.  

Importante la precisión que hace esta norma, al fijar en que momento se considera realizada una actividad industrial, comercial y o de servicios, en la jurisdicción territorial del Municipio de Neiva Huila; establece que ello se presenta cada vez que, en su desarrollo operacional se utilice la dotación e infraestructura del municipio; directamente o a través de sus agencias o en representación de ella y amplia lo anterior diciendo que se ha de entender por dotación e infraestructura del municipio, los recursos físicos, económicos y sociales que en él existen, tales como: servicios públicos, medios de comunicación, instituciones públicas y privadas, el mercado y los factores socioeconómicos que los promueven y desarrollan.

Precisa en el artículo 48 del Estatuto Tributario en análisis, que el contribuyente que realice actividades industriales, comerciales o de servicios en más de un municipio a través de sucursales o agencias constituidas de acuerdo con lo estipulado en el Código de Comercio, o de establecimientos de comercio debidamente inscritos, deberán registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones realizadas en dichos municipios.  Para efectos del impuesto de industria y comercio a pagar en Neiva, podrán descontar de la base gravable los ingresos obtenidos en esos municipios.

Clarifica que se son actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, reparación, manufactura, ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes, y en general todo proceso de transformación por elemental que este sea; igualmente define como actividad comercial las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al menudeo, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código, por la ley o por el estatuto de rentas municipales como actividades industriales o de servicio; finalmente establece que son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: expendio de comidas y bebidas, servicio de restaurante, cafés,. hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, y residencias, transporte y aparcaderos, las formas de intermediación comercial tales como el corretaje, la comisión, los mandatos, la compraventa y la administración de inmuebles, los servicio de publicidad, interventoría, servicio de construcción y urbanización, radio y televisión, el servicio prestado por clubes sociales y sitios de recreación, los servicios que se prestan en salones de belleza y peluquerías, servicio de portería, funerarios, servicios prestados a través de talleres de reparaciones eléctricas, mecánicas automiviliarias, y afines, el lavado, limpieza y teñido, los servicios prestados a través de salas de cine, el arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y vídeo, los negocios de prenderías, servicios de Consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.

Determina igualmente que se entenderá que una actividad de servicios es realizada en el municipio de Neiva, cuando la prestación de dicho servicio, se inicia o cumple en la jurisdicción del territorio municipal de Neiva.

Para los fines de liquidación  de los tributos de impuestos de industria y comercio y sus complementarios, nos ilustra el Estatuto Tributario de Neiva, en cuanto a que no hacen parte de tales ingresos, por ende se deben depurar al momento de la liquidación de los impuestos; el monto total de las devoluciones debidamente comprobadas, el valor de los ingresos provenientes de la venta de activos fijos el valor total de los impuestos recaudados de aquellos productos cuyo precio esté regulado por el Estado, los subsidios recibidos, los ingresos por concepto de exportaciones directas, o a través de sociedades de comercialización internacional o por ventas a zona francas.

En el relación con el impuesto complementarios de avisos y tableros, nos dice el artículo 6 de dicho estatuto, que el Impuesto de Avisos y Tableros autorizado por la Ley 97 de 1913 y la Ley 84 de 1915 en el Municipio de Neiva, y de conformidad con el artículo 37 de la Ley 14 de 1983, se liquidará y cobrará en adelante a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios como complemento del Impuesto de Industria y Comercio; que la base gravable del Impuesto Complementario de Avisos y Tableros, será el valor del Impuesto de Industria y Comercio cobrado por actividades industriales, comerciales o de servicios, incluido el sector financiero y que su monto será el resultado de extractar un quince por ciento (15%), del valor total de lo liquidado por impuestos de industria y comercio.

La anterior definición expresamente citada en el Estatuto Tributario del Municipio de Neiva Huila, hace colegir que el hecho generador de este impuesto de avisos y tableros lo constituye el ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio.
El sistema de retención en la fuente del impuesto de industria y comercio fue creado por acuerdo 038 de 1998; reglamentado por el decreto 418 del mismo año e incorporado al Estatuto Tributario en el artículo 67-1 á  67-18; se determina que la retención en la fuente por los impuestos de industria y comercio, se causará al momento del pago o abono en cuenta, lo que ocurra primero; y establece que los contribuyentes del impuesto de Industria y Comercio, sin domicilio o residencia en jurisdicción del municipio de Neiva, que realicen actividades transitorias que se cumplan durante un mismo periodo gravable, y no estén obligados a matricularse en el Registro de Industria y Comercio, no deberán presentar declaración, siempre que el valor total de sus ingresos en Neiva esté sometido a retención en la fuente por este concepto; que son agentes de retención del impuesto de industria y comercio, todas las entidades de derecho publico y las personas jurídicas que pertenezcan al Régimen Común del impuesto sobre las ventas; las entidades de derecho público y las empresas jurídicas no responsables del impuesto del impuesto sobre las ventas- IVA- y las personas naturales que en el año inmediatamente anterior hayan obtenido ingresos superiores a CUARENTA Y DOS MILLONES DE PESOS ($42.000.000.00) MONEDA CORRIENTE, que realicen el pago o abono en cuenta y que constituya para quien lo percibe ingresos por actividades industriales, comerciales y de servicios sometidos al Impuesto de Industria y Comercio en el Municipio de Neiva.

Lo resaltado, con el objeto de comentar lo que de su interpretación se desprende; se entiende que para estos contribuyentes, la retención en la fuente es considerada por las autoridades tributarias del Municipio de Neiva, como el impuesto total de industria y comercio a pagar.

Se concluye con esta interpretación que quien no posea domicilio ni establecimiento de comercio en la jurisdicción del municipio de Neiva, pero que ocasionalmente o transitoriamente realice operaciones de venta o prestación de servicios dentro de la jurisdicción del municipio de Neiva, SÍ ES SUJETO PASIVO DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO, no obstante no tendrá que declarar y por ende no presentar la correspondiente declaración del impuesto de industria y comercio porque, vía retención en la fuente de ICA, se considerará cumplido ese deber.

5.16 MUNICIPIO DE GIRARDOTA ANTIOQUIA
El último de los Estatutos tributarios municipales y o distritales evaluados en esta muestra, fue el correspondiente al Municipio de Girardota Antioquia,  ACUERDO 049 de 2001, el mismo que define y delimita el estatuto de rentas del Municipio de GIRARDOTA Antioquia y que tiene por objeto exponer claramente y en forma general la composición de las rentas municipales; la determinación, discusión y cobro de los tributos, participantes; contribuciones, regalías y otros ingresos, su administración y control, lo mismo que la regulación del régimen de infracciones y sanciones. 
Como en la generalidad de los entes municipales, el sujeto activo obviamente es el ente territorial, así como a nivel departamental y nacional, siempre el sujeto activo tendrá que ser el Estado a través de esos entes territoriales que lo conforman; el sujeto pasivo es la persona natural o jurídica, incluidas las de derecho público, la sociedad de hecho, la sucesión ilíquida o la entidad responsable del cumplimiento de la obligación de cancelar el impuesto, la tasa,  la regalía, la participación o cualquier otro ingreso establecido en leyes o decretos, bien sea en calidad de contribuyente, responsable o perceptor. 
Define como contribuyentes a las personas, respecto de las cuales se verifica el hecho generador de la obligación tributaria y que  son responsables o perceptores las personas que sin tener el carácter de contribuyentes, deben por disposición expresa de la ley, cumplir las obligaciones atribuidas a éstos.
En el artículo 13 de este Estatuto Tributario se establece que se conoce como impuesto, el valor que el contribuyente debe pagar en forma obligatoria al fisco municipal, sin que el sujeto pasivo tenga por ello derecho a percibir contraprestación individualizada o inmediata; que son tasas, los pagos que una persona natural o jurídica debe hacen ante el fisco, por la prestación de un servicio; es decir las tasas tienen una contraprestación individualizada y es obligatoria en la medida en que se haga uso del servicio; las contribuciones son pagos y recaudos que ingresan al fisco como contraprestación a los beneficios económicos que recibe el ciudadano por la realización de una obra pública de carácter municipal. 

En el artículo 42 del referido estatuto se determina que para el impuesto de industria y comercio así como para el complementario de avisos y tableros, el sujeto activo, es el municipio de Girardota, ente territorial en el que radican las facultades tributarias de administración, liquidación, discusión, investigación, cobro, recaudo y control de los tributos citados; en el siguiente artículo establece que es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y su complementario de avisos y tableros, la persona natural o jurídica o sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria, incluidas las sociedades de economía mixta y las empresas industriales y comerciales del Estado de orden nacional, departamental y municipal. 
En general, de todo lo anteriormente expuesto se puede concluir sin ninguna duda, que el sujeto activo es para todos los eventos relacionado con la tributación, el Estado; el mismo que está representado por la Nación, los Departamentos, los Municipios y Distritos.

A su vez, los sujeto pasivos lo son las personas naturales, las personas jurídicas, con bienes y o ingresos dentro del territorio colombiano o fuera de él pero que, de alguna forma tengan relación con salidas o ingresos de dinero, desde o hacia territorio alguno de Colombia; las sociedades irregulares o de hecho y las sucesiones ilíquidas,  representadas unas y otras por las personas humanas.
El ACUERDO 049 de 2001 Estatuto de Rentas Municipales de Girardota Antioquia, define el hecho generador del impuesto de industria y comercio, en su artículo 41 diciendo que el impuesto de industria y comercio recaerá  en cuanto materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y, de servicios, financieras, generación, distribución, compra venta de energía, servicios públicos domiciliarios y básicos, que se ejerzan o realicen en la jurisdicción del municipio de Girardota Antioquia, bien que se presenten de forma directa o indirectamente por personas naturales, personas jurídicas, por sociedades irregulares o de hecho, por comunidades organizadas, sucesiones ilíquidas, consorcios, uniones temporales, patrimonios autónomos, establecimientos públicos de orden Nacional, Departamental, y Municipal, las sociedades de economía mixta de todo orden, las unidades administrativas con régimen especial y demás entidades estatales de cualquier naturaleza, el Departamento de Antioquia, la Nación; bien que se cumplan en forma permanente u ocasional; en inmuebles determinados; con establecimiento de comercio o sin ellos, dentro de los términos y lineamientos señalados en el presente Estatuto, en la Ley  y en los acuerdos del municipio de Girardota.  Especifica que cuando sean considerados como sujetos pasivos de la obligación tributaria, los consorcios y las uniones temporales, no se gravarán los mismos ingresos en cabeza de los consorciados, o de las personas unidas temporalmente.  Manifiesta y especifica también que si se realizan actividades exentas o no sujetas del impuesto de industria y comercio en el municipio de Girardota, se descontarán del total de los ingresos brutos relacionados en la declaración;  para tal efecto deberán demostrar en su declaración el carácter de exentos, no sujetos o amparados por prohibición, invocando el acto administrativo que otorgó la exención o la norma a la cual  se acojan, según el caso. 
Define las actividades industriales, comerciales y de servicios de forma similar a como son definidas por los demás entes territoriales analizados; para ello determina que son actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, maquila, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes por venta directa o por encargo; que son actividades comerciales las destinadas al expendio, compra-venta o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por el código del comercio, siempre y cuando no estén consideradas por el mismo código o por las leyes vigentes, como actividades industriales o de servicios; que son actividades de servicios todas aquellas dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad, mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: el expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés, hoteles, casa de huéspedes, moteles, amoblados, transportes y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compra-venta y administración de inmuebles; servicio de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, servicio de portería y vigilancia, servicios funerarios, talleres de reparación eléctricas, mecánicas, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamientos de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y video, prenderías, los servicios profesionales prestados a través de sociedades regulares o de hecho, servicios de salud y seguridad social integral, servicios públicos básicos, servicios públicos domiciliarios, telefonía celular, telecomunicaciones, y demás servicios no especificados, o en general toda tarea, labor o trabajo ejecutado por personal natural o jurídica, por sociedad de hecho o cualquier otro sujeto pasivo, sin que medie relación laboral con quien lo contrata, que genere una contra prestación en dinero o en especie y que se concrete en la obligación de hacer, sin importar que en ella predomine el factor material o intelectual.
En el artículo 67 del Estatuto, define el impuesto de avisos y tableros determinando que este impuesto que fue autorizado por la Ley 97 de 1913, y la Ley 84 de 1915, de conformidad con el artículo 37 de la Ley 14 de 1983, se liquidará y cobrará, en el municipio de Girardota, en adelante a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios como complemento del Impuesto de Industria y Comercio; en los artículos subsiguientes dice que  la base gravable del impuesto complementario de Avisos y Tableros, será el valor del impuesto de Industria y Comercio, cobrado por actividades industriales,  comerciales o de servicios, incluido el servicio que presta el  Sector Financiero; que la tarifa será del quince por ciento (15%) del valor del impuesto de industria y comercio; que las personas naturales, jurídicas o sociedades irregulares o de hecho, bajo cuya dirección o responsabilidad se ejerzan actividades gravables con el impuesto de industria y comercio y su complementario  de Avisos y Tableros deben registrarse; obtener la matrícula en la Unidad de Rentas, dentro de los treinta (30) días siguientes a la iniciación de sus actividades, suministrando los datos que se le exijan en los formularios, pero en todo caso el impuesto se causará desde la iniciación de las mismas.  

El sistema de retención en la fuente es simple y lo presenta en el artículo 44 de este mismo estatuto diciendo que con relación con los impuestos de Industria y Comercio y Avisos y Tableros administrados por la tesorería Municipal son agentes de retención los establecimientos públicos del orden Nacional, Departamental, y Municipal; las sociedades de economía mixta de todo orden, las unidades administrativas con régimen especial y demás entidades estatales de cualquier naturaleza, el Departamento de Antioquia, la Nación, el Municipio de Girardota y demás entidades estatales de cualquier naturaleza jurídica con jurisdicción en el Municipio de Girardota.  No otorga facultad de agentes de retención a las personas naturales o jurídicas de orden privado o particular.
Establece que se deberá hacer la retención del impuesto de industria y comercio, por parte de los agentes de retención anteriormente definidos,  a todos los sujetos pasivos de este impuestos, en el municipio de Girardota, ya sea el sujeto pasivo persona natural, persona jurídica o sociedad irregular o de hecho; bien sea que la actividad gravada se realice, presente o cumpla en forma permanente u ocasional; en establecimientos de comercio definidos o sin ellos.

VI. JURISPRUDENCIA, DOCTRINA Y HERMENEUTICA
A continuación se presentan varios extractos de Jurisprudencia y doctrina, expuestas por las Altas Cortes y algunos doctrinantes, respecto de lo que a su buen criterio ocurre en la materia de aplicación e interpretación por los Concejos, Alcaldes y funcionarios fiscalizadores, en los territorios en los cuales tienen aplicación los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, al igual que las retenciones en la fuente por ICA que mediante el sistema de retención en tales territorios se han implementado.
Se trae a colación y para análisis, los impuesto de avisos y tableros y las retenciones del impuesto de industria y comercio; conceptos impositivos que están íntima y directamente, vinculados con los impuestos territoriales, municipales y distritales, del impuesto de industria y comercio. Veamos porque:
El impuesto de avisos y tableros, creado mediante la Ley 97 de 1913 y reafirmado en el artículo 200 del Decreto Ley 1333 de 1986, establece que dicho impuesto es complementario del impuesto de industria y comercio y que se liquidará a la tarifa del quince por ciento (15%), sobre el valor total bruto del impuesto de avisos y tableros.
No obstante esta concreta disposición, también estableció la ley y el decreto ley, que el hecho imponible lo sería la postura, fijación, exhibición, anuncio, etc. de avisos, vayas, tableros, pancartas, volantes, etc. en vías públicas o de dominio público, en vehículos, y demás espacios desde los cuales se puedan visualizar tales avisos.

Admitiéndose una clara definición del hecho generador del impuesto de avisos y tableros, pero como la base gravable para este impuesto, lo constituye el mismo impuesto de industria y comercio, algunos  municipios y distritos, siendo que no se cumple el hecho generador, obligan al contribuyente; por ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, a liquidar y pagar el impuesto complementario de avisos y tableros.  Cómo? Simple; el formulario de declaración del impuesto de industria y comercio, trae un renglón que de manera expresa manda liquidar un quince por ciento (15%) del valor del renglón del impuesto bruto de industria y comercio.
Significa lo anterior, que también por el impuesto territorial municipal y distrital, de avisos y tableros, complementario del impuesto de industria y comercio, se tributa en más de una oportunidad y en veces también se tributa sin ser sujeto pasivo de dicho impuesto ya que no se configura el hecho generador del mismo.

Con relación a las retenciones del impuesto de industria y comercio, sí que se presentan novedades críticas, pues la gran mayoría de municipios del país, han establecido quiénes son sujetos responsables de practicar las retenciones del impuesto de industria y comercio.
Algunos municipios, como se muestra en los acuerdos y estatutos tributarios que se trajeron a colación, determinan que son sujetos responsables de hacer las retenciones por ICA, todo aquel que sea sujeto pasivo de los impuestos en ese territorio, o que no siendo sujeto pasivo de tales impuestos, posea establecimiento, oficina, sucursal, etc. en el municipio o distrito de que se trate; o que haya sido declarado sujeto responsable de practicar las reteicas por el mismo municipio; o que sí por normas vigentes es responsable retenedor en materia de los impuestos administrados por la Dirección de Impuestos Nacionales DIAN , también lo será en ese municipio; etc. Implica lo anterior que quien es obligado a practicar retención en la fuente por RENTA y  tiene establecimiento, domicilio, oficina, sucursal, etc. en el municipio de que se trate, por el sólo hecho de realizar una compra de mercancía o servicio, deberá practicar retención por ICA a aquél a quien le haya comprado; independientemente que este último sea o no sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en ese municipio o distrito.
Quienes así tienen que proceder, realizan retenciones en la fuente por ICA, tanto a personas que son sujetos pasivos de los impuestos de industria y comercio, como a personas que no lo son.  

Cuando se les practican retenciones por ica a personas que no son sujetos pasivos de tales impuestos;  a estos últimos sólo les quedan dos opciones; una, tener que aceptar pagar y generar mayores gastos que afectarán sus operaciones financieras del ejercicio, (doble pago del ICA); o solicitar del municipio o distrito se les haga devolución de todos los valores retenidos por impuestos sobre los cuales no son sujetos pasivos en ese municipio o distrito.  Habrá que ver cuál es la reacción del ente administrativo fiscalizador; si de admitir o de rechazar la solicitud de devolución, caso en el cual el supuesto sujeto pasivo del ICA deberá agotar la vía gubernativa para luego acudir a la jurisdicción administrativa donde se espera se dirima el conflicto a su favor.
Explicado y justificado lo expuesto, tanto por las retenciones del ICA, como por los impuestos de avisos y tableros, veamos algunas de las jurisprudencias y doctrina  existentes al respecto:
6.1 HECHO GENERADOR DEL IMPUESTO DE AVISOS Y TABLEROS
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 

radicación 7485, de mayo 17 de 1996.

“El Tribunal Administrativo de Cundinamarca denegó las súplicas de la demanda por considerar, con fundamento en la sentencia del Consejo de Estado de marzo 3 de 1994, Expediente 4548, que la actividad de la sociedad actora encaja dentro de las definidas por el Código de Comercio, ordenamiento al cual se acude por remisión expresa de los artículos 35 de la Ley 14 de 1983 y 8° del Acuerdo 21 del mismo año.

En cuanto al impuesto de avisos y tableros, afirmó que dicho gravamen complementario se causa siempre que se tenga la calidad de sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, independientemente de la existencia o no de avisos al público.” 

Subrayado fuera del texto original para exponer y  mostrar la concepción que incluso magistrados de altas esferas como lo es el mismo Tribunal Administrativo de Cundinamarca exponen en sus fallos. 

Interpretación conceptual sobre el hecho generador del impuesto de avisos y tableros que refleja un criterio completamente contrarios a lo estipulado por la ley y las mismas sentencias del Consejo de Estado. 

Se deduce de esta sentencia que para Este Tribunal, hasta la fecha de esta sentencia del Consejo de Estado, el hecho generador del impuesto de avisos y tableros era el ser sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y no el de la postura, fijación, exhibición o colocación de avisos y tableros en el espacio público. 

En la misma sentencia anterior, pero ahora lo manifiesta el honorable Consejo de Estado; su Sección de lo Contencioso Administrativo, sala Cuarta, contradice lo expresado por el Tribunal y en su defecto cita lo en otras reiteradas sentencias aseverado:  “En relación con este gravamen la Sala en forma reiterada ha precisado que el Impuesto de Avisos y Tableros, tiene una definición propia y por lo mismo la imposición no deriva del desarrollo de la actividad industrial, comercial o de servicios, sino de la colocación de avisos en la vía pública, coches, estaciones de ferrocarriles, cafés y establecimientos públicos, como lo señalaron las Leyes 97 de 1913, en su Artículo 1º literal k) y 84 de 1915 Artículo 1º…” El hecho de otorgarle carácter complementario al impuesto de industria y comercio para efectos de liquidación y cobro, no le quita su calidad de autónomo, diferenciado de aquél.  De lo anterior se deduce que aun cuando la actora sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, en la medida que expresa que no utilizó el espacio público para colocar avisos y tableros, negativa indefinida no controvertida por la demandada, no está obligada al pago del impuesto complementario de avisos.”

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 

radicación  8710 de  febrero de mil novecientos noventa y ocho (1998); materia impuesto de avisos y tableros. 

“Ahora bien,  el impuesto de avisos y tableros, tiene como hecho generador, la colocación de vallas, avisos y tableros, en el espacio público, entendiendo por éste   ". . . el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas, que transcienden, por tanto, los límites de los intereses individuales de los habitantes”, tal como reza el artículo 5 de la Ley 9 de 1989,  y es sujeto pasivo del mismo, quien realiza cualquiera de las actividades comerciales, industriales y de servicios, y utiliza el espacio público para anunciar y difundir propaganda acerca de su actividad industrial, comercial o de servicios, mediante la colocación de vallas, avisos o tableros   (Artículos 1o literal K) Ley 97 de 1913, 37 de la Ley 14 /83).

Si bien el impuesto de avisos y tableros es complementario del de industria y comercio, esta circunstancia no implica de suyo que al generarse el impuesto de industria y comercio, se genere también el de avisos y tableros, pues, como lo ha precisado y reiterado la Sala, el hecho de que la  Ley 14 de 1983, dé al impuesto de avisos y tableros  el carácter de impuesto complementario del de industria y comercio, para efectos de su liquidación y cobro, no le resta su calidad de impuesto autónomo y diferenciado de éste.”

6.2 PRIMERA INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL
A continuación traigo apartes del litigio entre la empresa  P.Q.P. S.A. para la cual he laborado durante los últimos veinticinco años y el Distrito Capital de Bogotá.
El Distrito capital, mediante diferentes actos oficiales, pretendió que Productos Químicos Panamericanos S.A. tenía que pagar unos impuestos de industria y comercio, por el año gravable 1996, en cuantía mucho superior a aquellos que bimestralmente estuvo declarando y pagando; la razón expuesta por la Administración Tributaria del  Distrito Capital fue que: P.Q.P S.A. sólo declaraba y pagaba por las ventas que de forma directa hacía desde los establecimientos de comercio domiciliados o ubicados en el territorio del Distrito Capital; que además tenía que tributar, y pagar los impuestos por ICA, sobre las ventas a todas las personas domiciliadas en el Distrito Capital, independientemente que las mismas fuesen realizadas desde otro establecimiento, factoría o dependencia, con sede en municipio o distrito diferente. 
No habiéndose discutido en la vía gubernativa con la Administración Tributaria del Distrito Capital; ni enfrentado el litigio hasta su finalización en el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, habría implicado tributar doblemente; una vez en los lugares territoriales donde se produjo y vendió, por actividad industrial; y otra vez por solicitud impuesta por el Distrito Capital de Bogotá, por actividad comercial.
Veamos el origen y desarrollo del litigio en comento:  

La empresa P.Q.P. S.A posee establecimientos de comercio en Bogotá  D.C. y desde esos establecimientos de comercio efectúa ventas en forma directa a clientes, cuyo domicilio social es el Distrito Capital; pero también la empresa P.Q.P. S.A. realiza ventas desde las plantas de producción, ubicadas en otros municipios, a clientes domiciliados en el Distrito Capital.  Dichas ventas se encuentran debidamente contabilizadas e identificadas en el centro de costos correspondiente a la planta desde donde se fabrica y despachan los bienes.
Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Proceso 11001232700020001244. Demandante PRODUCTOS QUIMICOS PANAMERICANOS  S.A  Demandado Bogotá, Distrito Capital.
Impuestos de industria y comercio, avisos y tableros bimestres 2,3,4,5 y 6 del año gravable 1996.

La demandante poseía, desde el año 1980 y para aquellos períodos, varios establecimientos de comercio en el Distrito Capital y en ellos distribuyó y vendió mercancías producidas en sus fábricas ubicadas en otros municipios del país, distintos de Bogotá.

Por las ventas efectuadas desde esos establecimientos de comercio, presentó declaración de impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, y pagó los correspondientes tributos en todos los años de sus operaciones y muy especialmente los correspondientes a los períodos inspeccionados por las autoridades distritales y que fueron objeto del litigio evaluado.

En los municipios donde posee sus fábricas, presentó y continúa presentando, las declaraciones de impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, teniendo como base las ventas que desde esas plantas se efectúan, independientemente que la mercancía llegue a un cliente, distribuidor, o consumidor final.

Los funcionarios fiscalizadores, en su visita a los establecimientos de comercio ubicados en Bogotá Distrito Capital y por requerimientos que hicieron a clientes de la empresa, domiciliados en Bogotá D.C., obtuvieron información de que Productos Químicos Panamericanos S.A. les vendió, no solo en los períodos objeto de investigación, sino desde tiempo atrás, mercancías que ellos consumían como insumos en la industria química.

Con lo anterior se dio inicio al proceso de discusión de los tributos, en donde el Departamento de Impuestos de Industria y Comercio de Bogotá Distrito Capital, pretendió durante todo el litigio, que el contribuyente debía pagar el impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, por los bimestres investigados, y seguir declarando y pagando estos impuestos, sobre la totalidad de las ventas realizadas dentro de la jurisdicción del territorio de Bogotá D.C. independientemente de que su fabricación fuese efectuada en otros territorios municipales o distritales.  Concluyeron los funcionarios de impuestos distritales, al Resolver el Recurso de Reconsideración, “Resolución 079 de mayo 9 de 2000” que para el caso en discusión, el industrial y contribuyente Productos Químicos Panamericanos S.A.  debía pagar el impuesto por industria en el municipio donde fabricaba sus bienes y en el Distrito Capital, sobre las ventas puestas en el territorio de la jurisdicción de Bogotá, por el concepto de comercio.  Manifiestan que “No sobra precisar, como lo hizo la Corte Suprema de Justicia en su sentencia de exequibilidad del 17 de octubre de 1991, que el ingreso industrial, es el proveniente de la comercialización de la producción, realizada directamente por el industrial, dentro o fuera del municipio de la sede fabril, al consumidor o a mayoristas, minoristas o detallistas, que hacen llegar el producto al consumidor pero sin que dicho industrial posea infraestructura o establecimiento comercial para tal efecto. En tanto que los ingresos comerciales son los realizados por el mismo productor o por comerciante común a través de un establecimiento mercantil de su propiedad”.

En este proceso se agotó la vía gubernativa, una vez producida la Resolución 079 de mayo 9 de 2000, emitida por el Grupo de Recursos Tributarios de la Subdirección Jurídico Tributaria de la Dirección Distrital de Impuestos.

Ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca se presentó la correspondiente Demanda de Nulidad y de restablecimiento del derecho, la misma que fue contestada por el apoderado del Distrito Capital de Bogotá y su argumento lo basó en que el artículo 25 de Decreto Distrital 423 de 1996 el que define el hecho generador del impuesto de industria y comercio como “el ejercicio o realización directa o indirecta de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios, en la jurisdicción del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, ya sea que se cumplan de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado, con establecimiento de comercio o sin ellos”.  Continúa el apoderado del Distrito Capital en su exposición diciendo que  “…Si el proceso de venta de los productos y su entrega se efectúan en Bogotá, sin importar si el despacho de la mercancía, pago o la facturación, se realizan en otras jurisdicciones, dicha operación se entenderá desarrollada y consecuentemente gravada con el Impuesto de Industria y Comercio en esta jurisdicción puesto que es el Distrito Capital el lugar en donde se realiza el hecho generador del impuesto, la materia imponible del mismo (la comercialización).”  Finalmente concluye el señor apoderado del Distrito Capital, que no se puede afirmar la existencia de doble tributación, pues esta se entiende cuando se cobra más de una vez un mismo impuesto, sobre una misma actividad, y para el caso, el municipio de la sede fabril estaría cobrando el correspondiente impuesto de industria por la fabricación en el territorio de su jurisdicción y el Distrito Capital lo esta exigiendo se pague el impuesto sobre la actividad comercial por la puesta o colocación de productos a terceros domiciliados, sujetos pasivos en la jurisdicción del Distrito Capital de Bogotá.

PQP en su argumentación, expuso y demostró con fallos del Consejo de Estado que al Ente Distrital no le era dable  la razón, pues en variadas y reiteradas sentencias, se había concluido por el Alto Tribunal, litigios similares a favor del contribuyente accionante. 
Del estudio de la demanda y restablecimiento del derecho invocado por el accionante PQP, El Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, su Sección Cuarta, trae a colación su fallo 9017 de diciembre 13 de 1996, Expediente 8017 donde el actor fue SUCESORES DE JOSÉ DE JESUS RESTREPO Y CIA. providencia en la cual expuso que del texto del artículo 77 de la ley 49 de 1990, se deduce con claridad que el impuesto de industria y comercio sobre la actividad industrial debe ser cancelado en la ciudad de la sede fabril, teniendo como base los ingresos por la totalidad de las ventas realizadas sobre esa actividad, no importando para ello el lugar de la entrega de las mercancías; precisa que la Corte Suprema de Justicia, al pronunciarse sobre la exequibilidad del artículo 77 de la ley 49 de 1990 dijo “…Es que la sustancial modificación introducida por el artículo 77 en cita, consistió, precisamente, en que, ante el municipio de la sede fabril, ya no es admisible la prueba de la comercialización de la producción en municipios diferentes, sino que es a éstos a los que se les debe probar que los bienes o productos vendidos en sus territorios, son fabricados o manufacturados por el vendedor y sobre los mismos se ha pagado el gravamen sobre la actividad industrial. Esto obviamente con el propósito de que, como lo dice la Corte, no se liquide otro impuesto sobre la misma base gravable”.

Quiere decir la Corte Suprema de Justicia, y por conclusión la Sección Cuarta del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, que no se cumple, ni legal, ni completa, ni satisfactoriamente con la obligación de tributar, en el municipio donde se halla instalada la fábrica; si se expone y argumenta que en el municipio donde se fabrica, se declaró y pagó con base en las ventas desde allí realizadas.

No.  En el municipio donde se encuentra la fábrica, se debe declarar y pagar el impuesto de industria y comercio, por la actividad industrial, sobre la totalidad de las ventas de los productos fabricados; bien que estos se facturen desde ese municipio o desde otro establecimiento comercial del mismo industrial, no obstante dicho establecimiento comercial se halle ubicado en otro distrito o territorio municipal diferente.

Pero adicionalmente, se esclarece, colijo yo, que no se tiene que declarar ni pagar impuestos de industria y comercio, por la actividad comercial, por las ventas de productos fabricados por un industrial; ventas realizadas o comercializadas en otros municipios, en donde posea establecimientos de comercio.  Si así fuere, el industrial estaría pagando doble tributo: uno por la actividad industrial en el municipio donde produce y otro por la actividad comercial, en el municipio o municipios y distritos donde comercializa la producción.  De allí la máxima “El industrial produce para comercializar; la actividad inicia con la fabricación y finaliza con la venta”
Finalmente, la Sección Cuarta, del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, declaró no probadas las excepciones propuestas por el apoderado de la parte demandada, anuló toda la actuación administrativa y declaró en firme las declaraciones de los impuestos de industria y comercio y avisos y tableros objeto de la litis.

La misma empresa para la cual laboro, recibió varios emplazamientos para declarar; de varias secretarias de hacienda municipal, de municipios tales como Villeta Cundinamarca, años gravables 1996, 1997, 1998, 1999  y  2000; de Ciénaga, Magdalena, períodos bimestrales tres(3), cuatro(4), cinco(5) y seis(6) del año gravable 2001; Ciénaga Magdalena, períodos uno(1), dos(2), tres(3), cuatro(4), cinco(5) y seis(6) del año gravable 2002; Barrancabermeja, Santander, año gravable 2003; Soledad Atlántico, períodos uno(1), dos(2), tres(3), cuatro(4), cinco(5) y seis(6) del año gravable 2006; Ibagué Tolima, año gravable 2005; entre otros.

Los anteriores entes municipales pretendían que la sociedad para la cual laboro declarara y pagara los correspondientes impuestos de industria y comercio, por las ventas que a terceros domiciliados en dichos territorios  había efectuado en los períodos gravables referidos; so pena de iniciar proceso administrativo de cobro. 

La argumentación generalizada de los funcionarios fiscalizadores de estos municipios, fue que, “producto del resultado de la circularización a empresas domiciliadas en la jurisdicción territorial” para que informaran nombres y apellidos o razón social y Nit, dirección, ciudad y teléfono,  tanto de proveedores,  como de clientes; se había detectado que Productos Químicos Panamericanos S.A. era un remiso en el cumplimiento de la obligación tributaria, en materia de impuestos de industria y comercio y sus complementarios de avisos y tableros; que de no proceder con lo pedido en el emplazamiento, se aplicaría lo dispuesto en los artículos 643 y 715 del Estatuto Tributario Nacional, los mismos que se refieren a la sanción por no declarar, y a la liquidación de aforo, respectivamente.

La empresa para la cual laboro, y  yo como responsable de la elaboración de las declaraciones y además responsable de la presentación de las respuestas a requerimientos oficiales; también de manera casi idéntica, presentó una respuesta generalizada cuyo contenido fue del siguiente tenor:

Ciudad y fecha

Doctor(a)

xxxxxxx

Secretario(a) de Hacienda Municipal

ALCALDIA MUNICIPAL DE xxxx.

Ciudad destino.

Oficio respuesta……………………………………………Nro………………

Asunto: Emplazamiento número xxx de fecha xxx relacionado con Impuesto de Industria Comercio y avisos y tableros, años o períodos gravables xxxxxx.

Encontrándome dentro del plazo otorgado por su Despacho para dar respuesta al Emplazamiento del asunto, informo:

Primero-. PRODUCTOS QUIMICOS PANAMERICANOS S.A. es una sociedad anónima, legalmente constituida bajo las leyes de la República de Colombia; con número de identificación Tributaria 860.042.141-0 domiciliada en la calle  5A   89-93 Edificio Centro de Trabajo Corfín de la ciudad de Medellín. 

Segundo-. PRODUCTOS QUIMICOS PANAMERICANOS S.A. posee: legalmente inscritas y registradas en Cámaras de Comercio Plantas de Producción y Comercialización denominadas sucursales, en las ciudades de Santa Fe de Bogotá (Plantas de Producción y Comercialización en los municipios de Tocancipá y Sibaté); Barranquilla, Jamundí –Valle- y Girardota Antioquia.

Posee también establecimientos de comercialización, denominados Químico Tiendas en los municipios de Medellín, Santa Fe de Bogotá, Girardot, Santiago de Cali, Pereira, Amagá Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, Sincelejo, Apartadó, Amagá, Rionegro, Yumbo, Santa Fe de Antioquia. xxxx 

Tercero-.  En cada una de las ciudades en donde se encuentran instaladas las plantas de producción y comercialización, así como en cada municipio en donde se hallan los establecimiento de comercio denominados Químico Tienda, se han presentado oportunamente y acorde con la legislación vigente, en materia de Impuestos de Industria, comercio, avisos y tableros, todas las declaraciones correspondientes a este impuesto y en las fechas que a cada municipio le ha correspondido, según los planes y programas establecidos por el correspondiente Consejo Municipal.
Todo lo anterior, atendiendo a los innumerables pronunciamientos de las Altas Cortes Colombianas, entre los cuales transcribo los más recientes fallos:

La Corte Suprema de Justicia se vale del análisis que efectuó, conjuntamente al artículo 33 de la Constitución Nacional y al artículo 77 de la Ley 49 / 90 para señalar que el industrial emprende su actividad con el objetivo de obtener una ventaja lucrativa que puede darse o no darse y que la misma se materializa por medio de la última etapa del proceso productivo, cual es la venta de las mercancías fabricadas.

En sentencia que no tuvo salvamento de voto, la Sección Cuarta de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, reiteró su posición según la cual, el industrial que comercializa sus bienes en un municipio distinto al de la sede fabril, no pierde por ello su calidad de industrial. En virtud de lo anterior, dicho industrial paga el impuesto de industria y comercio, únicamente en el municipio de la sede fabril, puesto que la actividad industrial comprende necesariamente la comercialización de los bienes producidos, y no puede ser calificada como actividad comercial aquella que ya fue definida como actividad industrial  (Sentencia de febrero 18 de 2000 expediente N°.9640).   subrayas nuestras.

Para el caso de la sociedad Productos Químicos Panamericanos S.A, las ventas de cada planta de producción son identificadas contablemente y como tal se distinguen las operaciones realizadas por las facturas de venta como última etapa del proceso de producción para esa planta. Sobre esa operación se tributa en el municipio donde se halla ubicada la planta correspondiente.

Cita también la Corte Suprema de Justicia en su análisis que “El fabricante con sus propios recursos asume el ejercicio de la actividad comercial creando la infraestructura requerida tales como puntos de ventas, locales, almacenes o establecimientos de comercio y que sobre dichas operaciones tributará en el municipio donde actúa como tal”

La Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en providencia de noviembre 6 de 1998, Expediente 9017 

Consejero Ponente doctor Delio Gómez Leyva, en sentencia que no tuvo salvamento de voto, determinó que “... Tal como puede observarse, para el Distrito Capital, los ingresos generados en la actividad industrial, son los generados por la venta de los bienes producidos en el Distrito, con independencia del lugar de destino de los mismos, y si la comercialización se realiza directamente por el fabricante, o a través de establecimientos de comercio de su propiedad, pues la modalidad que se adopte para la comercialización de los bienes producidos en el Distrito Capital no fue prevista por el legislador especial como elemento para clasificar la actividad como industrial o no, lo que quiere decir, que en el Distrito Capital no es admisible normativamente la supuesta distinción entre industrial puro e industrial comerciante”

“Por otra parte, el numeral 3 del artículo 154 de decreto 1421 de 1993, se refiere es a la actividad comercial y de servicios, y no a la actividad industrial cuando el industrial comercializa su producción a través de establecimientos de comercio, pues esta modalidad, al igual que el industrial que comercializa su producción directamente, encuadra en el numeral 2 del artículo 154 ibídem, dado que, se reitera, las variantes empleadas en la comercialización de bienes cuya sede fabril es Santafé de Bogotá, no inciden en la modificación de la actividad industrial, que por tanto, permanece incólume.” 

En virtud de lo anterior, es viable concluir que la sentencia mencionada, no obstante analizar un caso en el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, contiene precisiones que son susceptibles de aplicar en todo el país. Así las cosas, se concluye con la sentencia del Consejo de Estado que el Industrial que comercializa sus productos, directamente o a través de sus propios establecimientos de comercio, ejerce una única actividad, cual es la industrial y por ende sólo debe tributar en el municipio donde se encuentre ubicada la sede fabril.

El Consejo de Estado en Sentencia de enero 22 de 1999, reitera la jurisprudencia en el sentido de considerar que el contribuyente debe tributar por impuesto de industria y comercio en los municipios donde desarrolle actividades industriales o comerciales. Precisa este Organismo que las actividades de promoción y recepción de pedidos de compra dentro de un municipio, no constituyen actividades de comercio y por lo tanto no darán lugar al pago del impuesto de industria y comercio en ese municipio. La transferencia del derecho de dominio, configura la venta y por lo tanto, solamente desde el lugar de despacho se entiende desarrollada la actividad comercial.  Subrayado nuestro.

Cuarto.- Por todo lo anteriormente expuesto, la Sociedad PRODUCTOS QUIMICOS PANAMERICANOS S.A. no es sujeto pasivo del impuesto de Industria y comercio y avisos y tableros, en ese municipio;  como tal no le obliga presentar declaración, ni liquidar y pagar los presuntos impuestos de Industria y Comercio, y sus Complementarios de avisos y tableros, pues no ejerce objeto social ni actividad mercantil impositiva alguna, en forma directa ni a través de establecimiento comercial alguno de su propiedad en esa jurisdicción territorial.

Esperamos haya quedado suficientemente ilustrado y aclarada la novedad, según la cual, la sociedad que apodero, no debe ser consideraba por las autoridades tributarias del municipio de xxxxx, como sujeto pasivo de los impuestos sobre actividad mercantil alguna, en dicho territorio.

Adjunto Certificado de Cámara de Comercio de la ciudad de Medellín, domicilio principal y de la Sucursal de PRODUCTOS QUIMICOS PANAMERICANOS S.A. de la ciudad de xxxx
Atentamente,

LAUREANO DE J. MORALES GALLEGO

Apoderado General Productos Químicos Panamericanos S.A

De la respuesta dada por PQP a todos los emplazamientos enviados por los municipios citados; respuesta que fue radicada en los términos antes expuestos, no se volvió a conocer ninguna actuación tributaria oficial adicional. 

Supuesto: el acto administrativo fue satisfactoriamente respondido, lo que debió haber producido en la Administración tributaria municipal, la decisión de anular o archivar el expediente recién generado. 

Otro caso.
Sentencia Consejo de Estado, Actor Aluminio Reynolds Santo Domingo, Expediente 7175 fallado en septiembre 1 de 1995.

Sentencia Consejo de Estado, Actor Laboratorios Rymco, Expediente 8551, fallo de febrero 13 de 1998.

En las citadas anteriores sentencias, los consejeros arribaron a una conclusión uniforme y fue que en tratándose del desarrollo de la actividad comercial en varios municipios; el lugar de tributación de la actividad industrial; la territorialidad del impuesto de industria y comercio y la base gravable, se resumiría de la siguiente forma: 
“Tratándose de personas que realicen actividades sometidas al impuesto de industria, comercio y avisos en varios municipios, a través de sucursales o agencias o de establecimientos de comercio debidamente inscritos, el artículo 1( del Decreto 3070 de 1983, dispone la obligación de registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones realizadas en dichos municipios, señalando que "tales ingresos constituirán la base gravable". 
Quiere decir, que quien ejerce actividad comercial en municipio distinto a donde ejerce su actividad industrial, debe tributar allí sobre esa actividad y que ese municipio está legitimado para liquidar y cobrar el impuesto en relación con las ventas realizadas en su jurisdicción, siempre y cuando se cumplan los presupuestos previstos en la misma norma. 
Cosa distinta ocurre cuando la actividad desarrollada por el sujeto pasivo corresponde a la industrial, y la comercialización de la producción se realiza desde su sede fabril a distintos municipios. En este evento la base gravable estará conformada por la totalidad de los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción y dada la característica de territorialidad del impuesto de industria, comercio y avisos, es el municipio donde se desarrolla la actividad industrial, la entidad legitimada para exigir la liquidación y pago del impuesto, así como el registro del responsable.

  “…siendo la materia imponible de este impuesto la actividad comercial, industrial o de servicios, lo relevante es determinar en donde realiza esa actividad el sujeto pasivo no en donde se entiende realizada la venta. Porque la venta es el hecho generador o manifestación externa del hecho imponible y a la vez elemento constitutivo de la base gravable y la territorialidad del tributo se predica de la materia imponible, no del hecho o base gravable.”   Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Actor Laboratorios Rynco, Radicación expediente 8551, febrero 13 de 1998.

Otro caso.
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente radicación 8017 de Diciembre 31 de 1996, Actor Sucesores de José de Jesús Restrepo y Cía S.A. Demandado el Municipio de Manizales, Secretaría de Hacienda Municipal

El Consejo de Estado trae a colación lo sentenciado por la Honorable Corte Suprema de Justicia acerca de la exequibilidad del artículo 77 de la ley 49 de 1990 y cita:

“Finalmente, la Corte Suprema de Justicia, en la interpretación que hace del cuestionado artículo 77 de la Ley 49 de 1990, al pronunciarse por su exequibilidad, plantea las hipótesis del productor que, dentro o fuera de la sede industrial, vende directamente sus productos al consumidor o a un distribuidor mayorista o minorista, “siempre que ello no constituya en sí mismo ejercicio de actividad comercial”; y del productor que, dentro o fuera de la sede industrial, distribuye sus productos, a través de su propia infraestructura comercial, dotada de “puntos de fábrica, almacenes, locales (y) establecimientos de comercio...”.

En la primera hipótesis, añade la Corte, el productor despliega, “una inequívoca actividad industrial”, cuyo objetivo es, “colocar su producción”, caso en el que si la venta se realiza tanto en el municipio de la sede industrial, como en uno diferente, tributa en el primero de éstos, sobre los ingresos brutos obtenidos en ambos, “siéndole vedado al segundo municipio (...), ejercer la potestad tributaria sobre la actividad industrial” (destacados fuera de texto).

En la segunda, que, al decir de la Corte, “difiere substancialmente” de la primera, el tributo tendría que satisfacerse en los municipios en los que realice las ventas, sobre el promedio mensual de ingresos brutos determinado, conforme a los artículos 195 y 196 del Decreto 1333 de 1986.

Si las dos hipótesis se dieran simultáneamente, en un mismo municipio, esto es, explica la Corte, que el empresario actuara como industrial y comerciante, “responderá en un caso como fabricante, habiendo de pagar el impuesto de industria y comercio únicamente en el municipio de la planta y como empresario industrial no puede ser gravado en municipio distinto; y en otro caso, como comerciante, tributará solamente al municipio en donde cumple la actividad de mercadeo, y que puede ser el mismo de la sede fabril, u otro municipio, si en cada uno de estos entes territoriales o en alguno de ellos actúa como comerciante, y sin que en ningún caso se grave al empresario industrial más de una vez sobre la misma base gravable...”.

Otro caso.
Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Junio 7 de 1996 Expediente 7670, Actor Duncan S.A. Demandado Municipio de Medellín.

Se establece por el Tribunal Administrativo de Antioquia y por el mismo Consejo de Estado, al pronunciarse sobre la Demanda de nulidad y Restablecimiento del Derecho, que el hecho generador no es el consumo de bienes y servicios sino la ejecución de actividades industriales, comerciales y de servicios y por otra parte determinan que el sujeto pasivo del gravamen, no se sitúa en el lugar de consumo sino en el lugar en donde se realice la actividad gravada.

La apoderada del Municipio de Medellín al apelar la sentencia del Tribunal, fundamenta su recurso exponiendo  teorías acerca del contrato de compraventa, filosofía y territorialidad del tributo, para concluir que las venta efectuadas desde Barranquilla a clientes domiciliados en Medellín deben tributar en Medellín, porque tales ventas se entienden perfeccionadas en esta ciudad conforme con lo establecido en el Artículo 1857 del Código Civil.

Que además las circunstancias de orden fáctico y jurídico, determinan la sujeción de la sociedad al impuesto de industria y comercio en Medellín, porque indudablemente, es en esta ciudad donde obtiene los ingresos por la venta de su producción, ya que es en ella en donde se hace publicidad al producto y se utilizan las edificaciones, servicios públicos, calles, avenidas, en fin, la infraestructura y el recurso humano para los voluminosos pedidos que significan elevados ingresos para la Compañía.

El ministerio público, representado por la Procuraduría Octava Delegada ante la Corporación, pide la confirmación de la sentencia considerando que el Artículo 1º del Decreto 3070 de 1983 dispone que los contribuyentes que realicen actividades industriales, comerciales o de servicios en más de un municipio, a través de sucursales o agencias, constituidas de acuerdo con lo definido por los Artículos 263 y 264 del Código de Comercio o de establecimientos de comercio debidamente inscritos, deberán registrar su actividad en cada municipio y llevar registros contables que permitan la determinación del volumen de ingresos obtenidos por las operaciones realizadas en dichos municipios y que tales ingresos constituirán la base gravable.

Precepto del que deduce que “quien ejerce actividad comercial en un municipio diferente de aquél en donde ejerce la actividad industria, debe pagar en ese municipio los impuestos que correspondan sobre las ventas realizadas en ese municipio como comerciante.  Que la sociedad actora no posee ni sucursales ni agencias en la ciudad de Medellín; ni establecimiento de comercio alguno desde el cual se desarrolle actividad comercial o mercantil alguna; por esta razón pide se confirme la sentencia proferida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Antioquia.

El Consejo de Estado expresa que de aceptar la tesis de la apoderada del municipio de Medellín, implicaría gravar con el impuesto de industria y comercio, absolutamente en todo municipio o distrito de Colombia, la totalidad de las empresas cuyos productos se consumen en tales jurisdicciones municipales o distritales, incluidas las ventas efectuadas por sociedad en el extranjero, que escapan obviamente a la actividad impositiva del Estado Colombiano.

Cita también la alta Corporación, que “distinto es el caso de las empresas que mediante un establecimiento de comercio realizan actividades comerciales en municipio distinto al de su sede fabril, evento en el cual el Municipio en cuyo territorio se realice tal actividad, puede imponer el gravamen conforme con las previsiones de las Leyes 14 de 1983 Artículos 31 a 33 y Ley 49 de 1990, Artículo 77”.

De las sentencias y fallos citados anteriormente, hasta aquí, se desprende que todo industrial es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, en la jurisdicción territorial del municipio  y / o  municipios donde tenga sus plantas de producción o realice la transformación de los insumos que luego comercializa allí, o en otros territorios; no importando que las ventas las realice en cualquiera otro municipio o distrito, siempre que tal actividad de comercializar lo producido, no se realice utilizando sucursales o agencias o establecimiento comercial alguno en esos otros municipios o distritos, diferentes de aquellos donde posee sus plantas de producción. Todo ello acorde con la exequibilidad del artículo 77 de la ley 49 de 1990 determinada por la Honorable Corte Suprema de Justicia y los fallos del Honorable Consejo de Estado, hasta aquí analizados.

Si el industrial utiliza establecimientos comerciales, sucursales o agencias instalados en otros municipios o distritos diferentes de donde transforma y produce, se verá abocado a pagar los impuestos por la actividad industrial en el territorio municipal de donde transforma y a pagar por la actividad comercial, en el territorio o territorios donde tiene esos establecimientos de comercio. 

Ahora bien, en el municipio o distrito donde produce, pagará los impuestos de industria y comercio, sobre la actividad industrial, teniendo como base la totalidad de las ventas de los bienes fabricados a los precios de venta colocados o facturados en todos los municipios donde se generó la comercialización de la producción.

En los territorios o jurisdicciones municipales o distritales donde comercializó, (distinto eso sí del mismo municipio donde ya tributó sobre la actividad industrial), haciendo uso de sucursales o agencias, o establecimientos de comercio, deberá tributar en materia de impuestos de industria y comercio, sobre la actividad comercial, teniendo como base el valor total de las ventas allí registradas, lo que debe tener claramente identificado en sus registros contables, bien en libros auxiliares o mediante centros de costos que identifiquen esos establecimientos y los territorios a que ellos pertenecen.

Otro caso.
Consejo de Estado, Sección Cuarta, proceso 1995023101 Radicación 12440de diciembre 16 de 2001. Actor Sociedad J.M. VOITH GMBH domiciliada en Alemania, contra el Municipio de Medellín.

La sociedad tiene sus plantas de producción en Alemania, suscribió un contrato licitatorio para suministrar ruedas y herramientas, así como la instalación de las mismas en las turbinas de la Hidroeléctrica de Guadalupe III, municipio de Guadalupe Antioquia.

La Sala de Descongestión del Tribunal Administrativo de Antioquia, Caldas y Choco, denegó las pretensiones del actor y declaró el proceso litigiosos iniciado por el Municipio de Medellín, adverso para la sociedad alemana y favorable para el municipio; lo anterior fue consignado mediante sentencia de octubre 10 de 2000. 

El fallo del Tribunal fue apelado por el actor, ante el Consejo de Estado y la argumentación del apoderado fue la misma que durante todo el proceso expuso ante las diferentes instancias; que la sociedad industrial Alemana que satisfizo y cumplió el contrato licitatorio 4293 suscrito con el municipio de Medellín,  podría ser sujeto del impuesto de industria y comercio sobre la actividad de servicios pero en el municipio de Guadalupe, jurisdicción territorial donde se prestaron todos los servicios de instalación y puesta en marcha de los elementos que constituyeron el contrato de suministro; mas no sobre la actividad industrial, pues aunque la sociedad alemana ponía los bienes en la Hidroeléctrica de Guadalupe III, estos no eran producto de la actividad comercial sino de la actividad industrial, acorde con lo estipulado por los artículo 32 a 34 de la ley 14 de 1983 y muy especialmente por lo reglado por el artículo 77 de la ley 49 de 1990, para el caso en discusión, no se desarrolla actividad comercial sino la etapa de finalización de la actividad industrial, la misma que se desarrolla de forma directa en Alemania. 
Agregó, respecto de las actividades industriales, que el gravamen se debe pagar en el municipio donde se encuentre la fábrica o planta industrial, como se estipula en la Ley 49 de 1990, tratándose del caso en cuestión, la sociedad actora realiza su actividad en Alemania, por lo tanto el Municipio de Medellín no puede pretender cobrar el tributo por una actividad realizada fuera de su jurisdicción.  Subraya adicionalmente que el contrato no se ejecuta en Medellín, sino en el municipio de Gómez Plata, jurisdicción que de ser exigible el pago del impuesto de industria y comercio, sería el favorecido; no el municipio de Medellín.

Por su parte el municipio de Medellín, siempre esgrimió la misma ley, trayendo como soporte de su argumento, lo establecido, tanto por los artículos 32 de la Ley 14 de 1983, como el desarrollo de tal artículo mediante el Acuerdo 069 de 1989 emanado por el Concejo municipal de Medellín; bajo estas consideraciones expuso que la sociedad actora es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, porque el lugar donde se celebró el contrato es el mismo de la ejecución, es decir, en el Municipio de Medellín; que de acuerdo con el contrato suscrito entre las partes, si bien los elementos suministrados por el contratista serían instalados en la Planta Hidroeléctrica de Guadalupe III, la sociedad J. M. VOITH GMBH cumplía con lo pactado, entregando lo solicitado en el Almacén del contratante ubicado en la ciudad de Medellín.

El Consejo de Estado para su análisis trajo a colación lo establecido por los artículos 195 del Decreto ley 1333 de 1986 que compiló el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, el cual es del siguiente tenor:

“D.L. 1333/86. Artículo 195. El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.”

Citó además el artículo 1 del Acuerdo municipal 61 de 1989, respecto de lo dicho en este acuerdo en relación con el hecho imponible, el cual es del siguiente contenido: 

“Acuerdo. 61/89. art. 1°. Hecho Imponible. El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que se ejerzan o realicen en la respectiva jurisdicción del municipio de Medellín, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.

Cuando se refiera este Acuerdo al Impuesto de Industria y Comercio quedarán incluidos los complementarios de Avisos y tableros.”

El Consejo de Estado desbarató uno a uno los argumentos del apelante, citando que para que una actividad se considere desarrollada en una determinada jurisdicción, no se requiere  la existencia física de establecimiento de comercio alguno; que no es requisito indispensable el que la actividad se desarrolle de forma periódica y permanente en el tiempo; expresa que también están gravadas las actividades ocasionales y así lo establecen expresamente las normas transcritas, distinta es la forma como se determina la base gravable, para lo cual se tendrán en cuenta solamente los meses durante los cuales se tuvo operación y desarrolló la actividad gravada con el impuesto.

El argumento más justificativo del Consejo de Estado para la confirmación de la sentencia del 10 de octubre de 2000, proferida por la Sala de Descongestión para los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó, fue el de que, aunque la sociedad actora es industrial y sus plantas y fábricas de transformación están en Alemania;  lo reglado por el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, opera solo en los territorios municipales y distritales de Colombia; que es una ley cuyo ámbito territorial es solo para Colombia. 

Dijo el Consejo de Estado respecto de la actividad Industrial   “Tampoco es de recibo este argumento, pues el artículo 77 de  la Ley 49 de 1990 pretende eliminar la doble tributación del impuesto de industria y comercio, frente a actividades industriales y comerciales que se desarrollan en más de un municipio de Colombia.  Esta disposición solo tiene alcance dentro del territorio nacional.”

6.3 SEGUNDA INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL
En las sentencias que a continuación se comentan y de las cuales se transcriben apartes, el Honorable Consejo de Estado varió; a mi criterio, de manera significativa; su concepción, decisión y fallos, relacionados con lo que se debe entender respecto de,  en dónde se considera realizada la actividad industrial y comercial, del fabricante; por ende, en dónde este industrial debe pagar el impuesto de industria y comercio por la actividad industrial, más no por la comercial.

Acorde con las sentencias referenciadas hasta ahora, el fabricante es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio sobre la actividad industrial, en el territorio jurisdiccional municipal o distrital, donde tenga las plantas de producción, o realice la transformación; modificación; extracción; manufactura; reparación; preparación y ensamblaje de materiales, insumos, bienes. En general, en el lugar en donde el industrial realice cualquier proceso de transformación por elemental que el mismo sea. 

La base de liquidación de los impuestos de industria y comercio; o tributación por la actividad industrial, es el valor total de lo facturado en el período, no importando el municipio o distrito donde haya puesto o colocado sus productos finales.

Pero si el industrial pone sus productos en otros territorios municipales utilizando su infraestructura municipal o distrital, y  para ello hace uso de establecimientos comerciales propios y locales comerciales propios o ajenos y estos se encuentran localizados en tales jurisdicciones; las ventas que a través de esos locales o establecimientos realice, son consideradas actividad comercial y por tanto se vuelve en ellos, sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, por la actividad comercial. 

Implica lo anterior, que además de tributar por la actividad industrial en el municipio o distrito donde tiene sus plantas, debe hacerlo además en los municipios y distritos en donde tienen los establecimientos y locales comerciales, sitios éstos desde donde vende a distribuidores o consumidores finales. 

En estos últimos territorios debe tributar por la actividad comercial el correspondiente impuesto de comercio, ya que en tales casos también funge como comerciante en esas jurisdicciones.   PERO SOLO HASTA HOY
6.4 CAMBIO JURISPRUDENCIAL
Las sentencias que a continuación se estudian y comentan, de forma clara y expresa dicen que el industrial produce para vender y que por tal razón, sólo es sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio en el territorio jurisdiccional donde tenga las plantas de producción, manufactura, transformación, etc. en general, en donde desarrolle la actividad industrial, independientemente que para ello posea locales o establecimientos comerciales en otras jurisdicciones municipales o distritales; en otras palabras, con las nuevas posturas del Consejo de Estado, el industrial que utilice la infraestructura territorial de cualquier municipio o distrito, así sea teniendo locales comerciales y establecimientos comerciales desde donde realice la actividad de ventas, no será sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio, por las ventas de los productos que él produjo, manufacturó o transformó y que contrató en venta desde ese territorio; diferente sí, del territorio donde fabrica porque será allí y solo allí donde quedará obligado como sujeto pasivo de dichos impuestos.

Veamos: 

Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, expediente radicado 0500012331000200204466-01 número interno 16270, Enero 2 de 2008, Actor Productos Familia S.A, Demandado Municipio de Medellín.

Los fundamentos de la demanda expuestos por el actor, fueron básicamente el que la sociedad Productos Sanitarios Sancela S.A. sociedad que luego fue fusionada con la sociedad Productos Familia S.A. para los años gravables 1999 y 2000, año este último en que fue presentada la declaración de impuestos de industria y comercio en el municipio de Rionegro y año en el cual el municipio de Medellín, pretendió se debía tributar el mismo impuesto sobre la actividad comercial. 

“El Municipio de Medellín contrariando el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, la gravó por el desarrollo de su actividad comercial, desconociendo su condición de industrial; el ente territorial no tuvo en cuenta que el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 pretende evitar la doble tributación en el Impuesto de Industria y Comercio que venía presentándose y que permitía que unos mismos ingresos brutos resultaran gravados en varios municipios a título de actividad industrial y comercial de manera simultánea.”    Subrayado fuera del texto original.
El municipio liquidó el impuesto de Industria y Comercio de acuerdo actividad comercial, según se desprende del análisis del objeto social de la sociedad, contenido en el Certificado de existencia y representación de la Cámara de Comercio de Medellín.

Por su parte durante todo el proceso en vía gubernativa, el departamento de impuestos de industria y comercio del municipio de Medellín argumentó que “La sociedad tiene en la ciudad de Medellín su domicilio,  y una bodega donde se vende directamente para la ciudad, lo que permite concluir que realiza actos de comercio en este municipio.  De acuerdo al artículo 77 de la Ley 49 de 1990, si la comercialización se realiza por medio de la infraestructura creada por el industrial para este fin, el impuesto debe ser cancelado donde se comercialicen los productos.”

En la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, el Tribunal Administrativo de Antioquia, valiéndose de varias sentencias del Consejo de estado, decidió a favor del actor, dejando en firme la declaración presentada ante el municipio de Rionegro y anuló los actos acusados, los que habían sido proferidos por el demandado municipio de Medellín y argumentó que    “se trata de un impuesto territorial y es en su sede fabril donde se organiza la comercialización y el sitio donde se paga el impuesto, de tal suerte, que si se grava en otro municipio, el contribuyente estaría tributando doblemente.”

El Honorable Consejo de Estado, trae nuevamente a colación el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 y sobre él determina que “ARTICULO 77. IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Para el pago del impuesto de industria y comercio sobre las actividades industriales, el gravamen sobre la actividad industrial se pagará en  el municipio donde se encuentre ubicada la fábrica o planta  industrial, teniendo como base gravable los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción." (Subraya la Sala).

De acuerdo con esta norma, el impuesto por la actividad industrial se causa sobre la totalidad de los ingresos provenientes de la comercialización de la producción, cualquiera que sea el municipio donde ésta se realice y debe pagarse en el municipio de la sede fabril o planta industrial.”

Trae como soporte de su decisión, la sentencia de noviembre 26 de 2003, Expediente 13349 en la cual la misma sala de esa Alta Corporación manifestó que "Ha señalado igualmente la Sala que la modificación fundamental introducida por el artículo 77, consistió precisamente en que, ante el municipio, de la sede fabril, ya no es admisible la prueba de la comercialización de la producción en municipios diferentes, sino que es a  estos a los que se les debe probar que los bienes o productos vendidos en sus territorios, son fabricados o manufacturados por el vendedor y sobre los mismos se ha pagado el gravamen sobre la actividad industrial, esto, obviamente con el propósito de que como dijo la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de octubre 17 de 1991 que decidió sobre su exequibilidad, 170 se liquide otro impuesto sobre la misma base gravable". (Subraya la Sala).”

Expresa la sala del Consejo de Estado en su consideración que “El impuesto de Industria y Comercio debe ser cancelado en el municipio donde se encuentra ubicada la sede manufacturera, tomando como base gravable la totalidad de los ingresos brutos originados por la comercialización de la producción.

En reiteradas oportunidades esta Sala ha señalado que la actividad industrial necesariamente requiere de la comercialización de la producción, porque se fabrica para que el producto salga al mercado. La comercialización constituye una etapa del proceso industrial y por ende, cuando el fabricante vende su producto no pierde su calidad de industrial, sino que culmina el ciclo normal de la fabricación.”  Subrayas fuera del texto original.

“…no admite duda que la comercialización que realiza  el  fabricante de sus productos es actividad industrial, pues según las disposiciones transcritas no puede convertirse en comercial lo que por disposición legal es industrial y no puede una actividad ser a la vez comercial e industrial para efectos del impuesto de industria y comercio, según el artículo 35 de la Ley 14 de 1983.”

“La Secretaría de Hacienda de Medellín no podía gravar los ingresos obtenidos por la contribuyente, porque la actividad industrial conlleva la comercialización de los bienes que se producen, sin que pueda entenderse como comercial la actividad que legalmente ha sido calificada de industrial.”
El Consejo de Estado confirmó la sentencia apelada por el demandado, dejando en firme la declaración presentada por el actor en el municipio de Rionegro y no concediendo razón al municipio de Medellín, quien a través de sus funcionarios fiscalizadores pretendían que aunque la actividad industrial sí era desarrollada en el municipio de Rionegro,  también desarrollaba actividades comerciales en establecimientos de comercio de propiedad del actor, en el municipio de Medellín; ciudad donde comercializaba los bienes o parte de aquellos que eran producido y transformados en el municipio de Rionegro.
En la sentencia que a continuación se estudia para los fines de este trabajo; el contribuyente Harinera del Valle S.A. quien posee sus plantas de fabricación y transformación en el municipio de Palmira Valle, aduce que en atención a las normas legales vigentes, en materia de los impuestos de industria y comercio, sólo es sujeto pasivo de estos impuestos, por el año gravable 1995 en el municipio de Palmira, sobre la base del monto total de las ventas que haya realizado en ese territorio municipal y sobre las ventas que haya efectuado a cualquier otro territorio municipal o distrital, directa o indirectamente, desde el municipio de Palmira. 

Que las ventas que Harinera del Valle S.A. realizó desde locales y establecimientos comerciales, ubicados en jurisdicciones municipales de Cali, Ibagué, Neiva, Duitama, Pasto, Medellín, Barranquilla, Bogotá y Pereira, ya presentó las correspondientes declaraciones de impuestos de industria y comercio, teniendo como base para la liquidación y pago de dichos impuestos, las ventas efectuadas desde los referidos territorios;  que acorde con estas normas; las mismas que se hallan vigentes; al valor total de las ventas por la actividad industrial, se le debe deducir o deflactar con aquellas ventas que se dieron a través de locales y establecimientos comerciales ubicados en esos otros municipios y sobre el resultado obtenido es sobre el que se pagó y debe pagar el impuesto en el municipio de Palmira Valle.

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia 15350 de abril 19 de 2007, Expediente 76001-23-31-000-1999-92347-01 (15350), Actor Harinera del Valle S.A. Demandado, la Secretaría de Hacienda municipal de Palmira Valle.

Dice el contribuyente que “ la sociedad en el año de 1995, tenía dispuesta una infraestructura para la comercialización de los productos fabricados por ella en la ciudad de Palmira, dentro de la cual se encontraban agencias ubicadas además de esa ciudad, en Cali, Ibagué, Neiva, Duitama, Pasto, Medellín, Barranquilla, Bogotá y Pereira, circunstancia que conlleva la exclusión de los ingresos producto de la comercialización realizada en esos municipios, de la base gravable de ICA a pagar al municipio de Palmira.”    Que “En virtud de lo anterior, en Palmira declaró como industrial lo correspondiente a la vigencia fiscal de 1995, obviamente sin incluir lo cancelado en los demás municipios, interpretación que venía aplicando el ente municipal, inclusive bajo la vigencia del Acuerdo No 81 de 1994.”

El municipio de Palmira por su parte expone  “…en la Liquidación Oficial de Revisión se explicó que el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 contempla la base gravable especial para los contribuyentes que realizan actividades industriales, gravada en el municipio donde se encuentra ubicada la fábrica, sin importar dónde se comercialice, tal como lo ha sostenido el Consejo de Estado en reiterada jurisprudencia… que la actividad realizada por el contribuyente en el periodo gravable de 1995 en el municipio de Palmira, es industrial y se comprobó que obtuvo ingresos  de $40.843.969.000 y no de $32.453.526.000, cuyo gravamen se causa en el municipio donde se encuentra ubicada la fábrica o planta industrial, con base en los ingresos brutos provenientes  de la comercialización de la producción.”

El Tribunal Administrativo del Valle al respecto expresó que  “Frente a la violación del artículo 77 de la Ley 49 de 1990, consideró que la sociedad demandante tiene su domicilio en la ciudad de Palmira, en donde ejerce su actividad industrial, cuyas etapas comprenden, entre otras, la comercialización, razón por la cual el Municipio de Palmira es el sujeto activo del impuesto, al encontrarse allí, la sede fabril o industrial. Al respecto se apoya en sentencia del 13 de febrero de 2003, Consejero Ponente. Germán Ayala Mantilla 

En cuanto a la determinación de la base gravable  y la imposición de la sanción, menciona que la norma en comento, es suficientemente clara al determinar que el impuesto se paga en donde se encuentra la respectiva fábrica, cuya base gravable está constituida por el total del ingreso bruto generado por la comercialización de la producción.

La comercialización que realiza el fabricante de sus productos, es una actividad industrial, pues no puede convertirse en comercial, lo que por disposición legal es industrial y no puede una actividad ser a la vez comercial e industrial, para efectos del Impuesto de Industria y Comercio, según el artículo 35 de la Ley 14 de 1983.” 

La Sala de Descongestión para los Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Nariño, en su análisis a la Demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho y antes de declarar en firme los actos administrativos demandados, expresa que:

 “El concepto de base gravable contenido en el artículo 13 del Acuerdo 81 de 1994, guarda armonía con la definición de actividad industrial prevista en el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, sobre la cual se ha pronunciado la Sala en anteriores oportunidades, en el sentido de señalar que el Impuesto de Industria y Comercio que recae sobre las actividades industriales, debe ser cancelado en el municipio de la sede fabril, tomando como base la totalidad de los ingresos brutos originados por la comercialización de la producción. 

El criterio anterior sentado por la Sección, obedece a que la modificación sustancial introducida por el precepto legal en comento, consistió precisamente en que, ante el municipio de la sede fabril, ya no es admisible la prueba de la comercialización de la producción en municipios diferentes, sino que es a éstos a quienes se les debe probar, que los bienes o productos vendidos en sus territorios, son fabricados o manufacturados por el vendedor y sobre los mismos se ha pagado el gravamen por la actividad industrial. Esto, con el propósito de que, como lo expresara la Corte Suprema de Justicia  en la sentencia de octubre 17 de 1991, que decidió sobre la exequibilidad de la norma, no se liquide otro impuesto sobre la misma base gravable.”   Subrayas fuera del texto original 

“En cuanto a la comercialización de los bienes que se producen por el industrial, ha dicho la Sala que la actividad industrial ejercida por aquél no deja de serlo, ya que legalmente no puede considerarse como comercial la actividad que ha sido definida y catalogada como de carácter industrial, entre otras razones, porque cuando el fabricante vende su producto, culmina el ciclo económico normal de la fabricación, que conlleva la enajenación de su producción. 

Igualmente se ha precisado que el ICA en la actividad industrial se causa sobre la totalidad de los ingresos provenientes de la comercialización de la producción, cualquiera que sea el municipio donde ésta se realice y debe pagarse en el municipio de la sede fabril o planta industrial, por cuanto el destino de las mercancías o el sitio donde se suscribe el contrato de compraventa, no son determinantes del hecho generador o manifestación externa de hecho imponible, pues de lo contrario, se desconocería el carácter territorial del tributo, al trasladarse el lugar de su causación.”

“Ahora bien, aunque la normatividad es clara y precisa en cuanto al lugar en el que debe tributar un industrial por concepto de ICA, la sociedad arguye que el tributo por las sumas definitivamente adicionadas fue cancelado en otros municipios, hecho que la Sala encuentra demostrado en sede administrativa con ocasión del auto de pruebas de 13 de diciembre de 1996 (fl. 36). 

Así las cosas, para la Sala lo anterior es suficiente para estimar que se da la diferencia de criterios (par. 2° art. 109 Acdo. 66/96) y por ende levantará la sanción por inexactitud impuesta por una cuantía de $62.697.000 

En atención a todo lo dicho, la Sala modificará la sentencia impugnada que negó las pretensiones de la demanda en cuanto a la anotada sanción.”

Este litigio fue la evaluación y estudio de un proceso totalmente contrario al inmediatamente anterior. En este proceso, el actor expuso que aunque efectivamente su producción se realiza en el municipio de Palmira Valle, sus ventas las efectúa, una buena cantidad desde la jurisdicción de Palmira Valle y muchas otras, las realiza a través de locales comerciales y establecimientos comerciales de su propiedad, ubicados en Cali, Ibagué, Neiva, Duitama, Pasto, Medellín, Barranquilla, Bogotá y Pereira.  Que tanto en Palmira Valle, declaró y pagó el correspondiente impuesto de industria y comercio, teniendo como base para la liquidación de dicho impuesto, el valor total de las ventas allí efectuadas, como en los demás municipios de Cali, Ibagué, Neiva, Duitama, Pasto, Medellín, Barranquilla, Bogotá Distrito Capital y  Pereira; que en todos ellos pagó el correspondiente impuesto de industria y comercio sobre la actividad comercial.  Expuso que ante el municipio de Palmira Valle, demostró el pago de los impuestos de industria y comercio sobre el valor total de la producción, entregando fotocopia de las declaraciones presentadas en todos y cada uno de las jurisdicciones municipales y distritales donde realizó sus ventas por lo producido en Palmira Valle; que pagar nuevamente en Palmira Valle sobre lo vendido en esos otras jurisdicciones territoriales, implicaba el pago de un doble impuesto y por ende el aceptar tener que contribuir doblemente sobre la misma actividad tributaria. Ante todo lo expuesto por el actor y los argumentos del demandado, el Consejo de Estado le dio la razón al municipio de Palmira Valle, jurisdicción donde se tenía que haber declarado y pagado el impuesto de industria y comercio, sobre la totalidad de lo vendido en cualquier territorio del país; no le dio la razón al municipio de Palmira  en lo relacionado con la sanción por inexactitud, pues el Consejo de Estado determinó que se presentó una diferencia de criterios entre el actor y el municipio demandado lo que conlleva a que no se presente ese concepto de inexactitud y por ende no es procedente ni aplica la sanción fijada por el Estatuto Tributario en razón de esa diferencia de criterios.
Otro caso.

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia de junio 28 de 2008, Expediente 25000232700020020138101, Actor Siderúrgica de los Andes S.A. Demandado el Distrito Capital de Bogotá.

Se demanda en acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la liquidación de aforo producida por el Distrito Capital, por los bimestres dos á seis del año gravable 1996; al igual que todos los seis bimestres de cada uno de los años gravables 1997, 1998 y 1999. El argumento central lo expone la demandante en cuanto a que posee las plantas de producción y transformación en el municipio de Mosquera Cundinamarca, lugar donde la empresa desarrolla, acorde con la legislación y normas legales vigentes, la actividad industrial y es alli donde viene presentando la correspondiente declaración de impuestos de industria y comercio y realizando los correspondientes pagos de dichos tributos.

Por su parte la Demandada presenta como argumento central el que: 

“El impuesto de industria y comercio por actividad comercial se genera en la Jurisdicción donde se efectúa la venta como manifestación del hecho imponible, independientemente del lugar donde se factura y cancela el producto vendido. En consecuencia, este tributo se causa en el sitio donde los representantes de ventas de la contribuyente ofrecen los productos fabricados, asesoran sobre sus características con atención personalizada y entregan la mercancía al comprador, cambio del precio, sin que para todo ello se requiera tener un establecimiento de comercio.

Como las pruebas demuestran que durante los bimestres dos a seis (2 á 6) de 1996 y los seis (6) bimestres de los años 1997 a 1999, inclusive, la demandante vendió sus productos en Bogotá, la empresa Siderúrgica de los Andes S.A. debió pagar en dicha ciudad, el impuesto generado sobre los ingresos provenientes de tal actividad.”

La demanda fue fallada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca siguiendo la misma línea que hasta ahora se ha venido dando; es decir concedió la razón al demandante y anuló los actos demandados, declarando además que la sociedad Siderúrgica de los Andes S.A. no debía impuesto alguno por la actividad industrial o comercial en el distrito capital de Bogotá por los bimestres invocados en la demanda, ya que allí, aunque efectivamente ejerció la actividad comercial, fue producto de la puesta, colocación y venta de los bienes producidos en las factorías del actor, ubicadas en el municipio de Mosquera Cundinamarca y fue allí donde declaró y pagó sobre todas las ventas realizadas, independientemente del lugar o territorio donde haya entregó las mercancías.

El Distrito Capital de Bogotá interpuso el correspondiente Recurso de Apelación y nuevamente argumenta el que el hecho de tener locales y establecimientos de comercio en la ciudad de Bogota y que desde tales establecimientos realiza ventas, ello es suficiente para que se configure el hecho generador del impuesto de industria y comercio, por la actividad comercial; por ello expone:

“El impuesto de industria y comercio por actividad comercial se causa en el lugar donde ella se ejerce, cuando este es diferente de aquél donde se desarrolla la actividad industrial, como cuando parte de la producción se vende fuera de la sede fabril, a través de alguna agencia o sucursal que preste a los clientes atención personalizada.

El empresario responde como fabricante en el municipio de la planta, y como comerciante donde ejerce su actividad de mercadeo, lugar que incluso puede coincidir con el de su sede fabril, lo cual no constituye doble tributación, la diferencia entre las actividades industrial y comercial, implica pluralidad de hechos imponibles frente a los mismos sujetos activo y pasivo del impuesto.”

El Consejo de Estado, la Sala cuarta, propone que “En los términos del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, debe la Sala precisar si se ajustan a derecho los actos administrativos por los cuales el Distrito Capital liquidó a la actora el impuesto de industria y comercio por los bimestres dos á seis (2 á 6) del año gravable 1996 y todos los bimestres de 1997 á 1999.  En concreto, debe establecerse si la actora ejerció o no actividad comercial el Distrito Capital, donde vendía los productos que fabricaba en el municipio de Mosquera, lugar de la sede industrial.”

Reitera la Corte que “Conforme al artículo 34 de la Ley 14 de 1983, son actividades industriales aquéllas dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes. Y son actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, así como las demás que define el Código de Comercio, siempre y cuando no las califique igualmente como actividades industriales o de servicios; de modo que si una actividad es calificada como industrial, no puede a la vez catalogarse como comercial, porque no es posible gravar una misma actividad dos veces con el mismo impuesto.”  
Dice la Corte más adelante:
“Al respecto, la Sala ha precisado que el impuesto de industria y comercio con la actividad industrial necesariamente envuelve la comercialización de la producción y debe ser cancelado en el municipio de la sede industrial, tomando como base la totalidad de los ingresos brutos originados en la comercialización de la producción, cualquiera que sea el municipio donde ésta se realice.  Esta actividad industrial no deja de serio por el hecho de la comercialización de los bienes producidos, pues, se insiste, legalmente no puede considerarse como comercial la actividad que ha sido catalogada como industrial.

También ha señalado la Sala que en virtud del artículo 77 de la Ley 49 , lo que se requiere no es probar ante el municipio de la sede fabril, la comercialización de la producción en otros municipios, sino demostrarles a éstos que los bienes o productos vendidos en sus territorios, son fabricados o manufacturados por el vendedor, y que sobre los mismos se ha pagado el gravamen sobre la actividad industrial, en el lugar de la sede fabril. De esta forma, no se liquida doble impuesto sobre la misma base gravable.”     Subrayas fuera del texto original

Termina la Corte en su estudio del Recurso de Apelación diciendo que: 

“Si bien la demandante vende sus productos en el Distrito Capital a diferentes clientes mayoristas (folios 134-164, c. 2), tal actividad no es comercial, pues, la producción de bienes con la comercialización de los mismos por parte de su fabricante, es una actividad industrial, en cuya base gravable, deben incluirse los ingresos provenientes de la comercialización de los bienes producidos. En consecuencia, para los bimestres 2 á 6 de 1996 y todos los bimestres de 1997 á 1999, el Distrito Capital no podía practicar liquidación de aforo a la actora, con el ejercicio de actividad comercial en su jurisdicción, dado que, se reitera, la actividad que ejerció era la industrial y respecto de la misma pagó el impuesto de industria y comercio en los términos del artículo 77 de la Ley 49 de 1990, es decir en la sede fabril, sobre el total de los ingresos recibidos por la comercialización de la producción.”

Otro caso.

El municipio de Soledad Atlántico, previos emplazamientos y requerimientos para que la Empresa Colombiana de Petróleos ECOPETROL, presentara las correspondientes declaraciones del impuesto de industria y comercio sobre la actividad industrial, por los años gravables 1994 á 1998, y siendo que la sociedad respondiera que no le asistía obligación de declarar ni pagar tales tributos pues en atención a las normas vigentes en dicha materia, basaba sus respuestas y uso del derecho de defensa.   No obstante las respuestas, el departamento de impuestos de industria y comercio de la Secretaría de Hacienda Municipal de Soledad, produjo con fecha julio 28 de 1999, la liquidación de aforo por los referidos años bajo el número 025-99, a través de la cual la Administración Municipal le determinó oficialmente el impuesto de industria y comercio en su jurisdicción y le impuso sanción por no declarar.

ECOPETROL interpuso el correspondiente Recurso de reconsideración que finalmente fue fallado desfavorablemente agotándose así la vía gubernativa.

ECOPETROL presentó la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, en donde el actor y la demandada exhibieron las mismas argumentaciones expuestas durante toda la etapa gubernativa. 

La Sala de Descongestión para los Tribunales de Atlántico, Córdoba, Magdalena, Sucre y Bolívar, mediante sentencia de fecha 1º de octubre de 2004, anuló los actos municipales demandadas, y en consecuencia declaró que la Empresa Colombiana de Petróleos no está obligada ni a declarar, ni a pagar impuesto de industria y comercio en la jurisdicción del Municipio de la Soledad por los años gravables de 1994 a 1998 ya que no es sujeto pasivo del impuesto en dicho municipio puesto que su actividad industrial, la realiza en otros municipios diferentes al municipio de Soledad Atlántico.

En las consideraciones de la Sala de Descongestión para los Tribunales Administrativo de Atlántico, Córdoba, Magdalena, Sucre y Bolívar, dicha Sala evaluó lo dicho por la Administración del Municipio de Soledad quien concluyó que “ECOPETROL estaba obligado a declarar y pagar impuesto de industria y comercio, ya que realizó actividad de comercialización de gas natural en su jurisdicción. En consecuencia, el problema central objeto de la litis es determinar si la Empresa demandante se debe considerar o no, sujeto pasivo de dicho gravamen en el Municipio en comento.”

Nuevamente trae para su estudio lo contemplado por el artículo 77 de la Ley 49 de 1990 expresando que “El artículo 77 de la Ley 49 de 1990, determinó que el pago del impuesto de industria y comercio sobre las actividades industriales se debe realizar en el municipio donde se encuentre la fábrica o planta industrial, teniendo como base gravable los ingresos brutos cuyo origen sea el de la comercialización de la producción.  Al respecto la Sala se pronunció sobre este punto, indicando que "el impuesto de Industria y Comercio por la actividad industrial debe ser pagado en el municipio de la sede fabril, tomando como base la totalidad de los ingresos brutos originados por la comercialización de la producción, cualquiera que sea el municipio donde ésta se realice, en atención a que la actividad industrial necesariamente envuelve la comercialización de la producción, por lo que independientemente de la forma en que se lleve a cabo esa comercialización, y sea la modalidad de venta, la actividad industrial no deja por ello, de tener tal carácter, pues se repite, no puede considerarse actividad comercial, la que legalmente se conoce como industrial”

Dice además que “Otro aspecto importante que debe ser tenido en cuenta sobre la tributación en la sede fabril es que no importa el lugar en el cual se haya suscrito el contrato, pues de ser así se estaría desconociendo el factor territorial del tributo al trasladarse el lugar de su causación, puesto que no importa cuál sea el origen o destino de la comercialización de la producción, pues los ingresos producto de ésta siempre deberán declararse y pagarse en el lugar donde el contribuyente tiene su fábrica.

La sede fabril no es el lugar donde se encuentran ubicadas las oficinas, sino donde efectivamente se produce, extrae, fabrica, confecciona, prepara, transforma, repara, manufactura o ensambla el bien.”

Finalmente con los mismos argumentos expuestos hasta hoy, concluye esta sentencia del Consejo de Estado diciendo que no importa donde se vendan los productos que se fabrican en un territorio determinado, ni que los mismos productos se comercialicen a través de establecimientos de comercio del mismo industrial en otros municipios; siempre los impuestos de industria y comercio por la actividad industrial se deben declarar y pagar en el municipio donde se presenta la transformación, fabricación, producción y en general donde se da la actividad industrial; que la actividad comercial es una consecuencia lógica y necesaria para poder vender los productos manufacturados y no se genera por ese hecho de la comercialización otro impuesto adicional al de industria, ni en el municipio donde se produce, ni en otro municipio distinto; siempre que sea el mismo industrial el que comercialice su misma producción.
En relación con los impuestos de avisos y tableros, determina tanto la ley 97 de 1913 como la Ley 84 de 1915 que el hecho generador del impuesto de avisos y tableros lo constituye  la colocación de tales avisos en lugares públicos.

El carácter de este impuesto, complementario del de industria y comercio, es municipal como se ha ratificado con la Ley 14 de 1983 y los Decretos Reglamentarios 3070 de 1983 y 1333 de 1 986.

Ley 14 de 1983 Artículo 37º.- El impuesto de avisos y tableros, autorizado por la Ley 97 de 1913 y la Ley 84 de 1915, se liquidará y cobrará en adelante a todas las actividades comerciales, industriales y de servicios como complemento del impuesto de industria y comercio, con una tarifa de un quince por ciento (15%) sobre el valor de éste, fijada por los Concejos Municipales.

En sentencia de enero 22 de 1999, el Consejo de Estado, Sección Cuarta, Expediente 088001-23-31-00-8400-029207 expresó respecto del hecho generador del impuesto de avisos y tableros que  “…el impuesto de avisos y tableros no grava la fabricación ni el consumo de cervezas, sino la colocación de avisos en las vías y espacios públicos.”   

No ha habido cambio o modificación en la posición de la Sala de lo Contencioso Administrativo de esta Alta Corporación, en cuanto a considerar, que el impuesto de avisos y tableros tiene una definición propia y por ello su imposición no deriva del desarrollo de las actividades industriales, comerciales o de servicios, sino de la postura, colocación, fijación y o exhibición de cualquier tipo de avisos, vallas tableros, escritos, etc.  de cualquier naturaleza, en el  espacio público; conforme a los artículos 1° de la Ley 97 de 1913; artículo 37 de la Ley 14 de 1983, en concordancia con el artículo 5° de la Ley 9° de 1989, prueba de todo esto se colige de, los fallos de la misma sala de esta Alta Corporación fechados noviembre 12 de 1993 y mayo 1 7 de 1996, en los cuales los actores fueron Cervecería Unión S.A., expedientes 3543 de noviembre 15 de noviembre de 1991 y expediente N° 5070 , de marzo 3 de marzo de 1994, y fallo a favor de Bavaria S.A., expediente N° 7871, de octubre 11 de 1996, 

6.5 CONCEPTOS DOCTRINARIOS
A continuación se presentan conceptualizaciones y posiciones que asumen personas con amplio conocimiento en el tema de la territorialidad de los impuestos de industria y comercio y la posición doctrinaria en relación con la doble tributación en esta materia.

Por encargo que le fue hecho, de parte de la Academia Colombiana de Jurisprudencia, al doctor Mauricio A. Plazas Vega, para que estudiara la legalidad o ilegalidad de los artículos 32 y 35 de la ley 14 de 1983, a la luz de la Constitución Política de Colombia y con base en ello emitiera su concepto respecto de la demanda de inexequibilidad de los citados artículos, el doctrinante envió su concepto a la Honorable Corte Constitucional, a través de la misma Academia, concepto identificado bajo el número de oficio 1676, sobre expediente D-5927.
Del concepto rendido se rescatan sus opiniones, que a juicio de quien hizo este trabajo de investigación,  fueron los más importantes del tema de los impuestos de industria y comercio, en cuanto a lo que corresponde a la actividad industrial, comercial y de servicios.  Dice el doctor  Mauricio A. Plazas Vega:   “al abstraerse  la forma de Estado Unitario, regional o federal que impere, la asignación de un poder tributario derivado en cabeza de los entes locales o subnacionales supone que sus correspondientes órganos de representación popular; en el caso colombiano, el congreso, las asambleas departamentales, y los concejos municipales y distritales, cuentan con un grado razonable y suficiente de autonomía para la regulación de los diferentes elementos de los impuestos y de las obligaciones tributarias que comportan.”
“La Ley 14 de 1983 fue una expresión del poder tributario originario o de primer grado, y conllevó un acto normativo subnacional que en Colombia, en particular en lo que atañe a la demanda de que aquí se trata, será un acuerdo proferido por un concejo municipal para crear efectivamente el tributo en desarrollo del que acertadamente se ha denominado poder tributario derivado o de segundo grado.”
Manifiesta además que, “tanto la Corte Constitucional, y antes de 1991, la Corte Suprema de Justicia, cuando ejercía la función de juez constitucional; tuvieron la oportunidad de pronunciarse y así lo hicieron, en el sentido de declarar exequibles y acordes con la Constitución Política, y en particular con el principio nullum tributum sine lege, disposiciones legales que regulan en forma notoriamente abierta los elementos de los tributos.” … Por si lo anterior fuera poco, no tiene en cuenta el demandante que el artículo 77 de la ley 49 de 1990 descartó definitivamente cualquier posibilidad de doble o múltiple tributación en el impuesto de industria y comercio al señalar expresamente lo siguiente:”
“Artículo 77 Ley 49 de 1990 - Impuesto de industria y comercio.- Para el pago de industria y comercio sobre las actividades industriales, el gravamen sobre la actividad industrial se pagará en el municipio donde se encuentre ubicada la fábrica o planta industrial, teniendo como base gravable los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.”
La anterior disposición, ha dado lugar a numerosos pronunciamientos jurisprudenciales que han dejado en claro que en el caso de la actividad industrial, no existe la posibilidad de que simultáneamente se graven unos mismos ingresos como propios de actividad industrial en un municipio y de actividad comercial en otro municipio, como lo sugiere la demanda.  Lo que la disposición establece, como bien lo ha reconocido últimamente el honorable Consejo de Estado en su jurisprudencia, es que no hay doble tributación y que la actividad industrial da lugar al pago del impuesto en el municipio de la sede fabril, sobre una base gravable constituida por los ingresos brutos provenientes de la comercialización de la producción.”  

Continúa el doctrinante presentando argumentos expuestos por las Altas Corporaciones jurisprudenciales, en relación con el tema de estudio,  y dice:

“Tanto la Corte Constitucional, como la Corte Suprema de Justicia, ambas Corporaciones han declarado exequibles las leyes 97 de 1913 y 84 de 1915 por las cuales se autoriza en su orden, a los concejos municipales y al Concejo de Bogotá D.C.  para crear determinados impuestos destinados a ser aplicados en sus jurisdicciones. Ambas Corporaciones concluyeron que bastaba con que, de las leyes que autorizan la creación del tributo de que se trate, se desprenda cuál es el radio de aplicación al que pueden aspirar las jurisdicciones municipales y distritales; con lo cual queda suficientemente claro que los municipios y distritos, cuentan con un amplio margen para la creación del derecho positivo tributario local.”
“También lo han expresado las altas cortes: mal se podría pretender que en relación con tributos de los entes subnacionales, el legislador nacional regule la totalidad de los elementos del tributo en forma exhaustiva, porque si así fuere se violaría, de modo flagrante y ostensible el principio de autonomía.
En ese orden de ideas, parece claro que los artículos de la ley 14 de 1983 parcialmente censurados por el demandante, realmente no violan la Constitución Política de Colombia.”
El señor GABRIEL VÁSQUEZ TRISTANCHO, socio de impuestos de la firma, BAKER TILLY, en su boletín informativo número 011-06 de marzo de 2006, publicó un tema sobre las ambigüedades que a su juicio se presentan en la territorialidad del impuesto de industria y comercio; manifiesta que en la aplicación práctica del Impuesto de Industria y Comercio se han puesto de relieve las deficiencias de las normas que regulan la imposición tributaria, tanto en el Distrito Capital de Bogotá, decreto ley 1421 de 1993, como la ley 14 de 1983 para las demás territorios y jurisdicciones municipales del país. 

Entre las varias falencias citadas por el socio de impuestos de esta firma, esta la relacionada con la competencia que tienen los Municipios, como sujetos activos, para extralimitar su ámbito territorial y ampliar la base impositiva en aras de mejorar el recaudo; situación a la que seguramente se han visto abocados esos sujetos activos, debido entre otras causas, a las precarias condiciones presupuestales.   

El Distrito Capital de Bogotá, presenta en su política tributaria, para aumentar el recaudo, que es absolutamente necesario, prudente y prioritario la relación gobierno sociedad, de allí su concepto relacionado con el “sentido social” del ingreso, que de hecho, pone en marcha un énfasis mayor, en gravar en mayor proporción, la inversión de capital que el consumo.

El mecanismo utilizado, de hacer retenciones en la fuente por los impuestos de industria y comercio, primero se dio en el Distrito Capital de  Bogotá, y ello puso de manifiesto algunos vacíos en las normas que sustentan el recaudo anticipado, debido entre otras circunstancias, a que aún la Ley no ha resuelto el conflicto de territorialidad. que se presenta cuando una misma actividad se desarrolla en varios municipios; la incapacidad de encontrar una fórmula que señale en forma equitativa para los entes territoriales, cuándo y cuánto le corresponde a cada jurisdicción territorial por la actividad desarrollada en su municipio o distrito, permite que se generen estas disposiciones, violando los derechos de las personas, entre otros, a tener certeza sobre las normas que lo obligan.

Los demás territorios municipales y distritales siguieron el ejemplo del Distrito Capital y montaron también su sistema de Retenciones en la Fuente sobre los impuestos de Industria y comercio (ICA); algunos determinaron con claridad que los responsables de practicar la retención en la fuente sobre el ICA, serían tanto las entidades estatales como las de derecho público que tuviesen asiento en tales territorios bien por delegación, descentralización y desconcentración; las empresas industriales y comerciales del estado; los grandes contribuyentes así calificados por la Dirección Nacional de Impuestos Nacionales; y las demás personas que por decreto municipal o distrital, hayan sido catalogados como responsables de practicar tales retenciones de ICA. 

Mientras que el sujeto responsable de practicar la retención quedó claramente definido, no así el contribuyente a quien se le debe practicar la retención del impuesto de industria y comercio quedó claramente definido y delimitado. Este contribuyente a quien se le debe practicar la retención por ICA, fue identificado como aquél que recibiría pago de cualquiera de los responsables de practicar la retención del ICA, significando lo expuesto, que no obstante el contribuyente sea o no sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en estos territorios municipales donde finalmente se pone o colocan las mercancías, se debería practicar la retención en la fuente por ICA, en el porcentaje definido por la administración municipal y distrital.

Frente a esta práctica común, por parte de los Municipios, algunos asesores se han pronunciado en los términos que más adelante se les sugiere a cada proveedor vendedor, que considere que no es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en determinado municipio y / distrito; no obstante la recomendación que hacen estos asesores, nada obliga al cliente a que tenga que proceder como se lo solicita su proveedor; el cliente simplemente procede tal como se lo ordena el Estatuto Tributario del Municipio donde él es sujeto obligado para hacer las retenciones del ICA.
El escrito en cuestión sugerido por los asesores, es del siguiente tenor:
“Los Municipios en su afán fiscalista cometen errores queriendo cobrar el Impuesto de Industria y Comercio, olvidando la Ley 14 de 1.983 y las Sentencias del Consejo de Estado sobre la territorialidad de este impuesto. 

Por ser un tema recurrente, dejamos para discusión un documento que conviene anexar a las facturas para evitar que a la empresa, los clientes le hagan la Retención en la fuente o le hagan Declarar y pagar este impuesto en aquellos Municipios distintos de donde no se tienen oficinas, o almacenes, o bien instalaciones industriales. 

Estimado Cliente 

La Empresa XXX le informa que no se le debe Cobrar Impuesto de Industria y Comercio ni efectuar Retención en la fuente de Industria y comercio sobre esta factura por los siguientes motivos: 

La Empresa XXX no realiza ningún tipo de actividad industrial, comercial o de servicios en inmueble determinado en el municipio de “Arenales” .El desarrollo de su objeto social es llevado a cabo comercial única y exclusivamente en jurisdicción del Municipio de YYY , domicilio social en la dirección ZZZ , establecimiento de comercio único, sede de todas sus actividades comerciales y administrativas y que es donde se configura el hecho generador y determinación de una base gravable , cumpliendo además oportuna y correctamente las obligaciones formales y sustantivas de declarar y pagar el impuesto de industria y comercio,. 

La Empresa XXX dadas las anteriores condiciones no puede calificarse en estricta sujeción a las normas tributarias como sujeto pasivo de industria y comercio en el municipio de “Arenales”. 

Si en el municipio de “Arenales” se pretendiera obligar a la Empresa XXX a presentar Declaración de Industria y comercio o bien a que se le hiciera o efectuara Retención en la fuente de Industria y Comercio se estaría violando el principio de territorialidad consagrado en la Ley 14 de 1.983 y ratificado en Sentencia del Consejo de Estado -Sección IV del 22 de Enero de 1.999, Expediente 9165. “La ley 14 de 1.983 estableció unos lineamientos para el ejercicio de la potestad tributaria de los municipios, y se anota como una primera limitación a dicha facultad la de no poder gravar actividades que se ejerzan en otras jurisdicciones municipales….” pues se violarían los principios constitucionales y tributarios de doble tributación, equidad progresividad y razonabilidad.”
Firmado,
xxxxxxxxxxxx

Representante Legal

Se muestra el caso del Distrito Capital de Bogotá, mediante el cual el trae a colación la acción de nulidad, contra los artículos 1 y 2 del decreto Distrital 118 de 2005,  normas que originaron las retenciones en la fuente por concepto de industria y comercio sobre el pago de dividendos en el Distrito Capital de Bogotá; acción de nulidad que fue interpuesta por la doctora Lucy Cruz de Quiñónez, reconocida jurista en el estudio de los denominados impuestos territoriales.

COLOMBIA
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Sub sección B, el 8 de septiembre de 2005, MAGISTRADA PONENTE: DRA. BEATRIZ MARTÍNEZ QUINTERO, EXPEDIENTE No. 12005 0803; determinó la suspensión provisional de las normas, señaló las intersecciones que correctamente deben prevalecer al momento de establecer la competencia territorial, de la siguiente manera:

“Realizada la lectura de las normas, correspondientes a los artículos citados como violados, la Sala encuentra que estos definen el concepto de impuesto de industria y comercio, con sus elementos, hecho generador y sujetos activo y pasivo, así como en la última de las normas se regula la retención en la fuente que debe aplicarse por los agentes retenedores al momento del pago o abono en cuenta al beneficiario, condicionada a que la operación económica genere el impuesto de industria y Comercio en la jurisdicción del distrito Capital.

Por su parte, las normas acusadas disponen que tal retención debe practicarse por los agentes que tengan domicilio en el Distrito sobre dividendos y/o participaciones pagados en su jurisdicción, así como la tarifa aplicable a tal retención.

Surge de la sencilla y directa comparación de los textos, que al paso que las primeras señalan desde el ámbito territorial de la actividad generadora del gravamen de industria y comercio la necesaria concurrencia de los dos sujetos el activo y el pasivo del impuesto causado y pagado en el Distrito Capital, el articulo primero del Decreto demandado solamente toma en cuenta el domicilio del deudor, esto es quien realiza el pago, sin atender a la concurrencia del otro aspecto, el domicilio en el distrito capital del sujeto pasivo del gravamen en su condición de acreedor que recibe y realiza la actividad grava (sic), conforme las normas especiales de rango legal en sentido material establecen.

Tal diferencia, permite atribuirle a esta norma contrariedad con los preceptos a los que debe sujeción, por haberse extralimitado en el ejercicio de la potestad reglamentaria, razón suficiente para predicar que se cumple el supuesto de hecho al que alude el numeral 2. del articulo 152 del C.C.A y en consecuencia acceder al decreto de la medida cautelar solicitada en relación con el articulo examinado.” 

Bajo los criterios expuestos por el Tribunal de Cundinamarca, el sujeto activo tiene tal condición solamente bajo el supuesto esencial que “la operación económica genere el impuesto de industria y Comercio en la jurisdicción del distrito Capital”. 

Lo anterior significa que no es legal, por ende no se puede, practicar retenciones en la fuente por impuestos de industria y comercio a industriales y  o  comerciantes que no sean sujetos pasivos de dicho impuesto en el territorio o jurisdicción donde se practica la retención en la fuente por ICA; así el sujeto pasivo haya vendido o puesto sus mercancías en el territorio de ese municipio o distrito. 

El obligado a retener (retenedor), para el caso evaluado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, debe verificar previamente si su proveedor es o no es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en el Distrito Capital; si lo es debe practicarse la correspondiente retención; si no lo es, no se debe efectuar la retención por ICA.

Continúa el análisis de este doctrinante y para ello trae otros apartes de sentencias y fallos de la Alta Corporación:
“Otro antecedente similar lo constituye la decisión que para el Municipio de Cali, tomó el Honorable Consejo de Estado, mediante fallo de noviembre 24 de 2000 Expediente 10889, Consejero Ponente Dr. Daniel Manrique Guzmán; en esta sentencia  se declaró la nulidad del inciso 2 del articulo 8 del Acuerdo 32 de 1998 que disponía: que “…la retención del impuesto de Industria y Comercio se practicará por los responsables sobre todas las compras de bienes o servicios, comprendiendo los correspondientes pagos o abonos en cuenta, que se hicieren dentro de la jurisdicción del municipio de Santiago de Cali, independientemente de que el proveedor de los mismos tuviera o no sucursal o agencia en el territorio o jurisdicción de tal municipio”. 

También la Corte Constitucional se ha pronunciado al respecto; prueba de ello lo constituye la sentencia C-369 de 2000 que  expresa que “si no se configura hecho imponible del impuesto mal podría obligarse al pago”  Manifiesta además la Honorable Corte Constitucional en esta sentencia que  “Por lo tanto, en criterio de la Corporación, si el fisco adelanta un cobro que atente contra la seguridad jurídica de los contribuyentes, cercenando el derecho de  propiedad de los coasociados (art. 58 C.P.), pues, un tributo sin fundamento, constituye un acto confiscatorio del poder público, expresamente prohibido por el Estatuto Fundamental (art. 34 C.P.); luego, lo cobrado y recibido por el Estado, configura un enriquecimiento sin causa que habilita a los afectados a solicitar la devolución de lo pagado injustamente.”

En Sentencia de la Corte Suprema de Justicia,  proceso 1980 de febrero 15 de 1990, se pronunció esta alta corporación en relación con el enriquecimiento sin causa, y que se trae a colación para confrontar con las decisiones, las retenciones que por impuestos tienen implementados algunos departamentos de impuestos territoriales. Expresó la Alta Corporación que “…es preciso recordar que conforme a lo sostenido por la jurisprudencia y la doctrina, para que se configure el enriquecimiento injusto, se requiere de tres elementos a saber: 1. Que haya un enriquecimiento o aumento de patrimonio; 2. Que haya un empobrecimiento correlativo y 3 Que el enriquecimiento se realice Sin causa, o lo que es lo mismo, sin fundamento legal.”
Hasta aquí la conclusión del doctrinante GABRIEL VÁSQUEZ TRISTANCHO.
Lo cierto es que las retenciones por ICA  de todas formas se continúan practicando por los municipios y distritos, acorde con el proceso establecido en sus estatutos tributarios, pues los obligados a retener por impuestos de industria y comercio, practican la retención sobre absolutamente toda compra que realicen; independientemente que su proveedor sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio en ese territorio municipal.  Luego los responsables de practicar las retenciones consignan, depositan y pagan ante la oficina recaudadora; le expiden y le entregan el certificado de retención al supuesto sujeto pasivo del impuesto, para que este haga el cruce de tales tributos o solicite la devolución de los mismos.  El beneficiario del certificado de retención por ICA, hace uso del derecho y solicita la devolución, argumentando y demostrando que no es sujeto pasivo del impuesto; como tal al no configurarse el hecho imponible, le asiste el derecho a que se le realice la devolución de los impuestos retenidos; no se le puede obligar al pago de tributo por impuestos que no son de su incumbencia al no ser sujeto pasivo de tales impuestos en esa jurisdicción municipal o distrital. 
Pero se pregunta todo contribuyente: “cuánto le cuesta iniciar y llevar hasta las últimas consecuencias legales, un litigio o pleito jurídico, con la administración del territorio municipal o distrital que de manera unilateral ordenó al retenedor hacer las retenciones en la fuente por ICA.?  el valor que se generará en papelería, tiempo y sueldos de sus empleados de impuestos hasta agotar la vía gubernativa, donde muy posiblemente no le van a dar la razón, pues si así se encuentra contemplado en los acuerdos y o decretos municipales, los funcionarios municipales y distritales se valdrán de lo en dichos acuerdos y decretos estipulado para concluir que no le asiste la razón al contribuyente; luego le tocará acudir a la vía de lo contencioso administrativo donde deberá solicitar acción de nulidad de los actos administrativos y en especial del acto administrativo que agotó la vía gubernativa; así como el restablecimiento del derecho.

El valor en que se incurre en esta acción, seguramente le desanimará para iniciar ese litigio y finalmente dejará en su operación mercantil, como mayor valor de las expensas y gastos necesarios, contabilizadas esa retención por ICA, como mayor valor de los impuestos por industria y comercio de las actividades desarrolladas.
Las anteriores manifestaciones son algunas de las ambigüedades que en materia de impuestos de industria y comercio, avisos y tableros, se presentan y que llevan a determinar, que aunque no está legalizado el pago de la doble tributación por dichos impuestos, más de una vez, por una misma actividad, industrial, comercial o de servicios, los sujetos activos aplican el cobro vía retención en la fuente por ICA con el solo argumento de que el comprador o cliente, tiene su sede domiciliaria en la jurisdicción de su territorio municipal y que todo proveedor que allí pone sus mercancías ya es sujeto pasivo del impuesto y por ende se le debe practicar la correspondiente retención en la fuente por los impuestos de industria y comercio. 
VII. CONCLUSIONES DEL TRABAJO DE INVESTIGACION
7.1 NO ES ADMISIBLE LEGALMENTE LA DOBLE TRIBUTACIÓN

Sea la conclusión más importante, la relacionada con el trabajo de investigación, el cual se pregunta si existe o no doble tributación en materia de declaración, liquidación y pago de impuestos de industria y comercio.
Respecto de la Ley Marco, Ley 14 de 1983; y el artículo 77 de la Ley 49 de 1990, las Altas Cortes definitivamente concluyeron que se ajustan a la Constitución; que tanto la Ley Marco: Ley 14 de 1983,  como la Ley 49 de 1990, en lo relacionado con los impuestos de industria y comercio, no admiten el que se presente doble pago de los impuestos territoriales por una misma actividad; entendiéndose especialmente que la actividad industrial, requiere de la actividad comercial, y que por ende, al fabricante, transformador, productor, etc. sólo se le puede gravar por la primera, así disponga de establecimientos comerciales en varios municipios y distritos para poder cumplir su objeto social y el ciclo económico de su actividad principal.
No obstante algunos municipios y distritos; entre otros, el Distrito Especial de Bogotá y el Municipio de Medellín, registran en sus en sus Estatutos Tributarios, artículos que contrarían lo sentenciado por estas Altas Cortes; muy especialmente contrarían lo fallado por el Consejo de Estado, quien en sus pronunciamientos y sentencias, ha precisado que no le asiste razón al ente municipal y distrital al pretender cobrar vía acto administrativo, impuestos de industria y comercio que al sujeto pasivo le correspondía únicamente en otro territorio municipal y/o distrital, donde sí realmente lo es.
No procede legalmente la doble tributación en materia de los impuestos de industria y comercio; todo contribuyente que se vea requerido por una jurisdicción municipal para que tribute en adición a lo ya hecho en el municipio o distrito donde efectiva y realmente es sujeto pasivo, le corresponde iniciar litigio para demostrar que no le asiste razón al ente territorial; o en su defecto tributar doblemente por el concepto de esos impuestos, situación que daría para asegurar que sí se da la doble tributación en materia de impuestos de industria y comercio, pero por ignorancia o pasividad del contribuyente.
Establece la sentencia de la Corte Constitucional C-537 de 1995.

“Las leyes tributarias como cualesquiera otras, pueden suscitar variados problemas interpretativos en el momento de su ejecución y aplicación, lo cual no puede de suyo acarrear su inexequibilidad. Sin embargo, si estos se tornan irresolubles, por la oscuridad invencible del texto legal que no hace posible encontrar una interpretación razonable sobre cuáles pueden en definitiva ser los elementos esenciales del tributo, se impone concluir que los mismos no fueron fijados, y que, en consecuencia, la norma vulnera la Constitución.”

7.2 IMPUESTOS DE INDUSTRIA Y COMERCIO SOBRE LA ACTIVIDAD INDUSTRIAL
La actividad industrial se considera realizada únicamente, en el territorio o jurisdicción donde se tiene la fábrica y se produce la transformación de las materias primas e insumos, en nuevos productos; no obstante que dicho proceso de transformación sea muy elemental. 
Los impuestos de industria y comercio sobre la actividad industrial, se declararán y pagarán únicamente en el territorio o jurisdicción donde se presenta dicha actividad; es decir en el municipio o distrito donde se da la transformación de las materias primas e insumos.  La base para la liquidación de los impuestos a declarar y pagar, será el valor total de las ventas, independientemente que tales ventas se hayan generado o realizado en otros municipios o distritos; incluso así tales ventas hayan sido realizadas con la ayuda de personas naturales o fuerzas de ventas, ubicadas en locales y establecimientos comerciales, de propiedad del contribuyente.
Concluyo, luego de la lectura e interpretación de las sentencias y los pronunciamientos de las Cortes: Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, que de los análisis jurisprudencial efectuados a los artículos 32 y 34 de la Ley 14 de 1983 y del artículo 77 de la Ley 49 de 1990, a la luz de la Constitución Nacional y la ley, los impuestos de industria y comercio, sobre la actividad industrial, se deben declarar, liquidar y pagar, en el territorio jurisdiccional donde se presenta dicha actividad;  así la venta se genere en otra jurisdicción territorial diferente, no obstante que el mismo industrial tenga en esos otros territorios establecimientos de comercio y grupos de personas encargadas de promocionar y publicitar los bienes que en tales jurisdicciones o en otros territorios se van a colocar en calidad de venta; que el industrial no debe pagar ese impuesto sino por la actividad industrial mas no por la comercial ya que esta actividad comercial es consecuencia directa de la actividad industrial; no se fabrica para dejar los bienes en producción o en inventarios. Se produce y fabrica, para comercializar lo producido; por ende sólo es posible que al industrial se le obligue como sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio en el territorio y jurisdicción en donde se realiza la actividad industrial. 

El industrial que legalmente tiene la obligación de declarar y tributar por la actividad comercial y de servicios, será porque realmente está comercializando bienes en calidad de distribuidor o comercializador de ellos; bienes que importó y luego vendió, o bienes que compró y adquirió de otro industrial o distribuidor y más tarde comercializó. 
El industrial puede ser además sujeto pasivo de impuestos por la actividad de servicios, en determinado municipio o territorio distrital; ello es procedente cuando el industrial además de la actividad industrial, presta servicios adicionales conexos a esa actividad y cobra separadamente dichos servicios; o presta servicios ajenos a su actividad industrial y también liquida y factura tales servicios. 
7.3 IMPUESTOS DE INDUSTRIA Y COMERCIO SOBRE LA ACTIVIDAD COMERCIAL
En relación con el impuesto que deben declarar y pagar los comerciantes sobre la ejecución y desarrollo de la actividad comercial, se parte del presupuesto que quien tributa por la actividad comercial, en un territorio determinado, lo hace por el ejercicio de esa actividad, en el municipio o distrito donde se realiza la operación comercial; es decir, el lugar donde se efectúa la operación y queda registrada, mediante comprobante de contabilidad, en el centro de costos que identifica con total claridad el establecimiento de comercio, real o virtual, al cual se le imputa la venta .   
No basta con que el acuerdo de voluntades se dé en un territorio específico para decir que será en esa jurisdicción donde se cerró el acuerdo, en donde se deba declarar y pagar los impuestos de industria y comercio. 

El lugar donde se cierra el acuerdo de voluntades bien puede realizarse en una ciudad diferente a aquella, en donde se produce el despacho de las mercancías y se produce el documento factura, o título de venta.  
Para este caso la actividad comercial se entenderá realizada en el territorio municipal o distrital en donde el establecimiento comercial real o virtual, se halle registrado y se haya contabilizado la operación comercial.
También el envío de las mercancías puede realizarse desde una ciudad diferente a aquella en donde el distribuidor posee el establecimiento comercial y desde donde factura; (desde las bodegas de uno de sus proveedores, por ejemplo), en este caso el distribuidor; así no tenga inventarios en sus propias bodegas, es responsable del impuesto de industria y comercio en la jurisdicción municipal donde tenga registrado el establecimiento de comercio real o virtual y sobre el cual registra e imputa contablemente las operaciones comerciales de ventas.
En general, si el acuerdo de las voluntades al contratar la venta y el despacho de las mercancías vendidas, se dan en el mismo municipio o jurisdicción territorial donde se tiene el establecimiento comercial real o virtual, no queda duda que es allí donde se tiene la obligación de declarar y pagar los impuestos de industria y comercio, por estar matriculado y registrado allí, el sujeto pasivo de esos tributos.

Si el acuerdo de voluntades (legalización del contrato), se da en una jurisdicción donde no se tiene establecimiento de comercio; además el despacho de las mercancías se realiza desde el establecimiento comercial ubicado, registrado y matriculado en otra jurisdicción, y en este último se produce la factura o título que legaliza el contrato; será allí, en esta jurisdicción donde se tiene la responsabilidad de declarar, liquidar y pagar los impuestos por la actividad comercial.  Prima pues el territorio donde se tiene inscrito y legalizado el establecimiento comercial; el mismo que debe ser sobre el cual se registran las operaciones comerciales y controlan las operaciones contablemente.

Que ocurre con aquel comerciante que posee varios establecimientos de comercio en diferentes territorios municipales o distritales?
Sea lo primero determinar que ese comerciante debe registrarse en cada municipio o distrito donde posee establecimiento(s) comercial(es); que además debe llevar debidamente identificado; bien por centros de costos, o bien por unidades de negocios, la contabilidad que con claridad muestre las operaciones que por la actividad comercial se efectúa o se genera en cada territorio o jurisdicción municipal o distrital; acorde con esa diáfana claridad debe presentar las declaraciones y pagar los correspondientes impuestos de industria y comercio, en cada uno de los territorios donde es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, por el desarrollo y operación de la actividad comercial.
7.4 IMPUESTOS DE INDUSTRIA Y COMERCIO SOBRE LA ACTIVIDAD DESERVICIOS
Algunos estatutos tributarios como, Sibaté, Tello, Neiva, entre otros,  determinan que la actividad mercantil por servicios, se entenderá realizada en el lugar donde inicie o preste la actividad de servicios.

La realidad es que la actividad de servicios se debe considerar realizada en el lugar donde efectiva y realmente se presta el servicio; independientemente que el acuerdo de voluntades se haya realizado en otra jurisdicción municipal o distrital; de igual forma, quien de manera organizada presta servicios, debe inscribirse en el municipio donde posee su establecimiento comercial y allí debe presentar la declaración y pagar los correspondientes impuestos de industria y comercio por la actividad servicial prestada, desde su ámbito o domicilio social.
Así establecido la jurisdicción donde se presta y recibe el servicio, este entonces deberá ser el lugar territorial donde se debe presentar la declaración y pagar el correspondiente tributo sobre la actividad de servicios. 
Respecto de la jurisdicción territorial donde se consideran prestados los servicios públicos domiciliarios, se definió que dicho territorio es aquel en donde se reciben los servicios públicos de acueducto, energía, gas, aseo, telecomunicaciones, etc. y deberá ser en ese territorio municipal o distrital en donde el prestador del servicio presente la declaración y pague los correspondientes impuestos por la actividad de servicios.
7.5 IMPUESTO COMPLEMENTARIO DE AVISOS Y TABLEROS
El hecho generador del impuesto de avisos y tableros; impuesto que es complementario del impuesto de industria y comercio, sólo es exigible legalmente a todo aquel que incurre en la postura, fijación, exhibición y colocación, de vayas, carteles, avisos, letreros y demás elementos visuales al público. 

Significa lo anterior que quien no sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio pero sí lo sea del impuesto de avisos y tableros, debe inscribirse ante el ente territorial fiscalizador como tal y pagar el valor que acorde con la tarifa se tenga fijada en ese territorio, para quien es sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros, sin serlo del impuesto de industria y comercio.

Ahora bien, quien sea sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio y además sea sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros; simplemente liquida y paga en el formulario de declaración de impuestos de industria y comercio, un quince por ciento (15%), del valor liquidado por impuestos de industria y comercio.
Quien no incurra en el hecho generador del impuesto de avisos y tableros, no estará obligado a elaborar el renglón del formulario que se relaciona con dicho impuesto; así el mismo renglón manifieste que se debe liquidar un quince por ciento (15%), del valor del impuesto de industria y comercio.
Cuando sea requerido por las autoridades jurisdiccionales municipales y distritales, para que explique el porqué no pagó el citado impuesto, deberá manifestar expresamente que no es sujeto pasivo de dicho impuesto de avisos y tableros por no incurrir en el hecho generador del mismo;  aquí muy seguramente iniciará un litigio, en donde el sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, debe  demostrar que real y efectivamente no es sujeto pasivo del impuesto de avisos y tableros. O en su defecto, simplemente el contribuyente, mansamente liquidará y pagará a partir de allí un impuesto que no legalmente no le corresponde.
7.6 RETENCIÓN EN LA FUENTE DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO
No en todos los municipios y distritos de Colombia, los responsables de retener por impuestos de industria y comercio, son las mismas personas.

En algunos municipios y/o son sólo las entidades del Estado en todos sus órdenes: Nacional, Departamental, Municipal y Distrital; en otras jurisdicciones territoriales, son además de los anteriores, los Grandes Contribuyentes así declarados por la Dirección de Impuestos Nacionales DIAN y los terceros, que por resolución administrativa, haya así definido el ejecutivo municipal y distrital.

Estos responsables de practicar la retención por ICA, sólo deben retener a aquellos que sean sujetos pasivos en la jurisdicción del municipio en donde se considera realizada la actividad mercantil sobre la cual es procedente el pago de los impuestos de industria y comercio; todo ello acorde con lo explicado a lo largo de este trabajo de investigación y delimitado en el capítulo de conclusiones.

Todo tercero, a quien el responsable de retener, le esté aplicando y practicando retenciones por ICA, sin que tal tercero realice la actividad industrial, comercial o de servicios en la jurisdicción municipal o distrital donde se le está reteniendo; debe y puede hacer la correspondiente reclamación al responsable para que éste se abstenga en el inmediato futuro, de continuar aplicando y practicando tales retenciones; para ello le debe comunicar por escrito, adjuntando evidencias probatorias que él no es sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio en ese territorio y que por esa causa no es sujeto responsable; por ende no es contribuyente de los impuestos de ICA en esa jurisdicción; por consiguiente tampoco se le debe practicar retenciones por ICA. 
Si el obligado o responsable de practicar las retenciones aduce que le está dando cumplimiento a lo mandado por el acuerdo o decreto municipal que ordena retener sobre toda operación comercial que él realice, una vez habiéndosele practicado las reteicas, el retenido debe solicitar del retenedor, de cada jurisdicción territorial donde se hayan practicado dichas retenciones, le expida los certificados de retención, que por ICA le ha practicado, en los períodos gravables correspondientes; con dichos certificados podrá solicitar al correspondiente municipio o distrito, se le autorice la devolución del dinero retenido por los agentes retenedores. 
Este procedimiento se debe realizar elaborando el correspondiente formulario de devolución de saldos a favor y presentándolo en la oficina de devoluciones, de la tesorería distrital o municipal correspondiente.
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www.shd.gov.co/portal/page?_pageid=237,3567612&_dad=portal&_schema=PORTAL
http://sisbib.unmsm.edu.pe/bibVirtual/Tesis/Human/Acosta_I_V/comparado.htm#BOL
Normativa:

Ley 4 de 1913

Ley 97 de 1913

Ley 84 de 1915

Ley 14 de 1983.

Ley 55 de 1985

Ley 75 de 1986. 

Ley 43 de 1987

D. L. 1333 de 1986.

D. E. 624 de 1989.

Ley 49 de 1990.

D. R. 2879 de 2001.

Sentencias y Jurisprudencias de las Cortes y del Consejo de Estado, relacionadas con los temas de impuestos de industria, comercio, avisos y tableros, las mismas que se reportan en cada momento en que traen y citan.
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